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SIGLAS Y ACRÓNIMOS
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CEEAVJ: Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas Jalisco
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FECC: Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción
FDH: Fiscalía de Derechos Humanos
FEJ: Fiscalía del Estado de Jalisco, antes Fiscalía General del Estado
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FUNDEJ: Familias Unidas por Nuestros Desaparecidos Jalisco
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LGMDFP: Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición 
Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas
LGV: Ley General de Víctimas
MEIF: Mecanismo Extraordinario de Identificación Forense
MP: Agente del Ministerio Público
NN: Nomen nescio (No Nombre, por su origen del latín)
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Humanos en México
PFSI: Personas Fallecidas Sin Identificar
PGR: Procuraduría General de la República, hoy Fiscalía General de la República
RNPDNO: Registro Nacional de Personas Desaparecidas y No Localizadas
SEMEFO: Servicio Médico Forense
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INTRODUCCIÓN

La desaparición de personas en Jalisco plantea diversos retos para entender la com-
plejidad de esta grave violación a los derechos humanos. Un análisis minucioso nos 
puede ayudar a generar las respuestas necesarias que nos lleven a un camino hacia 
la justicia, verdad, reparación y garantías de no repetición, pero el escenario actual en 
Jalisco y México nos muestra que es difícil poder lograr el acceso a estos derechos 
mientras el contexto de violencia macrocriminal continúa. 

Uno de los retos más grandes que enfrenta Jalisco, así como muchas otras entidades 
del país, es la Crisis Forense. Sin embargo, esta problemática en sí misma también nos 
confronta con un escenario multicausal que, a pesar del reconocimiento a nivel nacio-
nal, no ha podido ser atendida de manera integral.

Cuando una persona es desaparecida estamos ante un vacío de múltiples consecuen-
cias. ¿Dónde están? Nos enfrentamos a la metáfora de un nombre sin cuerpo, corpo-
ralidad que nos daría la certeza de bienestar sobre la persona buscada. La angustia del 
círculo cercano y el derecho humano de toda persona a ser buscada1 se enlazan con la 
necesidad de cumplir con las obligaciones del Estado, de buscar e investigar, y la nece-
sidad de las familias por conocer la suerte o paradero de su ser querido, cuyo nombre 
persiste a pesar de cualquier escenario, pues no se deja de nombrar al desaparecido 
en tanto no sea localizado.

La Crisis Forense nos plantea un escenario inverso. ¿Quiénes son? Nos enfrentamos a 
múltiples corporalidades, múltiples personas fallecidas, pero que no han sido identifica-
das y por lo tanto se han convertido en cuerpos sin nombre frente a la saturación de las 
labores forenses. Debido al contexto de violencia, el caso mexicano nos muestra un alto 
cúmulo de corporalidades que prueban la localización sin vida de miles de personas, 
pero sin una identidad, nombre o historia de vida; personalidades con una doble nega-
ción que recuerda a la expresión NN, definida como Nomen nescio y cuya traducción 
latina literalmente expresa el “no conozco el nombre”2.

1	  Karla I. Quintana Osuna, “El derecho humano de toda persona a ser buscada”. Animal Político, 9 de julio 

de 2020, https://www.animalpolitico.com/blog-invitado/el-derecho-humano-de-toda-persona-a-ser-buscada/ 
(consultada el 5 de abril de 2021)

2	  Sévane Garibian, “Buscar a los muertos entre los vivos: dar cuerpo a los desaparecidos de la dictadura 
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Por su naturaleza compleja y diversa, se entiende que no todas las personas desapare-
cidas se encuentran en las morgues como personas fallecidas sin identificar (PFSI), ya 
que es estadísticamente imposible y porque existen múltiples escenarios que eviden-
cian la presunción de vida en algunos casos de desaparición. Sin embargo, sí podría-
mos afirmar que las PFSI pueden ser, potencialmente, personas desaparecidas por el 
aparato burocrático y administrativo del Estado, ya que estamos hablando de personas 
a las que no se les ha restituido la identidad plena y tampoco se han entregado a sus 
familias, luego de años y meses en los servicios forenses. Esta administración de las 
personas fallecidas podría evidenciar desapariciones de tipo administrativo, ya que la 
responsabilidad de su no identificación y entrega a sus familiares queda totalmente en 
el Estado que, por acción dolosa u omisión, perpetúa la ausencia de las personalidad 
jurídica sobre las personas fallecidas3, y también prolonga la angustia y dolor de sus 
familias, que desconocen la suerte o paradero de sus seres queridos.

Por esa razón, desde el Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo, A.C. (CEPAD), he-
mos realizado este informe, que busca ser una herramienta para entender una porción 
del complejo contexto de la Crisis Forense en Jalisco, pero también para que pueda 
servir como una herramienta que genere preguntas para llegar a mecanismos de jus-
ticia y verdad. En CEPAD consideramos importante poder generar diagnósticos previos 
al desarrollo de políticas públicas y acciones de incidencia que busquen soluciones a la 
realidad que vivimos y al dolor de las familias de personas desaparecidas.

Para contribuir en ese camino hemos analizado de manera concisa la situación forense 
del estado de Jalisco en los últimos años, las capacidades técnicas, humanas, finan-
cieras, materiales y también hemos medido la voluntad política de quienes toman las 
decisiones. El análisis se nutre y solo puede ser entendido por la voz de las familias, que 
a diario enfrentan al aparato burocrático forense y cuya experiencia directa también ha 
sido un insumo imprescindible para entender este contexto. Con la voz de las familias 
hemos llegado a conclusiones y recomendaciones que podrían generar condiciones 
más óptimas para las mismas familias.

argentina por el Derecho”, en Cadáveres impensables, cadáveres impensados. El tratamiento de los cuerpos en las 
violencias de masa y los genocidios, directores Élisabeth Anstett, Jean-Marc Dreyfus y Sévane Garibian (Argentina: 
Miño y Dávila Editores, 2013), 31.

3	  Sévane Garibian, “Buscar a los muertos entre los vivos: dar cuerpo a los desaparecidos de la dictadura 
argentina por el Derecho”, 30,
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Esperamos que este informe sea también un insumo para su lucha y para quienes to-
marán las decisiones políticas que se requieran para encontrar una salida a esta crisis. 

Nota metodológica

La construcción de este informe se realizó bajo una metodología de investigación con 
enfoque deductivo, de modo que se delimitó el análisis a aspectos centrales del entra-
mado de la Crisis Forense en Jalisco y lo que ha realizado o realiza el Instituto Jaliscien-
se de Ciencias Forenses.

A partir de esa delimitación se llevó a cabo un largo proceso de recolección de infor-
mación, después se realizaron entrevistas con familiares de personas desaparecidas y 
posteriormente se hizo un análisis. Las acciones para dichos procesos se describen de 
manera sintética en los siguientes apartados.

Recolección y análisis de información
Uno de los insumos básicos para poder entender una problemática tan compleja impli-
có recolectar información oficial a través de tres momentos, en el primero se revisaron 
normativas aplicables, informes oficiales, documentos contextuales de organizaciones 
civiles, notas periodísticas y bibliografía especializada. Un segundo momento estuvo 
enfocado en la creación y presentación de solicitudes de acceso a la información para 
crear bases de datos estadísticas, de información cualitativa y sistematizaciones de 
respuestas explicativas sobre procesos internos, institucionales y de coordinación en-
tre autoridades, que derivaron en la presentación de más de 240 solicitudes de acceso 
a la información de forma digital a dependencias municipales, estatales y federales a 
través de Infomex Jalisco y la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). El tercer 
momento de recolección de información estuvo centrado en la búsqueda avanzada a 
través de información abierta en sitios oficiales y en la propia información generada a 
través de la PNT, que se sumó a las bases de datos ya generadas o sistematizadas por 
la información bibliográfica y las solicitudes de acceso a la información propias.

Finalmente, toda esa información se trabajó de manera coordinada a través de equi-
pos sobre ejes de trabajo que se centraron en aspectos contextuales, institucionales, 
técnicos y de evaluación que se dedicaron a analizar la información pertinente para la 
redacción de este documento.
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Entrevistas

Otro insumo, fundamental para la realización de este informe, fueron las entrevistas 
semiestructuradas que se realizaron con familiares de personas desaparecidas en el 
estado de Jalisco. Dichas entrevistas estaban basadas en un cuestionario con pregun-
tas abiertas que ayudaron a que las familias nos compartieran el relato de vida sobre 
la búsqueda forense que han realizado, la evaluación de esas experiencias y el análisis 
de procesos coyunturales importantes para el contexto forense de Jalisco.

Las entrevistas se realizaron entre el 20 y 29 de marzo de 2021, a un total de 15 per-
sonas familiares. De este total se tomaron algunos datos cuantitativos. Contando con 
datos sobre ocupaciones de las personas entrevistadas como acompañantes de otros 
casos, comerciantes, estudiantes, funcionarias, trabajo doméstico no remunerado, per-
sonas jubiladas, pensionadas y maestras. 

En principio, 8 de estas personas familiares tienen su residencia en el municipio de 
Guadalajara, 2 en Chapala y las 5 restantes en la Ciudad de México, La Barca, Lagos de 
Moreno, Tepatitlán y Tonalá. No obstante, 10 fueron casos de desaparición en regiones 
del estado de Jalisco, 4 en la Zona Metropolitana de Guadalajara y 1 de ellos se trata 
de un caso en tránsito entre la zona urbana y una región. Otras características de las 
personas entrevistas se muestra a continuación:

Para el análisis de dichas entrevistas, con una duración promedio de una hora, se trans-
cribió la información y a partir de estas se desarrollaron 44 códigos para procesar sus 
experiencias a través del programa ATLAS.ti, mismas que luego fueron retomadas para 
ser integradas de manera transversal al análisis de la información acorde a los apar-
tados del informe y lo relatado por las familias, de tal modo que este documento es 
también una construcción suya a través de sus experiencias y conocimientos.
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CAPÍTULO 1 
Contexto: crimen organizado, violencia y su impacto

1.1 Contexto macrocriminal

Decir que el panorama de la violencia en México tiene su parteaguas en la llamada 
“guerra contra el narcotráfico” iniciada en diciembre del 2006 por Felipe Calderón, se 
ha convertido en un lugar común. Y aunque es cierto que la violencia ha crecido a 
manera de espiral en el país desde entonces, retrospectivamente hemos visto que tra-
tar de entenderla a partir de ese planteamiento resultó equívoco. Lo anterior se volvió 
evidente cuando presenciamos su incremento a pesar de que el ahora titular del Poder 
Ejecutivo, Andres Manuel López Obrador, ha declarado por terminada esa “guerra”.4

Discursivamente, los operativos desplegados para dicha guerra tuvieron como pro-
pósito recuperar espacios públicos de las manos del crimen organizado mediante la 
desarticulación de organizaciones criminales y decomiso de cargamentos de drogas. 
Las razones aducidas solían referir, por un lado, al incremento de la violencia en algu-
nos estados –a raíz de la disputa por el territorio por parte de los mismos grupos del 
crimen organizado–, mientras que al mismo tiempo se destacaba su penetración en la 
gobernabilidad y hasta suspensión del orden institucional.5 Ambas razones abordaban 
el tema como una cuestión de seguridad y soberanía; mientras que del otro lado, se 
justificó como un problema de salud ante el incremento del consumo de drogas.6

La estrategia resultó ser contraproducente a sus propósitos: al final del sexenio de 
Felipe Calderón se contabilizaban más de cien mil homicidios en el país y al menos 14 
mil personas desaparecidas,7 lo cual indicaba que no solo no se redujo la violencia cri-
minal, sino que se potenció el incremento de la misma. Tan solo por poner un ejemplo, 
según cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), durante el 2006 se 
registraron en el país 10 456 homicidios. Para el 2012 esa cifra subió a 25 967,8 lo que 
representa un crecimiento de más del 148%.

A su vez, la caída de los grandes capos de los cárteles creó condiciones para escisiones 
dentro de los mismos y su refuerzo con el uso de otros grupos criminales más peque-

8	  INEGI, “Defunciones por homicidio”, https://www.inegi.org.mx/sistemas/olap/proyectos/bd/continuas/
mortalidad/defuncioneshom.asp?s=est&c=28820&proy=mortgral_dh, (consultado el 29 de marzo de 2021).
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ños. De esta manera, los grupos del crimen organizado mermaron poco en capacidad 
de tráfico y se multiplicaron en número, creando asociaciones y conflictos entre ellos 
a niveles locales. En su micrositio dedicado al análisis de grupos delictivos, NarcoData9, 
la publicación digital Animal Político identifica solo cuatro grupos criminales trabajando 
a la sombra de grandes cárteles entre el 2000 y el 2006. Para el 2012 ese número se 
había multiplicado por más de 14, al contabilizar 59. Sin embargo, un estudio reciente 
realizado por Crisis Group10 asegura la existencia de 463 grupos del crimen organizado 
en la década que va del 2009 al 2019, así como la operatividad de al menos 198 tan solo 
en el 2019. Como se advertía en dicha investigación, la fragmentación supone más de 
una dificultad para combatir dichos grupos del crimen organizado: por su diversidad 
resulta complicado conocer su existencia, tamaño, estructura, movilidad y especializa-
ción, pero también su nivel de infiltración en las instituciones de seguridad, en el sector 
empresarial y, sobre todo, su relación con otros grupos delincuenciales. Relaciones que 
convierten el panorama delincuencial en un contexto de macrocriminalidad.

Para Luis Daniel Vázquez Valencia las redes de macrocriminalidad conformadas por 
una cadena de grupos del crimen organizado se distinguen por al menos seis elemen-
tos que los separa del crimen común: 1) el número de sujetos que cometen delitos; 2) 
el número de víctimas de esos delitos; 3) la diversidad de los móviles; 4) la multiplicidad  
de las conductas punibles que generan una cadena de delitos; 5) la extensión territorial 
de los delitos cometidos que puede traspasar dos o más entidades federativas en uno 
o más estados; y 6) la entrada de entes estatales a la red.11

De cada uno de los puntos anteriores, quizá sea el último el de mayor trascendencia; 
entender el contexto de violencia a partir de una perspectiva macrocriminal en don-
de el crimen organizado está ontológicamente asociado con el Estado tiene grandes 
repercusiones sobre cómo entendemos la distribución del poder y la gobernanza, la 
violencia criminal, pero también sobre cómo explicamos la impartición de justicia y el 

9	  Tania L. Montalvo, “Los cárteles se fortalecen con brazos armados que arrinconan a la ciudadanía”, Nar-
coData, Animal Político, 23 octubre 2015, https://narcodata.animalpolitico.com/brazos-armados/ (Consultado el 15 
de abril del 2021).

10	  Jane Esberg, “More than Cartels: Counting Mexico’s Crime Rings”, Crisis Group, 8 de mayo 2020, https://
www.crisisgroup.org/latin-america-caribbean/mexico/more-cartels-counting-mexicos-crime-rings (Consultado el 
15 de abril del 2021).

11	  Luis Daniel Vázquez Valencia, Captura del Estado, macrocriminalidad y derechos humanos, (México: 
FLACSO México, 2019), p. 56.
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esclarecimiento de la verdad.
 
Recientes trabajos teóricos han sugerido repensar el crimen organizado, el Estado y la 
relación entre ambos. En lugar de considerar ambas esferas como independientes una 
de la otra, donde a la reducción de presencia de una implicaría una mayor presencia de 
la otra; o donde se confrontan por ser entes intrínsecamente ajenos, se ha identificado 
la convivencia de ambas esferas superponiendose y creando juntas un ecosistema de 
coerción, corrupción y criminalidad. Esto es lo que se ha conocido como la zona gris de 
la criminalidad.12  Desprendiéndose de ello que el crimen organizado debe su existencia 
y operatividad a cierto nivel de protección ganada para operar en mercados ilícitos.
 
Un ejemplo reciente que puede ilustrar esta tesis, es la historia de Romain Le Court 
Grandmaison, quien en un relato sobre su visita al municipio de Aguililla, Michoacán, 
cuenta cómo se encontró con un retén de sicarios, y cuando preguntó a compañeros 
viajeros ellos respondieron “eso está arreglado, viejón”13 lo que le lleva a concluir que 
la ilusión del Estado ausente en la comisión de actividades ilícitas de gran magnitud es 
imagen de un Estado presente y partícipe.
 
La protección no es la única forma de convivencia por parte de agentes estatales y 
grupos del crimen organizado en la zona gris. En ocasiones la línea que separa una 
figura de otra es tan difusa que difícilmente se puede distinguir entre uno y otro: en 
junio del 2020 se llevaron a cabo manifestaciones en distintos puntos de la ciudad de 
Guadalajara los días 4, 5 y 6; esto tras el asesinato de Giovanni López, un ciudadano de 
Ixtlahuacán de los Membrillos, Jalisco, a manos de policías municipales del mismo mu-
nicipio por presuntamente resistirse a usar cubrebocas. El día 5 se convocó a una ma-
nifestación a las afueras de la Fiscalía del Estado de Jalisco, manifestación que fue re-
primida por presuntos agentes de dicha dependencia, quienes además se encargaron 
de llevar a cabo detenciones arbitrarias y desapariciones forzadas.14 Como respuesta 

12	  Guillermo Trejo y Sandra Ley, Votes, drugs and violence. The political logic of criminal wars in Mexico 
(USA: Cambridge University Press, AÑO), 37.

13	  Romain Le Court Grandmaison, “Aguililla: la guerra es política por otros medios”, Nexos, 19 de abril 2021, 
https://seguridad.nexos.com.mx/aguililla-la-guerra-es-politica-por-otros-medios/#.YIlty7yawTE.whatsapp, (Consul-
tado el 20 de abril de 2021).

14	  Redacción Animal Político, “Denuncian desaparición de jóvenes tras protestas en Jalisco”, Animal Político, 
06 de junio de 2020, https://www.animalpolitico.com/2020/06/denuncian-desaparicion-de-jovenes-tras-protes-
tas-en-jalisco/, (Consultado el 15 de abril 2021). 
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de los hechos el Gobernador del Estado, Enrique Alfaro Ramírez, levantó la sospecha 
de que agentes ministeriales obedecieran órdenes del crimen organizado, mismo que 
señaló como infiltrado en la Fiscalía del Estado15. 

Naturalmente, la protección ganada por grupos del crimen organizado para 
el mercado ilegal sienta sus bases en su relación con los agentes estatales in-
volucrados y está supeditada a la duración de éstos en su cargo. El recien-
te video difundido en redes sociales que muestra al presunto fundador de un 
cártel que presumió protección de dos mandos policiacos de Guadalajara y cone-
xiones con un alto funcionario de la Ciudad de México es solo un ejemplo de ello16. 

A su vez, grupos criminales han mostrado interés en controlar jurisdicciones políti-
co-administrativas en municipalidades, ganando control entre gobiernos locales y po-
blaciones. De esa manera redefinen su actuación política y desarrollan de facto, am-
biciones de gobernanza criminal,17 aprovechando la desigual penetración del poder 
institucional y su captura parcial de instituciones estatales.

Sin embargo, a la llegada de una alternancia política que supone cambios administrati-
vos de actores y agentes estatales encargados de la seguridad, ambas esferas (la del 
crimen organizado y la del Estado), con sus múltiples actores involucrados, se ven obli-
gadas a reestructurar relaciones, lo que equivaldría a una inestabilidad entre actores, 
y por lo tanto la posibilidad de despuntes de violencia criminal. Al mismo tiempo, la al-
ternancia política supone coordinación intergubernamental para el combate al crimen 
organizado que genera intervenciones efectivas en ciertos puntos  e intervenciones 
fallidas en otras, usando periodísticamente las fuerzas de seguridad y justicia que in-
tensifican la violencia18

15	  Juan Carlos G. Partida, “Crimen infiltra a la Fiscalía Estatal, sospecha el gobernador Alfaro”, La Jornada, 
07 de junio de 2020, https://www.jornada.com.mx/2020/06/07/politica/007n1pol, (Consultado el 15 de abril de 
2021). 

16	  Gloria Reza M, “Separan del cargo a dos mandos policiacos de Guadalajara por supuesta protección a 
“El Cholo”, Proceso, 19 de marzo 2021, https://www.proceso.com.mx/nacional/estados/2021/3/19/separan-del-car-
go-dos-mandos-policiacos-de-guadalajara-por-supuesta-proteccion-el-cholo-260361.html, (Consultado el 15 de 
arbil de 2021). 

17	  Duque Reza, “Gobernanza criminal. Cogobiernos entre políticos y paramilitares en Colombia”, Revista 
Mexicana de Ciencias Políticas y Sociales, 241 (enero-abril 2021): 347-380.

18	  Guillermo Trejo y Sandra Ley, “Federalismo, drogas y violencia. Por qué el conflicto partidista intergu-
bernamental estimuló la violencia del narcotráfico en México”, Polít. gob [online], 1, (2016): pp. 11-56. Disponible en: 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1665-20372016000100011&lng=es&nrm=iso 
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Vista de esta manera, la llamada “guerra contra el narcotráfico” resulta más parecida a 
una distribución partidista de la violencia a causa de una alternancia política que rom-
pió con las relaciones establecidas entre el crimen organizado y el Estado. Más aún: 
esta perspectiva explicaría con mayor alcance el repunte de la violencia vivida a partir 
de la transición a un gobierno de centro izquierda en el 2018, como no había sucedido 
en México en la historia reciente.

Además de su relación con el Estado, o más precisamente, con agentes estatales y/o 
funcionarios públicos que se encuentran en la zona gris, los grupos del crimen orga-
nizado deben su fortaleza a la diversificación de sus fuentes de ingresos, sean estos 
legales o ilegales. Como se ha hecho notar, la transformación del mercado ilegal ha lle-
vado a expandir el interés de la producción y el tráfico de drogas, para incluir entre sus 
actividades la extorsión, secuestro, robo de combustible, despojo de tierras, extracción 
de recursos naturales, así como otras actividades delictivas.19 

Paradójicamente, a pesar de la amplia gama de actividades delictivas y el número 
de víctimas de las mismas, los grupos del crimen organizado han dado muestras de 
querer simpatizar con la sociedad civil. Ejemplo de ello es que a partir de la pandemia 
por Covid-19 hubo varios grupos criminales repartiendo despensas en distintas partes 
del país con los logos de su organización delictiva como muestra de solidaridad ante 
la crisis económica que azotaba a la sociedad; en abril del 2020 se vio lo que hasta 
entonces no se había visto: un grupo de cuatro personas fueron captadas repartiendo 
despensas de dos vehículos, con armas largas en mano, mientras se reproducía de 
fondo un narcocorrido que hacía alusión a un fundador del cártel con mayor presencia 
en el país, justo en el centro de Zapopan20.

Estas actividades presentadas con intenciones altruistas por parte del crimen or-
ganizado generan una percepción de cercanía con las ciudadanía, misma que crea 
una sensación de confianza y seguridad en la zona. Pero sobre todo de apoyo. 

19	  Crisis Group, “Building Peace in Mexico: Dilemmas Facing the López Obrador Government.”, International 
Crisis Group, 11 octubre de 2018, https://www.crisisgroup.org/latin-america-caribbean/mexico/69-building-pea-
ce-mexico-dilemmas-facing-lopez-obrador-government, (consultado el 15 de abril de 2021). 

20	  Nadia Juárez, “Armados y con chalecos antibalas, miembros del CJNG reparten despensas en Zapopan”, 
Radioformula, 1 de mayo del 2020, https://www.radioformula.com.mx/noticias/20200501/cjng-reparte-despen-
sas-en-zapopan-jalisco-comando-armado-cartel-jalisco-2020/, (consultado el 15 de abril del 2021). 
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A nivel local, las personas suelen sentirse seguras con la presencia de estos grupos 
organizados por encargarse, entre otras cosas, de la seguridad de la zona. Saben per-
fectamente que operan en los alrededores, pero al encargarse de la “limpieza” de la 
zona para no “calentar la plaza”, ganan su confianza:  “a mí lo que me engendra es 
seguridad. Porque ese tipo de personas ha hecho más por el pueblo que el gobierno”21, 
son las palabras de un ciudadano que se enteró que uno de sus amigos se convirtió 
en un sicario.

1.2 Violencia y su impacto

No obstante, el crimen organizado tiene otro rostro que se muestra a quienes pade-
cen los crímenes y la impunidad de sus actividades delictivas. En noviembre del 2020 
la presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México llamó la 
atención sobre la captación de niños en actividades delictivas, luego de que se diera 
la vinculación de dos menores que fueron sorprendidos trasladando una maleta con 
los restos de un niño22. Por su parte, “Alfredo”, como se ha hecho llamar por cues-
tiones de seguridad, relata cómo fue torturado en una finca utilizada por el crimen 
organizado con fines delictivos en Zapopan, en el 2019. Allí, fue golpeado con un bat 
de metal, con tablas, recibió quemaduras con cigarros, y fue expuesto a tortura psi-
cológica23. Afortunadamente “Alfredo” sobrevivió a la experiencia, no así seis personas 
que se encontraban privadas de la libertad con él. Como ese lugar, se han descubier-
to muchos otros en la Zona Metropolitana de Guadalajara. Una reciente investigación 
muestra cómo en el 2019 se localizaron un total de 28 sitios de exterminio durante 
2019, donde se mantuvieron cautivas a personas privadas de la libertad que fueron 
sustraídas de un espacio público o llevadas contra su voluntad. Allí fueron víctimas 
de tortura, asesinato y en ocasones, hasta de inhumasión clandestina24. El término 

21	  Grupo Reforma, “primero les va bien, luego desaparecen”, Mural, 26 de abril del 2021, https://www.mural.
com.mx/primero-les-va-bien-luego-desaparecen/gr/ar2170695?md5=8f01f3ab1cfbc6a41a1ae0bd22d4254b&ta=-
0dfdbac11765226904c16cb9ad1b2efe&utm_source=whatsapp&utm_medium=social&utm_campaign=promocion_
suscriptor, (consultado el 26 de abril del 2021).

22	  Laura Gómez Flores, “Crimen organizado cada vez recluta a más niños: CDH CDMX”, La Jornada, 18 de 
noviembre 2020, https://www.jornada.com.mx/ultimas/capital/2020/11/18/crimen-organizado-cada-vez-reclu-
ta-a-mas-ninos-cdh-cdmx-8260.html, (consultado el 26 de abril del 2021).  

23	  Enrique Osorio, “Lo que dicen las víctimas de casas de seguridad en Jalisco”, Mural, 23 de abril del 

2021, https://www.mural.com.mx/lo-que-dicen-las-victimas-de-casas-de-seguridad-en-jalisco/gr/ar2168977?m-
d5=59552afd788c29037f60b6a2c7969ad2&ta=0dfdbac11765226904c16cb9ad1b2efe&utm_source=whatsa-
pp&utm_medium=social&utm_campaign=promocion_suscriptor, (consultado el 26 de abril del 2021). 

24	  Jonathan Ávila, Francisco Campos, Darwin Franco y Dalia Souza, “Guadalajara. Zona de exterminio y 
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de sitios de exterminio alude al tratamiento de cuerpos y la multiplicidad de mecanis-
mos de eliminación. El 6 de noviembre del 2019, tras ser recibidos a balazos en una 
bodega en Toluquilla, Tlaquepaque, elementos de la Guardia Nacional aseguraron el 
inmueble y lograron la detención de 15 personas y la liberación de 8 personas que 
permanecían cautivas. Al mismo tiempo se localizó un arsenal de armas y elementos 
de tortura, así como dos dedos25. A partir de la detención se logró la localización de 
dos fosas clandestinas: una en Zapote del Valle y otra en el Mirador, ambas en el mu-
nicipio de Tlajomulco de Zúñiga. La primera con un saldo total de 52 bolsas con restos 
humanos y 11 víctimas más, de la segunda se recuperaron 290 segmentos de restos 
humanos, 27 restos humanos y 33 bolsas con un número indefinido de restos más26. 
Según las autoridades estos restos correspondían a los cuerpos de por lo menos 31 
víctimas en la fosa de El Zapote27, mientras que a 50 víctimas en el caso de El Mirador.28 

Los hallazgos de ambas fosas confirmaban un acontecimiento que venía anunciándose 
desde principios del 2019: un cambio en la técnica de violencia implementada a los cuer-
pos de las víctimas de los grupos del crimen organizado; no se trató solamente, por su 
parte, de ocultar el crimen y a la persona, sepultado su cuerpo clandestinamente, termi-
nando con la vida de la víctima y creando vacíos ontológicos en personas circundantes 
a las mismas.  Ahora además, se diseccionaba, se desintegraba, se fragmentaba la per-
sonalidad, la dignidad y todo respeto por la humanidad que había aún en el cuerpo de la 
víctima: “es una violencia que no se contenta con matar, [...] al destruir de ese modo el 
cuerpo singular, constituye el acto total del fin no de la vida, sino de la condición humana.”29  

Para Rossana Reguillo es una cuestión de “infringir al cadáver la violencia de su po-

desaparición”, ZonaDocs, 19 de octubre de 2020, https://www.zonadocs.mx/guadalajara-zona-de-exterminio/?-
fbclid=IwAR22DkhbErSdBEQE5pvzlaidfSZHoxYCDGKcvUxBBSJTdMs_c_kDFlbuHKk, (consultado el 27 de abril de 
2021). 

25	  Román Ortega, “Confirman 15 detenidos y 8 víctimas rescatadas en Toluquilla”, El Occidental, 6 de 
noviembre de 2019, https://www.eloccidental.com.mx/policiaca/confirman-15-detenidos-y-8-victimas-rescata-
das-en-toluquilla-4420444.html, (consultado el 26 de abril de 2021). 

26	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, (2020). Respuesta a solicitud de información, Oficio IJCF/
UT/546/2020

27	  Román Ortega, “Concluyen trabajos en Fosa de El Zapote con 31 cuerpos localizados”, El Occidental, 
21 de noviembre de 2019, https://www.eloccidental.com.mx/policiaca/concluyen-trabajos-en-fosa-de-el-zapo-
te-con-31-cuerpos-localizados-4486983.html, (consultado el 27 de abril de 2021). 

28	  Román Ortega, “Hallan 18 cuerpos en segunda fosa de El Mirador, en Tlajomulco”, El Occidental, 7 de 
enero de 2020, https://www.eloccidental.com.mx/policiaca/hallan-18-cuerpos-en-segunda-fosa-de-el-mirador-en-
tlajomulco-de-zuniga-4671430.html, (consultado el 27 de abril de 2021). 

29	  Adriana Cavarero, Horrorismo. Nombrando la violencia contemporánea, (México: Anthropos, 2009), 32.
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derío y exaltar su vulnerabilidad”; esto es,  “inscribir las huellas de su poder total so-
bre los cuerpos ya muertos.”30 Lo anterior resulta alarmante si se considera que la 
violencia es un dispositivo de modelaje/aprendizaje y de disciplinamiento; es un 
dispositivo inserto a las dinámicas de socialización que invita a su reproducción. 

Durante el 2017 el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses reportó el ingreso de 5 res-
tos humanos en sus instalaciones. Para el 2018 esa cifra pasó a 18, pero durante el 2019 
creció a 259, mientras que para el 2020 ya fueron 68831. Esto representa un aumento 
porcentual del 13660% en cuatro años en el ingreso de restos al IJCF.

30	  Rossana Reguillo, “De las violencias: caligrafía y gramática del horror”, Desacatos, 40 (septiembre-diciem-
bre 2012) pp- 33-46.

31	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, (2021). Respuesta a solicitud de información, Oficio IJCF/
UT/0094/2021
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El 2019 fue un año excepcional en términos de violencia no solo por su despegue 
en el hallazgo de restos humanos, esto es, cuerpos fragmentados o “cuerpos ro-
tos.”32 Sino también en el número de fosas clandestinas localizadas y el número de 
víctimas exhumadas de ellas. Un registro de fosas clandestinas localizadas en Jalis-
co elaborado por CEPAD a partir de solicitudes de acceso a la información muestra 

que el 2019 es el año en que se localizaron más fosas clandestinas en la historia de 
la entidad, con un total de 36 fosas clandestinas. De las mismas, fueron exhuma-
das un total de 172 víctimas y 249 restos humanos más. Estos datos discrepan de 
los obtenidos por la Plataforma de Seguridad del Estado de Jalisco, donde se regis-
tran un total de 33 fosas clandestinas y un total de víctimas que asciende a 28533. 

No obstante, si bien es cierto que hubo un incremento en el número de fosas y hallaz-
gos, hasta llegar a un récord histórico en el Estado, también es cierto que el incremen-
to  radical se dio en el 2018: mientras en el 2017 se registraron 16 fosas clandestinas 
en la entidad, al siguiente año se registraron 34: esto es más del doble. Y mientras en 
el 2017 hubo registro de 16 cuerpos exhumados de las mismas, para el 2018 fueron 
103. Esto representa un incremento porcentual del 543% en el número de víctimas. 

Y aunque en el 2020 el número de fosas clandestinas se redujo a 27, el número de 
víctimas exhumadas subió a 263. Esto es, un 52.9% más con respecto al 2019. A pro-
pósito vale la pena recordar que las dos fosas clandestinas más grandes de la historia 
en Jalisco -y la última también a nivel nacional- fueron localizadas en el 2020: una en El 
Mirador II, en Tlajomulco de Zúñiga, con un total de 106 cuerpos exhumados34 y la otra 
en Los Sabinos, El Salto, con un total de 13135 cuerpos exhumados.

Para dimensionar un poco más el tamaño de la problemática es imperante resaltar 

32	  Rossana Reguillo, “La narcomáquina y el trabajo de la violencia; apuntes para su decodificación”, Hemis-
pheric Institute E-Misférica 8.2, (noviembre, 2011), https://hemi.nyu.edu/hemi/es/e-misferica-82/reguillo (consultado 
el 27 de abril de 2021).

33	  Plataforma de Seguridad del Estado de Jalisco, Marzo de 2021, https://plataformaseguridad.jalisco.gob.
mx/, (consultado el 30 de abril de 2021). 

34	  Román Ortega, “Termina búsqueda en tres fosas con 141 cuerpos encontrados”, ZonaTres, 31 de julio de 
2020, https://zona3.mx/home/termina-busqueda-en-tres-fosas-con-141-cuerpos-encontrados/, (consultado el 30 
de abril de 2021). 

35	  El Informador, “Seguridad en Jalisco: con 131 cuerpos, concluye búsqueda en fosa de El Salto”, El Infor-
mador, 7 de diciembre de 2020, https://www.informador.mx/jalisco/Seguridad-en-Jalisco-Con-131-cuerpos-con-
cluye-busqueda-en-fosa-de-El-Salto-20201207-0076.html, (consultado el 30 de abril de 2020). 
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que 4 municipios de la Zona Metropolitana de Guadalajara concentran el 26.56% de 
los cuerpos exhumados de fosas clandestinas en todo el país que se han localizado 
durante la actual administración.36 
 
A continuación se presenta un mapa que concentra el número de fosas clandestinas 
localizadas en el Estado por municipio con base en el registro elaborado por CEPAD 
desde el 2006 hasta el 2020:

36	  Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración, “Búsqueda e Identificación de Personas 
Desaparecidas”, 8 de abril de 2021.
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El tema resulta especialmente alarmante cuando Jalisco ocupa el primer lugar en per-
sonas desaparecidas a nivel nacional.37 Sin embargo, el incremento en la localización de 
fosas clandestinas, así como los cuerpos y restos al interior de éstas, han sido utilizadas 
en el discurso público de la actual administración estatal como la presunta evidencia 
de un logro gubernamental ante procesos de búsqueda de personas desaparecidas38. 
No obstante, como se ha analizado incluso en otros procesos, existen procesos de ex-
humación de cuerpos en donde estos “reaparecen sin ser buscados” y la localización 
de las fosas clandestinas no conducen de manera automática a procesos de identifica-
ción39 y mucho menos a procesos de justicia, verdad y garantías de no repetición. Este 
es el caso del estado de Jalisco, donde la Fiscalía del Estado ha identificado sólo 28% 
de los cuerpos, osamentas e indicios de restos humanos40, y  el seguimiento a proce-
sos de procuración de justicia ha sido bajo, en comparación al alto número de estos 
contextos de hallazgo.
Este escenario plantea dos problemas importantes, ya que la propia autoridad ministe-
rial ha reconocido que está rebasada en los trabajos por la falta de personal suficiente 
para la exhumación de fosas clandestinas41, pero también en el marco de una falta de 
reconocimiento bajo la perspectiva de responsabilidad de Estado, señalando que estos 
cuerpos y restos humanos corresponden a asesinatos de otras administraciones y no 
del gobierno actual42. Los datos dicen lo contrario; el RNPDNO43 da cuenta de 982 per-
sonas localizadas sin vida hasta marzo de 2021 en Jalisco, 487 de estos cuentan con 
datos que vinculan su reporte de desaparición con la comisión de un delito. 

37	  Según el mismo reporte, 20% de las personas desaparecidas y no localizadas en el país durante la actual 
administración, desaparecieron en Jalisco. Íbid.

38	  Juan Carlos G. Partida. “Alfaro: han disminuido 40% los delitos patrimoniales en Jalisco”. La Jornada, 12 de 
enero de 2021, 
https://www.jornada.com.mx/notas/2021/01/12/estados/alfaro-han-disminuido-40-los-delitos-patrimoniales-en-ja-
lisco/ (consultada el 9 de abril de 2021). 

39	  Sévane Garibian, Élisabeth Anstett y Jean-Marc Dreyfus, “Introducción: ¿Por qué exhumar? ¿Por qué 
identificar?” en Restos humanos e identificación. Violencia de masa, genocidio y el “giro forense”, directores Séva-
ne Garibian, Élisabeth Anstett y Jean-Marc Dreyfus (Buenos Aires, Argentina: Miño y Dávila Editores, 2017), 11.

40	  Sistematización propia con base en la información de la Fiscalía del Estado de Jalisco (2021). Respuesta-

sa la solicitud de información. Oficios LTAIPJ/FE/647/2020 y 127/2021

41	  Luis Herrera, “Fosas clandestinas: la otra epidemia”, Reporte Índigo, 29 de junio de 2020, https://www.

reporteindigo.com/reporte/fosas-clandestinas-la-otra-epidemia-violencia-crimen-organizado-desaparcidos/(cnsul-
tada el 9 de abril de 2021).

42	  Luis Herrera, “Cifras de homicidios y fosas ignoradas en Jalisco”, Reporte Índigo, 12 de noviembre de 
2020, https://www.reporteindigo.com/reporte/cifras-de-homicidios-y-fosas-ignoradas-en-jalisco-seguridad-violen-
cia/ (consultada el 9 de abril de 2021).

43	  Comisión Nacional de Búsqueda (2021). Versión pública del Registro Nacional de Personas Desaparecidas 
y No Localizadas, https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx (consultada el 9 de abril de 2021).
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los datos por año se muestra que 446 de esas personas, localizadas sin vida y bajo la 
comisión de un delito, desaparecieron entre enero de 2019 y marzo de 2021, es decir, 
91.58% de estos asesinatos ocurrieron durante la administración o son de responsabili-
dad directa del actual gobierno. 

No todas las personas localizadas en fosas cuentan con carpetas de investigación por 
desaparición en la FEPD y tampoco están contabilizadas como personas localizadas 
sin vida en el RNPDNO, pero esto es una muestra de cómo el fundamento para no 
reconocer el contexto actual y la responsabilidad del Estado no se sustenta. Por esa 
razón es importante rescatar que la temporalidad de las búsqueda y la identificación 
de las personas fallecidas en fosas es un elemento clave; se debe tener en cuenta que 
el momento de la exhumación y las posibilidades de identificación y justicia siempre 
depende del contexto político44 en el que se dan los hallazgos. 

Añádase al entramado criminal que el número de homicidios en el Estado también ha 
encontrado su máximo histórico recientemente y, se ha mantenido muy por debajo de 
su pico máximo. De acuerdo con el INEGI, mientras que en el 2017 se registraron 1 586 
homicidios en el estado, en el 2018 esa cifra llegó a 2 92845, lo cual suma 84% arriba del 
año anterior. Mientras que en el 2019 esta cifra llegó a 2 525 y, de acuerdo con un re-
gistro propio con base en cifras presentadas en la Plataforma de Seguridad46, durante 
el 2020 se registraron un total de 2 453.

Como hemos visto, los grupos del crimen organizado se encuentran imbricados, por su 
naturaleza, con estas expresiones de violencia cruda y de gran capacidad y/o alcance, 
mismas que tienen un impacto enorme en la sociedad. Como es común, estos grupos 
se han hecho de técnicas de violencia para detentar el control/poder de ciertas zonas, 
pero también sobre ciertas personas.

Unas de las mayores víctimas han sido históricamente las personas familiares de per-
sonas desaparecidas, luego de que la desaparición de personas se convirtiera en una 

44	  Sévane Garibian, Élisabeth Anstett y Jean-Marc Dreyfus, “Introducción: ¿Por qué exhumar? ¿Por quéi-
dentificar?”, 13.

45	  INEGI, “Defunciones por homicidio”, https://www.inegi.org.mx/sistemas/olap/proyectos/bd/continuas/
mortalidad/defuncioneshom.asp?s=est&c=28820&proy=mortgral_dh, (consultado el 30 de marzo de 2021).

46	  Gobierno de Jalisco, (2021), “Plataforma de seguridad”, https://plataformaseguridad.jalisco.gob.mx/ (con-
sultada el 9 de abril de 2021).
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práctica generalizada47. Viéndose arrojadas a un mundo de conflictos psicológicos, ju-
rídicos, administrativos, sociales y económicos, las personas familiares de personas 
desaparecidas suelen tener que lidiar entre un mundo institucional que la mayoría de 
veces desconocen y les es hostil, y aquél extrainstitucional para el que también son-
nuevas y amenaza su seguridad en algunos casos48. Entre cada uno de los mundos 
y sus implicaciones, ellas caminan buscando dar con el paradero de su familiar des-
aparecido, y aunque es su derecho participar en la búsqueda mediante mecanismos 
extrainstitucionales, ello no exime a las autoridades de su responsabilidad de buscar y 
ofrecer ayuda por los canales institucionales.

1.3 Crímenes de Estado: caso incineraciones

La cremación de cuerpos sin identificar por parte del IJCF inició a partir del 1 de enero 
de 1997 bajo la dirección de su entonces titular, Mario Rivas Souza y a través de la Di-
rección del Servicio Médico Forense49. Entre los motivos por los cuales inició la práctica 
de incineración de cuerpos fueron razones de salud pública y seguridad sanitaria, la 
ausencia de instalaciones adecuadas para resguardar los cuerpos y falta de recursos 
suficientes ante la acumulación de cuerpos por el incremento de violencia en el estado. 
Además, se se consideraba que incinerar a un cuerpo era más digno que mandarlo a 
una fosa común50. No obstante, de manera contraria, a lo largo de años, la cremación 
de cuerpos de personas fallecidas no identificadas se convirtió en una acción masiva 
e inhumana de destrucción de personas, práctica en la cual fueron involucradas las 
autoridades estatales y municipales.
 
A lo largo de los últimos años colectivos de familiares de personas desaparecidas de-
nunciaron públicamente la práctica de incineraciones de personas fallecidas no identi-
ficadas, realizadas durante tres administraciones del Gobierno de Jalisco. Desde 2015, 
familiares de personas desaparecidas señalaron los intentos de entrega de cuerpos 

47	  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de país México. Situación de los derechos 

humanos, 2015, OEA.

48	  Susana Ramírez Hernández, “Mecanismos extrainstitucionales para la búsqueda de personas desapare-

cidas en México”, Instituto Belisario Dominguez, 42, (2019): pp. 88-106.

49	 Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/267/2018.

50	 El Informador, “NN: los muertos que nadie reclama”, El Informador, 11 de Julio de 2012, https://www.infor-
mador.mx/Jalisco/NN-los-muertos-que-nadie-reclama-20120711-0220.html (consultada el 1 de abril de 2021)
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incinerados sin que existieran pruebas periciales o genéticas para comprobar la iden-
tidad de las personas fallecidas. Por esa razón se exigió el cese de las cremaciones, 
se informaran los motivos de las incineraciones pasadas y se pidió apoyo de grupos 
especialistas forenses internacionales. Ante esto, CEPAD también se sumó apoyando 
públicamente la exigencia de las familias y que las autoridades reconocieran las viola-
ciones a los derechos humanos que se cometieron, asegurando el acceso a la justicia 
y a la verdad de las víctimas.
 
Uno de los casos de intento de entrega de cuerpo incinerado fue el de Ana Enamorado, 
madre hondureña de Óscar Antonio López Enamorado, desaparecido en enero de 2010 
en Jalisco51. Las autoridades insistieron en entregarle cenizas asegurando que eran las 
del cuerpo de su hijo, pero sin contar con un perfil genético que lo validara. Previamen-
te, Ana quiso reconocer el cuerpo, pero se le notificó que ya había sido cremado sin la 
toma de muestras. Se le realizaron fotografías al cadáver, pero no se logra identificar 
si éstas efectivamente corresponden a Óscar, de acuerdo al relato de Ana. Ella decidió 
no aceptar el cuerpo incinerado, pero aquel evento le generó múltiples afectaciones 
físicas y emocionales, violando su expectativa y derecho de que en la búsqueda debe 
prevalecer el principio de la presunción de vida. El caso de Ana es emblemático porque 
como ella, miles de familias con casos de larga data ahora viven en la incertidumbre y 
angustia permanente, debido que entre las cenizas de personas que ahora se encuen-
tran sin nombre podrían estar sus seres queridos.
 
Oficialmente las incineraciones de cuerpos no identificados concluyeron a finales de 
2015 a raíz de las denuncias públicas en medios de comunicación y presión de familia-
res de personas desaparecidas, además de la entrada en vigor del Código Nacional de 
Procedimientos Penales52. Sin embargo, desde 2013 ya existía una prohibición expresa 
de cremar los cuerpos sin identificar en la Ley General de Víctimas, de tal modo que 
533 cuerpos fueron cremados en el periodo ilegal, con el silencio cómplice hasta la 
fecha de la Comisión Nacional de Derechos Humanos y Comisión Estatal de Derechos 
Humanos Jalisco53.

51	  Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo (2019). Incineraciones de cuerpos no identificados. Críme-

nes sin justicia”. https://drive.google.com/file/d/11Rk4aaylze68QoyO-6mWhJlrWazus76f/view 

52	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/1313/2018.

53	 Consulta más: CEPAD (2019). Incineraciones de Cuerpos No Identificados. Crímenes sin Justicia: 29, 
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Con respecto a la información oficial sobre la práctica de incineración, resultan graves 
inconsistencias: en respuestas proporcionadas a solicitudes de información de CEPAD 
vía transparencia, el IJCF respondió que entre 2006 y 2015 se incineraron 1 560, 1 571 
o  1381 cuerpos de personas fallecidas no identificadas54. Sin embargo, recientes res-
puestas han evidenciado discrepancias en las cifras del propio IJCF por desglose anual. 
Ejemplo de ello es que en una respuesta emitida en el 2018 informaba de 266 personas 
incineradas en el 2012, mientras que en marzo de 2021 reconoció en ese mismo año, 
únicamente 24455. Estas cifras tampoco coinciden con otros datos que han reportado 
personas investigadoras y periodistas sobre el número de cuerpos sin identificar cre-
mados, mismos que continuación se desglosan en la tabla:

https://cepad.org.mx/2019/01/incineraciones-cuerpos-no-identificados-crimenes-sin-justicia/ (consultado el 5 de 
abril de 2021)

54	  En el informe del CEPAD, titulado “Incineraciones de Cuerpos No Identificados en Jalisco. Crímenes sin 
Justicia”, presentado en enero de 2019, se dio a conocer que del 1 de enero de 2006 hasta finales de 2015 se inci-
neraron un total de mil 560 cuerpos de personas no identificadas, realizando, además, la cremación de 1 osamenta 
y 32 restos óseos, sin claridad respecto a cuántas personas corresponden los mismos. De igual manera, se com-
partió que de 2006 a 2015 en Jalisco se incineraron mil 571 cuerpos. De acuerdo con el Oficio IJCF/UT/258/2021 
del marzo de 2021 el IJCF otorgó al CEPAD la respuesta sobre mil 381 cuerpos de personas incinerados en los 
años 2006 y 2015. Consulta más: Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo, Incineraciones de Cuerpos No 
Identificados en Jalisco. Crímenes sin Justicia, https://cepad.org.mx/2019/01/incineraciones-cuerpos-no-identifica-
dos-crimenes-sin-justicia/ (consultada 2 de abril de 2021)

55	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/258/2021.
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Resulta relevante señalar que de la información entregada sobre las edades de las 
personas, nuevamente se detectan varias inconsistencias. De las mil 560 personas 
incineradas ninguna tenía menos de 20 años y únicamente una persona contaba con 
más de 51 años. Esto difiere de los datos presentados en el anexo al oficio IJCF/
UT/635/2018, mediante el cual se señala que sólo entre los años 2006 y 2009 se 
incineraron por lo mínimo 136 personas mayores de 51 años de edad. Asimismo, en 
cuanto a niños, niñas y adolescentes, en el documento se destacan en distintas oca-
siones tales edades como 2, 3, 5, 10, 12, 15 o 17 años o incluso, hasta 5 y 4 meses 
de edad (en años 2007 y 2013, respectivamente). Además, de acuerdo con la misma 
fuente, se reconoce que en 271 casos no se cuenta con la información sobre la edad 
de la persona fallecida incinerada56.               

En lo relacionado con las causas de fallecimiento, de acuerdo con información oficial 
brindada por el IJCF, ningún cuerpo incinerado pertenecía a una persona que haya 
sido víctima de una muerte violenta. Mil 259 personas (80.76%) murieron a causa de 
accidente, 268 debido a enfermedades y a 32 personas corresponden otras causas 
de su fallecimiento, sin especificar, dando en total el número de mil 59957. Lo anterior 
no coincide con otros datos oficiales otorgados al CEPAD por el IJCF58, donde se seña-
la que para 298 de mil 560 casos no se cuenta con la información sobre la causa de 
muerte. Asimismo, se señala que 417 personas fallecieron a causa de distintos tipos 
de contusiones del cráneo, la muerte de 108 personas se debe a un proyectil, 41 per-
sonas murieron heridas por objetos punzocortantes en diferentes partes del cuerpo y 
58 personas a causa de estrangulación59. Esta información cuestiona si efectivamente 
todos los fallecimientos de personas cuyos cuerpos fueron cremados constituyeron 
las muertes no violentas, tal como señala la institución, además de que pudieran haber 
sido incineradas siendo las víctimas de los delitos.

56	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Anexo al Oficio 
IJCF/UT/635/2018

57	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/1313/2018. La información resulta incompleta. El IJCF contabiliza las causas de muerte de 1560 cuerpos, no 
obstante la información desglosada en el oficio corresponde a 1599.

58	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/1313/2018.

59	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Anexo al Oficio 
IJCF/UT/635/2018
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A pesar de que el IJCF confirma que “a todas las personas que ingresan a la Dirección 
del Servicio Médico Forense (SEMEFO) se les integra un expediente forense, con la 
finalidad de tener documentadas todas las actividades periciales que marca el Minis-
terio Público”60, la mayoría de cuerpos incinerados no tiene documentación con todas 
las pruebas y dictámenes periciales-forenses necesarios para su identificación, inclu-
yendo la muestra genética. Además, preocupa la realización de dictámenes periciales 
necesarios para la identificación en las regiones del estado de Jalisco puesto que en 
algunas solicitudes se menciona que esta actividad únicamente se lleva a cabo en 
Delegación Centro de Jalisco61.
 

60	 Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/635/2018

61	 Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/635/2018
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Históricamente, fue hasta 2006 cuando el IJCF comenzó a practicar los perfiles gené-
ticos de los cuerpos de personas fallecidas no identificadas antes de incinerarlos, ya 
que en aquel momento se priorizaban otras técnicas de identificación, en lo particular, 
antropología forense, reconstrucción craneofacial, fotografía, odontología o dactilos-
copia forense62. Todavía en 2012 el personal del IJCF consideraba que el examen de 
ADN no siempre resultaba necesario y debía llevarse a cabo sólo “cuando el resto 
de datos orientativos no auxilia con la identificación”, siendo únicamente 10% de los 
cuerpos que contaban con esta prueba genética63. De igual modo, en 2013 se reali-
zaba una toma de ADN sólo cuando no se obtenían resultados concluyentes de otras 
pruebas, incluyendo necropsia, fotografías, huellas y odontología forense64. En lo que 
concierne a los datos oficiales sobre los cuerpos incinerados y las muestras genéticas, 
nuevamente se destacan alarmantes inconsistencias. Conforme a la información del 
IJCF proporcionada al CEPAD vía transparencia en 2017, de mil 571 cuerpos incinera-
dos de 2006 a 2015 a mil 430 (91%) no se les realizaron previamente a su destrucción 
las tomas de muestras de ADN65. De igual manera, de acuerdo con la información pre-
sentada por Darwin Franco en 2017, de mil 581 cuerpos incinerados se tomaron 803 
muestras genéticas (51%)66 y conforme a los datos proporcionados en su reportaje en 
2019, de mil 559 cuerpos incinerados sólo a 265 de ellos (17%) les tomaron las prue-
bas de ADN antes de su cremación67.
 
Por otro lado, de acuerdo con la información proporcionada por el IJCF en 2019, de los 
mil 055 cuerpos incinerados de 2009 a 2015, sólo “9 expedientes cuentan con la indi-
cación para realizar la toma de muestra para confronta de ADN” (0.85%). A este grave 
dato se suma que tras la búsqueda exhaustiva de la documentación correspondiente 

62	  Raúl Torres, “Reconocen mal manejo de cuerpos en SEMEFO de Jalisco”, El Universal, 14 de enero de 
2019 https://www.eluniversal.com.mx/estados/reconocen-mal-manejo-de-cuerpos-en-SEMEFO (consultada 2 de 
abril de 2020)

63	  El Informador,“NN: los muertos que nadie reclama”, El Informador, 11 de Julio de 2012, https://www.infor-
mador.mx/Jalisco/NN-los-muertos-que-nadie-reclama-20120711-0220.html  (consultada el 2 de abril de 2020)

64	  Julio Pérez, “Suben cenizas e incógnitas”, Mural, 23 de junio de 2013, https://busquedas.gruporeforma.
com/mural/BusquedasComs.aspx  (consultada el 2 de abril de 2020)

65	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2017). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/006/2017

66	  Mónica de Jesús Licea Vélez, “Jalisco incineró 550 cuerpos no identificados y no tiene su perfil genético”, 
Televisa, 18 de julio de 2017, https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/jalisco-incinero-550-cuerpos-no-identi-
ficados-y-no-tiene-su-perfil-genetico/  (consultada el 2 de abril de 2020)

67	 Darwin Franco, “Jalisco: Desaparecer hasta volverse cenizas”, ZonaDocs, 14 de abril de 2019,https://www.
zonadocs.mx/2019/04/14/jalisco-desaparecer-hasta-volverse-cenizas/  (consultada el 2 de abril de 2020)
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a los cadáveres incinerados, no se localizaron 43 expedientes que deben contener la 
información sobre dictámenes periciales, por lo cual se declaró la inexistencia de di-
cha información. En relación con otras pruebas, se destaca que dicha documentación 
debe incluir por lo mínimo: fotografía forense, huellas dactilares, identoestomatograma 
(ficha dental post mortem) y ADN; únicamente en 5 de mil 055 casos se contaba con 
el expediente completo con cuatro dictámenes forenses. Además, sólo 364 cuerpos 
contaban con ficha de identoestomatograma (34.5%), 393 tenían el dictamen de hue-
llas dactilares (37.25%) y 794 expedientes de los cadáveres incinerados contenían 
fotografías forenses (75.26%)68.

Asimismo, con base en la información oficial proporcionada por el IJCF al CEPAD,  
llama la atención que para mayor cantidad de cuerpos de personas fallecidas no iden-
tificadas que fueron incinerados no existe la información básica sobre los mismos, 

68	  Comité de Transparencia del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2019). Resolución de inexisten-
cia de información IJCF/CT/001/2019, https://transparencia.info.jalisco.gob.mx/sites/default/files/u509/ACTA%20
DE%20INEXISTENCIA%2013-11-2019_redacted_0.pdf (consultada el 30 de abril de 2021)
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incluyendo el registro del municipio de hallazgo, la causa de muerte, fecha de ingreso 
del cadáver o edad de la persona. En este sentido, para 734 de 1560 cuerpos incine-
rados (47%) no se cuenta con registro de colonia o localidad donde se encontró a la 
persona fallecida o en 298 casos (19%) no se tiene registro de la causa de muerte de 
la persona fallecida incinerada69.
 
Finalmente, analizando la información sobre los procesos de identificación referentes 
a las personas fallecidas cuyos cuerpos fueron incinerados, resulta relevante recordar 
las responsabilidades que llevaba el Agente del Ministerio Público al momento de tener 
el conocimiento sobre las muertes potencialmente ilícitas: solicitar las pruebas pericia-
les, realizar los actos de investigación efectiva necesarios para dar la identidad a la 
persona y esclarecer los hechos, perseguir el delito y sancionar a las responsables. La 
Fiscalía cuenta con obligaciones relacionadas con el resguardo legal de los cuerpos, 
por lo que el desarrollo de los procesos de identificación depende de su iniciativa, en 
función de garantizar el acceso a la verdad y la justicia. No obstante, de acuerdo con 
las fuentes institucionales, Agentes del Ministerio Público por muchos años actuaban 
lejos de cumplir con esta función y principalmente en la unidad de homicidios demos-
traban la falta de sensibilidad y opacidad, priorizando en su acción la incineración de 
los cuerpos, abonando a su destrucción masiva. Ante esto, es notable que la entonces 
Fiscalía General del Estado de Jalisco, al momento de solicitar la información sobre 
el número de autorizaciones otorgadas para la incineración de los cuerpos, respondió 
que no se “cuenta con bases de datos que aglutinen dicha información, o de la cual 
se desprenda dicha información”, declarando inexistencia de la información que le fue 
requerida70.
 
Entre los años 2006 y 2015 el IJCF realizó 155 acciones de incineración de la totalidad 
de mil 560 cuerpos. El número más alto referente al uso del horno crematorio corres-
ponde a los años 2015 y 2009, contabilizando 38 y 34 días al año respectivamente. 
Si bien los hornos crematorios se diseñan para incinerar a un solo cuerpo a la vez, 
considerando también las prácticas ilegales de cremaciones masivas a lo largo de la 
historia, de las mencionadas 155 incineraciones únicamente 59 veces se utilizó el hor-

69	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Anexo al Oficio 
IJCF/UT/635/2018

70	  Fiscalía General del Estado de Jalisco. (2019). Respuesta a solicitud de información. Oficio FE/
UT/610/2019. 
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no crematorio para la incineración de solo una persona al día. 
 
En varias ocasiones el número de cuerpos incinerados rebasaba a 30 personas cre-
madas en un solo día, por ejemplo el 15 de junio de 2009 fueron incinerados 36 cuer-
pos, el 6 de junio de 2013, 37 cadáveres y el 1 de junio de 2012, 38 personas falleci-
das sin identificar71. En este sentido, si el proceso completo de la cremación de una 
persona toma alrededor de dos horas72, resulta imposible hasta físicamente incinerar 
los cuerpos de manera consecutiva, es decir, que no fueran cremados en conjunto 
varios cadáveres al mismo tiempo, y que se pudieran separar sus restos incinerados 
de manera digna e individualizada. Además, aún si se pulverizaran todos los huesos 
de las personas y se reducía la duración de la cremación, resulta inevitable que tras la 
incineración de tanta cantidad de cuerpos en tiempos tan reducidos, no se quedarían 
residuos de las personas en la cámara para las cremaciones subsiguientes y no exis-
tiría la eventualidad de su contaminación.

En cuanto al lugar donde se encuentran actualmente los cadáveres incinerados, el 
IJCF indicó que un total de 713 cuerpos incinerados están resguardados físicamente en 
las instalaciones del SEMEFO, en cajas de cartón y “el resto se encuentra depositado 
en el Panteón Jardín”73 en el municipio de Guadalajara. Este dato no coincide con otra 
respuesta obtenida vía transparencia, donde se indicó que entre los años 2006 y 2009 
efectivamente se depositaban los cuerpos cremados en el Panteón Jardín, sin embar-
go, en los años posteriores, de 2010 a 2015 los cadáveres incinerados se almacenaban 
en el Panteón de Belén y en las instalaciones del IJCF74. Además, falta claridad y trans-
parencia en cuanto a los criterios bajo los cuales se decidía sobre el destino final de 
los cuerpos en las instalaciones del SEMEFO o en las fosas comunes de los panteones 

71	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Anexo al Oficio 
IJCF/UT/635/2018

72	  Quimica.es,Enciclopedia, https://www.quimica.es/enciclopedia/Cremaci%C3%B3n.html (consultada el 1 de 
abril de 2021) oficio IJCF/UT/394/2021

73	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/1320/2018

74	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Anexo al Oficio 
IJCF/UT/635/2018
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municipales. Si bien, estos pudieran relacionarse con el Procedimiento de Egreso de 
Cadáver por Incineración75 o Criterios Para la Preservación de Cadáveres76, estos docu-
mentos tienen carácter muy ambiguo y sus contenidos son subjetivos y discrecionales.

75	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/ 
UT/1320/2018. 

76	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/1314/2018
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Finalmente, en lo que concierne al destino final de los cuerpos cremados, entre los años 
2009 y 2018 se realizaron entregas de cadáveres y restos incinerados a sus familiares. 
Lo anterior, sin que se contara con las pruebas suficientes que confirmaran la identidad 
de las personas cremadas, y además, en condiciones poco dignas y humanas. Con-
forme a la información del IJCF obtenida vía transparencia se identifican discrepancias 
en cuanto a las fechas de dichas entregas y los números de los cuerpos entregados. 

De acuerdo con las respuestas, entre los años 2010 y 2015 se llevaron a cabo 116 entre-
gas77 a familiares, del 2009 a 2018 se entregaron 140 cuerpos incinerados, contabilizan-
do todavía en el año 2018 7 entregas78, y por otro lado, de 2009 a 2020 se entregaron 
131 cuerpos, incluyendo 5 en 2018 y 2 en 201979. Y aunque las cifras no coinciden, el 
2012 parece ser el año con mayor número de entregas de los cuerpos incinerados, 29 
y 36 respectivamente. Asimismo, resulta preciso agregar que “en el interior del estado 
no se ha entregado ninguna ceniza de cadáveres de personas no reclamadas, debido 
a que en las Delegaciones Regionales no se llevan a cabo las incineraciones”80.

1.4 Crímenes de Estado: caso tráileres

Las incineraciones se dejaron de realizar en el IJCF en un mes del 2015 a partir de que 
entró en vigor el código de procedimientos penales, como se ha mencionado más 
arriba. Y ante el continuo ingreso de cuerpos al SEMEFO, poca fue la respuesta al pro-
blema. Ante la imposibilidad de incinerar, la apuesta del gobierno fue la de inhumar 
los cuerpos de personas fallecidas sin identificar en un panteón forense, para de esa 
manera, no saturar los espacios refrigerantes del Servicio Médico Forense. Aunque la 
apuesta no salió como se esperaba. Se pensó en un panteón forense para inhumar a 
los cuerpos de personas fallecidas sin identificar, aunque, por oposición de la sociedad 
civil a instalarlo donde se pensaba, el proyecto se puso en pausa: “el panteón forense 
no lo quiso la sociedad, donde nos habían autorizado en Magdalena la gente nos re-

77	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información. Anexo al Oficio 
IJCF/UT/635/2018

78	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información.Oficio IJCF/
UT/1329/2018

79	   Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2021). Respuesta a solicitud de información.Oficio IJCF/
UT/406/2021

80	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2018). Respuesta a solicitud de información.Oficio IJCF/
UT/1329/2018
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chazó, ha sido una problemática poder encontrar lugar, nos pasó en Tequila, la gente 
no nos quiso. Ya estamos construyendo un edificio nuestro cerca de las nuevas salas 
de juicios orales, pero hay gente que se opone”81. Fue por eso que en mayo del 2016 ya 
se reportaban los servicios funerarios al máximo de su capacidad.
 
El 20 de diciembre del 2017 se anunció que el panteón forense comenzaba a operar 
en Tonalá con la inhumación de 92 cuerpos de personas fallecidas sin identificar en la 
zona del Vado, luego de que se congestionaron los refrigeradores. Se informó que ve-
cinos de Atotonilco también rechazaron el proyecto del panteón forense82.
 
De nuevo se dio a conocer en enero del 2018 la carga excesiva del personal del IJCF 
que dificulta los procesos de identificación forense. En ese momento fue el entonces 
coordinador operativo del Servicio Médico Forense (SEMEFO), Eduardo Mota Fonseca, 
quien señaló la carga excesiva de trabajo, retraso en la entrega de cuerpos y reconoció 
falta de espacio y capacidad para mantener a las personas no identificadas. Ahí dijo 
también que “es más digno estar en un lugar inhumado que en refrigeración, es más 
digno y humano que esté en ese destino parcial, hasta que sea entregado a la familia”83. 

Un mes después el entonces titular del IJCF, Octavio Cotero Bernal, comunicaba la in-
humación de 80 cuerpos más en un panteón que Tonalá había prestado y que, hasta 
el momento ya albergaba los cuerpos de 140 personas. Al mismo tiempo negaba que 
el IJCF estuviera rebasado en capacidad, aunque reconocía estar cerca de su límite84.
En julio del mismo año nuevamente Mota Fonseca explicaba que la entrega de cuerpos 
a familiares tardaba hasta 36 horas por falta de capacidad. Explicaba también que el 
panteón forense ya se preparaba en el municipio de Tonalá y que entonces albergaba 
SEMEFO un número de alrededor de 300 cuerpos sin reclamar85. 

81	  AFMEDIOS, “SEMEFO de Guadalajara a su máxima capacidad”, AFMEDIOS, 25 de mayo 2016, https://
www.afmedios.com/SEMEFO-de-guadalajara-a-su-maxima-capacidad/, (consultado el 30 de abril de 2021).

82	  José Luis Escamilla, “comienza a operar panteón forense”, Notisistema, 20 de diciembre de 2017, https://
www.notisistema.com/noticias/comienza-a-operar-panteon-forense-en-tonala/, (consultado el 30 de abril de 
2021). 

83	  Adrian Montiel, “Revasa trabajo a personal forense”, NTR Guadalajara, 19 de enero de 2018, https://www.
ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=90699, (consultado el 30 de abril de 2021).

84	  El Informador, “El SEMEFO inhuma cuerpos en Tonalá; quedan 60 en espera”, El Informador, 11 de 

febrero de 2018, https://www.informador.mx/jalisco/El-SEMEFO-inhuma-cuerpos-en-Tonala-quedan-60-en-espe-
ra-20180211-0024.html, (consultado el 30 de abril de 2021). 

85	  José Luis Escamilla, “Trada el SEMEFO hasta 36 horas en entregar cuerpos a familiares”, Notisistema, 
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En agosto de ese mismo año, con el notorio incremento en la localización de fosas 
clandestinas y, por ende, de cuerpos exhumados de las mismas, se resaltó nuevamen-
te la falta de capacidad en el IJCF debida a la falta de personal, aunque se negaba la 
inexistencia de espacios para resguardar cuerpos en las instalaciones: “tenemos es-
pacio para el almacenamiento transitorio, egresos, oficinas, computadoras, escritorios, 
instalaciones. Lo que sí es que hemos padecido en el recurso humano”86, comentaba 
nuevamente en entrevista para El Informador, Eduardo Mota Fonseca. Sin embargo, 
para entonces ya se había hecho público que en las instalaciones del IJCF se alberga-
ba una cámara refrigerante de tractomotor de la que, a decir de vecinos de la zona, 
se expedían olores fétidos87. A finales de ese mismo mes, la cámara refrigerante con 
cuerpos de 273 personas fallecidas sin identificar saldría de las instalaciones del IJCF 
con rumbo a una bodega localizada sobre la calle Los Frailes, en la colonia La Duraz-
nera, Tlaquepaque, lugar del que catorce días después será retirada por órdenes de la 
alcaldesa María Elena Limón, por “no contar con permisos necesarios”. 
 
Ante la imposibilidad de dejarla en una bodega de la calle 18 en la Zona Industrial, lugar 
previsto de emergencia, transita por la Zona Metropolitana de Guadalajara hasta ser 
abandonada al lado del fraccionamiento Paseos del Valle, en Tlajomulco de Zúñiga. 
Fueron vecinos quienes, el 15 de septiembre, doce horas después de su abandono, mo-
lestos por los olores fétidos que de éste se desprendían, amenazaron con quemarla88.

La caja frigorífica fue llevada ese mismo día a una bodega en Zona Industrial, cerca de 
las instalaciones de Fiscalía del Estado, para, días después, volver a las instalaciones del 
IJCF, como se muestra una infografía con los eventos más importantes relacionados 
con la caja frigorífica de tractomotor. 

23 de julio de 2018, https://www.notisistema.com/noticias/tarda-el-SEMEFO-hasta-36-horas-en-entregar-cuer-
pos-a-familiares/, (consultado el 30 de abril de 2021). 

86	  El Informador, “Aumentan hallazgos de cuerpos en fosas clandestinas; en dos meses, uno cada 40 ho-
ras”, El Informador, 9 de agosto de 2018, https://www.informador.mx/jalisco/Aumentan-hallazgos-de-cuerpos-en-
fosas-clandestinas-en-dos-meses-uno-cada-40-horas-20180809-0034.html, (consultado el 30 de abril de 2021).

87	  Jorge Martínez, “Almacenan cuerpos en caja refrigerada”, Milenio, 3 de julio de 2018, https://www.milenio.
com/policia/almacenan-cuerposen-caja-refrigerada, (consultado el 30 de abril de 2021). 

88	  Javier León, “Agentes de la Fiscalía General abandonan tráiler con 157 cuerpos”, unotv.com, 15 de sep-
tiembre de 2018, https://www.unotv.com/noticias/estados/jalisco/detalle/agentes-fiscalia-general-abandonan-trai-
ler-157-cuerpos-138105/, (consultado el 30 de abril de 2021). 
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Tras la grave noticia de las condiciones en las que se mantenían los cuerpos de per-
sonas familiares de personas desaparecidas se organizaron para manifestarse por los 
hechos, además de exigir a autoridades información sobre la situación de los cadá-
veres y exigir que se les dejara ver los cuerpos en resguardo para buscar entre ellos 
a su familiar desaparecido. Fue como se dieron cuenta de que de los 444 cuerpos 
acumulados, había identificación de más de 70, por lo que se dieron a la tarea de di-
fundir mediante redes sociales los nombres de las personas fallecidas identificadas en 
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el IJCF89.  Esto equivale a decir que, a pesar de que más de 70 cuerpos estaban plena-
mente identificados, no se llevaron a cabo las diligencias necesarias para la entrega de 
cuerpos por parte de las autoridades responsables.

La sobresaturación de cuerpos en espacios de resguardo provoca una refrigeración 
deficiente, lo que a su vez provoca una descomposición creciente de cuerpos en res-
guardo y el desprendimiento de olores fétidos. A su vez estos imposibilitan el trabajo 
en las instituciones forenses. Y aunque ese fue el caso del IJCF, la acumulación de 
444 cuerpos cuando la capacidad de resguardo en el SEMEFO era de 78 entre 2014 y 
201590, y la serie de eventos que culminó en el abandono de 273 de esos cuerpos de 
personas fallecidas sin identificar en una cámara frigorífica a las afueras de la ciudad 
tienen su raíz en una “negligencia, indolencia, falta de coordinación y nula capacidad de 
gestión” que trasciende a dicha institución y que atañe a la Fiscalía del Estado91. No solo 
por la falta de respaldo documental en la operación mediante la cual se trasladaron los 
cuerpos de las instalaciones del IJCF a las cajas frigoríficas, sino también por la falta 
de documentos de renta de las tres cajas frigoríficas de tractomotor que respalden su 
contrato por parte de la Fiscalía, lo que mostró en su momento opacidad total al res-
pecto92.

La grave crisis forense en materia de identificación de personas destapada con la no-
ticia de las cámaras frigoríficas de tractomotor tomó gran revuelo a nivel nacional e 
internacional. Pronto los reflectores mediáticos estuvieron puestos en el IJCF, sus capa-
cidades de trabajo y su apoyo gubernamental. Sin embargo, las carencias que conlle-
varon a dicha crisis ya se advertían por la Agencia de Investigación Criminal de la PGR 
desde el 2014, cuando emitieron su Diagnóstico de la Infraestructura y Operatividad de 
los Servicios Forenses, donde señalan falta de recursos humanos para la identificación 

89	  Raúl Torres, “Identifican 70 de 444 cuerpos en forense”, El Universal, 10 de octubre de 2018, https://www.
eluniversal.com.mx/estados/identifican-70-de-444-cuerpos-en-forense-de-jalisco, (consultado el 30 de abril de 
2021).

90	  Darwin Franco, Fara González, Fernanda Tapia, Aranza Gallardo y Samantha Vargas. “Jalisco: la verdad 
de los tráileres de la muerte”. Revista Proceso, 17 de septiembre de 2020, https://www.proceso.com.mx/reporta-
jes/2020/9/17/jalisco-la-verdad-de-los-traileres-de-la-muerte-249488.html (consultada el 3 de mayo de 2021)

91	  Cecilia Cerna, “Cae el Fiscal por crisis de cadáveres”, El Occidental, 19 de septiembre de 2018, https://
www.eloccidental.com.mx/local/cae-el-fiscal-por-crisis-de-cadaveres-2008835.html, (consultado el 30 de abril de 
2021). 

92	  Luis Herrera, “Operación clandestina del tráiler de la muerte”, Reporte Índigo, 28 de noviembre de 2018, 
https://www.reporteindigo.com/reporte/operacion-clandestina-del-trailer-de-la-muerte-investigacion-revela-inexis-
tencia-contratos-oficios/, (consultado el 2 de mayo del 2021). 
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de personas y falta de infraestructura, y donde además, Jalisco se encuentra catalo-
gado como uno de los estados con menor cantidad de peritos especializados en sus 
servicios forenses93.

No obstante, la crisis forense no fue reconocida ni antes ni después de darse a conocer 
los hechos relacionados al caso por parte del Gobierno del Estado. Tras darse el cambio 
de administración en diciembre del 2018, el gobierno del actual Gobernador del Estado, 
Enrique Alfaro, el reconocimiento de dicha crisis se complicó aún más. A ocho meses 
de que se dieran a conocer los hechos, la CEDHJ presentó el Informe especial sobre 
el proceso de inhumación de personas fallecidas no identificadas, acompañado de la 
recomendación 10/2019. Allí se solicitaba realizar un acto público de reconocimiento 
de responsabilidades por omisiones por parte de los titulares de las dependencias 
responsables, ofrecer una disculpa pública a familiares de personas desaparecidas, 
colectivos y a la comunidad en general, además de que se preveía una “crisis similar si 
no se actúa de inmediato.”94 

Como respuesta, el Ejecutivo Estatal aceptó parcialmente la recomendación recono-
ciendo no estar de acuerdo con la emisión de disculpas: “me parece que es tanto 
como pedirnos que asumamos la responsabilidad de algo que nosotros no tuvimos 
responsabilidad”95. Días después, ofreció disculpas institucionales dirigidas a la CEDHJ 
por escrito96. 
Ocho meses después de emitida la recomendación, la CEDHJ consideró que “no ha 
habido ningún punto que se haya cumplido a cabalidad”.97 En respuesta, el entonces 
Coordinador del Gabinete de Seguridad, Macedonio Tamez, señaló no estar de acuerdo 
con las recomendaciones por conducir a la “doctrina de derechos humanos”. Tam-

93	  Luis Herrera, “La agonía de los SEMEFOs”, Reporte Índigo, 12 de diciembre de 2018, https://www.
reporteindigo.com/reporte/la-agonia-de-los-SEMEFOs-crisis-carencias-diagnostico-evidencia-violencia-tratamien-
to-cuerpos/, (consultado el 2 de mayo del 2021). 

94	  Adrian Montiel, “Fueron 605 cuerpos en tráileres del IJCF”, NTR Guadalajara, 22 de mayo de 2019, https://
ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=126269, (consultado el 3 de mayo del 2021). 

95	  Elsa Martha Gutiérrez, “Jalisco aceptará parcialmente recomendación sobre tráileres con cuerpos”, Mile-
nio, 25 de mayo de 2019, https://www.milenio.com/policia/alfaro-rechaza-ofrecer-disculpas-traileres-cuerpos-jalis-
co, (consultado el 3 de mayo de 2021). 

96	  Martha Hernández Fuentes, “Se disculpan por crisis forense… pero en oficio”, NTR Guadalajara, 5 de junio 
de 2019, https://ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=127320, (consultado el 3 de mayo de 2021). 

97	  El Informador, “Recomendación por la crisis forense no se cumple: CEDHJ”, El Informador, 3 de fe-
brero de 2020, https://www.informador.mx/jalisco/Recomendacion-por-la-crisis-forense-no-se-cumple-CED-
HJ-20200203-0015.html, (consultado el 3 de mayo de 2021). 
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bién dijo que “hay cosas más importantes” y que “estamos trabajando mucho como 
para ponernos a leer los documentos de medio kilo”, refiriéndose a la recomendación 
emitida98. Meses después una investigación periodística resaltaba la saturación en las 
instalaciones del IJCF al resguardar 575 cuerpos o partes de los mismos, cuando su 
capacidad era de 472, esto es, una saturación del 121%99.

98	  Rubi Bobadilla, “Sin tiempo para atender “documento de medio kilo”: Tamez sobre llamado de CEDHJ”, 
El Informador, 5 de febrero de 2020, https://www.informador.mx/jalisco/Sin-tiempo-para-atender-documen-
to-de-medio-kilo-Tamez-sobre-llamado-de-CEDHJ-20200205-0097.html, (consultado el 3 de mayo de 2021). 

99	  Darwin Franco, “SEMEFO: la presistente crisis forense en jalisco”, ZonaDocs, 20 mayo de 2020, https://
www.zonadocs.mx/2020/05/20/SEMEFO-la-persistente-crisis-forense-en-jalisco/ , (consultado el 3 de mayo de 
2021). 
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CAPÍTULO 2. 
El Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses

Por muchos años ha estado en el imaginario colectivo, o se asume de manera cotidia-
na, que el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF), es la autoridad encargada 
de todo aquello que tiene que ver con el manejo y resguardo de cuerpos en el estado 
de Jalisco, ya que esta dependencia está integrada por el Servicio Médico Forense, que 
se encarga de las necropsias respecto a muertes violentas o accidentes de tránsito, y 
cuyas labores coadyuvan a las investigaciones que llevan a cabo los Ministerios Públi-
cos (MP), además de encargarse de la identificación de personas y la descripción de 
las causas y mecanismos de muerte. Aunque institucionalmente esta autoridad cuenta 
con apenas 23 años de existencia, las labores que realiza cuentan con una larga y 
cambiante trayectoria, que vale la pena entender para saber cómo funcionaba y ha 
funcionado este organismo.

2.1 Antecedentes históricos

El IJCF nació formalmente el 8 de junio de 1998, aunque cuatro meses antes se había 
publicado en el Periódico Oficial El Estado de Jalisco su Ley Orgánica, que le concedió el 
estatus de organismo público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios. Con la creación de este instituto Jalisco fue pionero en la centralización de las 
diversas labores periciales y forenses en una misma institución.

Las labores periciales y forenses en Jalisco datan de 1939, cuando se elaboró la prime-
ra ficha signalética. En 1949 se creó el primer Laboratorio de Investigación e Identifica-
ción Criminológica, donde las principales especialidades fueron la balística, grafoscopía, 
incendios, prueba de parafina, toma de huellas de cadáveres, elaboración de fichas 
signaléticas y toma de fotografías100. Este laboratorio se dio a conocer de forma oficial 
hasta 1955.

Durante casi 30 años se trabajó la materia pericial a través de dicho laboratorio, hasta 

100	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, “17 años al servicio de Jalisco. Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses. 1998-2015”. Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, https://cienciasforenses.jalisco.gob.mx/docu-
mentos/REVISTA%20ANIVERSARIO%20XVII%20%20IJCF-VoBo%2020-jul-15.pdf (consultado el 9 de noviembre de 
2020) 
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que en 1977 se creó la Dirección de Servicios Periciales, adscrita a la entonces Procu-
raduría de Justicia del Estado. De acuerdo con información oficial, el 17 de septiembre 
de 1977 se ordena que en el caso de homicidios y delitos mayores el Ministerio Público 
y la Policía Judicial se acompañen de las labores de peritos. Por lo que el primer levan-
tamiento de cadáver con peritaje oficial en Jalisco se realizó en octubre de ese mismo 
año. 

La mencionada dirección estaría integrada por un director general, subdirector y sec-
ciones especializadas en criminalística de campo, identificación, servicio médico fo-
rense y dictámenes especiales. Dos años después esas secciones serían oficialmente 
áreas especializadas y se agregarían dos más: psiquiatría y psicología.

Fue hasta 1998, casi dos décadas después, que en Jalisco se reformó la ley, desapa-
reciendo la Dirección de Servicios Periciales y se creó el IJCF, con una nueva ley, in-
dependencia de la procuraduría y los Ministerios Públicos a su cargo, lo que buscaba 
garantizar la total imparcialidad en la elaboración de sus dictámenes101.

2.2 Autonomía

¿Por qué es relevante entender la historia de los servicios periciales en Jalisco y la 
relevancia de la creación de un instituto específico para las labores forenses? Principal-
mente porque Jalisco representa un caso fuera de la norma común al de otros estados 
de la república, ya que cuenta con peritos forenses que no están bajo la subordinación 
o dependencia administrativa de las procuradurías, fiscalías o servicios de salud esta-
tales, como ocurre justamente en las otras entidades.
Desde 1983, una reforma a la Ley Orgánica de la entonces Procuraduría de Justicia 
del Estado de Jalisco le había otorgado autonomía al perito con respecto al Ministerio 
Público, ya que es esta figura jurídica la que constitucionalmente tiene el mando y 
conducción de las investigaciones penales. Por ello durante varios años se identificó al 
perito como un auxiliar subordinado a los trabajos del MP, al igual que la entonces po-
licía judicial y como hoy ocurre con los policías investigadores de la Fiscalía del Estado 
de Jalisco.

101	  José Abel Murrieta Mariscal, “José Abel Murriera Mariscal EXPONE…”. CSC Poder Judicial en Jalisco, 

15 de noviembre de 2010, https://cscpoderjudicialenjalisco.wordpress.com/2010/11/15/jose-abel-murrieta-maris-
cal-expone/ (consultada el 9 de noviembre de 2020).
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La reforma de 1983, aunque reconoció la relevancia de la autonomía del perito, no le 
dotó de independencia real, ya que la Dirección de Servicios Periciales seguía integrada 
a la procuraduría. Por ello fue hasta 1998, cuando se creó formalmente el instituto, que 
se le dio independencia administrativa a los servicios y peritos forense, quedando fuera 
de la dependencia de procuración de justicia de la entidad en términos de estructura 
orgánica de la administración pública estatal.

Con su nueva ley orgánica, el IJCF fue creado como un organismo público descentrali-
zado lo que le otorgó cierta autonomía del Ministerio Público al ya no estar subordinado 
administrativamente.

Si bien en términos normativos el instituto cuenta con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, lo que lo vuelve responsable de las decisiones que asuma para la realización 
de su objeto legal, la realidad es que este tipo de instituciones siguen subordinadas al 
poder político por estar sometidas a las actividades de control y vigilancia de la Admi-
nistración Pública Central102. En el caso del IJCF es claro cómo ha tenido independencia 
de entonces procuraduría y hoy Fiscalía del Estado, pero subordinada al gobernador, 
vía la Secretaría General de Gobierno.

Los avances en esta autonomía, con respecto a la situación que existen en otros esta-
dos, fue un eje fundamental de la creación del IJCF, ya que el dictamen de su creación 
en 1998 destacaba la búsqueda de una cabal y auténtica autonomía en el trabajo peri-
cial como una estrategia valiosa, considerando que el trabajo y la emisión de dictáme-
nes periciales ya no estuvieran sujetos a consigna o indicación de ninguna autoridad103. 
Esto fue relativamente cierto en cuanto al Ministerio Público y los órganos jurisdiccio-

102	  Jessica Yadira Salgado Mosso (2011). “Organismos centralizados y descentralizados en México. Instituto 
de Ciencias Jurídicas de Puebla, A.C. Disponible en: https://derechounidep.files.wordpress.com/2012/03/organis-
mos-centralizados-y-descentralizados-en-mexico.pdf 

103	  Secretario General de Gobierno (2015). “Iniciativa de ley del Gobernador Constitucional del estado de 
Jalisco, que reforma los artículos 1°, 3° fracción II, 4°, 5° todas sus fracciones, 6° párrafo y fracciones I, II, III, IX y 
XIII, 7° fracción III, 8° fracciones I, III, IV y V, 9°, 10 fracciones I, II y VIII, 11, 13 párrafo, 14 fracciones I, X, XV, y XVII, 15 
fracciones V y VII, 16 fracciones III, IV y VII, 17 fracciones I, II, V, VII y VIII, 18 párrafos primero y segundo, 19 párrafo 
primero, 21 párrafos primero y segundo, 22 párrafo y fracciones I, II, III, IV y V, 23 párrafo y fracciones I, II, III, y IV; se 
adicionan los artículos 3° párrafos III y IV, 5° párrafo I y XVII, 7° fracción IV, 14 fracción XVII, 20 párrafo tercero, 22 
fracción VI, capítulo IX artículo 26; se derogan los artículos 15 fracción VI, 17 fracción VI y 23 fracciones V y VI de la 
Ley Orgánica del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, presentada mediante oficio DIGELAG OF. 813/2015 del 
Secretario General de Gobierno.” Congreso del Estado de Jalisco. Disponible en: https://congresoweb.congresojal.
gob.mx/infolej/agendakioskos/documentos/sistemaintegral/estados/52814.pdf 
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nales, de los cuales sigue como auxiliar para el curso y avance de las investigaciones, 
pero no directamente subordinado ante la ley. 

No obstante, durante un breve periodo estos avances logrados hace 23 años se vieron 
interrumpidos por la reforma a la ley que creó una Fiscalía General del Estado (FGE) de 
Jalisco con amplias atribuciones legales, y de las cuales uno de los cambios sustan-
ciales fue reintegrar los servicios forenses a la dependencia de procuración de justicia, 
incorporando legalmente al IJCF como parte de la estructura de la FGE. En 2013, con la 
llegada de una nueva administración, el Gobierno de Jalisco decidió concentrar todas 
las tareas de seguridad pública en una Fiscalía General104, lo cual también incluía las 
labores forenses. La iniciativa fue aprobada el 24 de febrero de 2013, lo cual implicó 
no solo que orgánicamente estuviera subordinada la labor pericial a los Ministerios 
Públicos, sino que el Fiscal General fuera el presidente de la Junta de Gobierno del 
IJCF, lo cual implicaba un mando directo, en términos jerárquicos, desde el proceso de 
investigación hasta los procedimientos administrativos internos del funcionamiento de 
la institución forense.

Esta subordinación solo duró dos años y medio, cuando en agosto de 2015 se aprobó 
en el Congreso de Jalisco una reforma a la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Es-
tado para desvincular al IJCF, ante las nuevas condiciones normativas constitucionales 
que significaba la entrada en vigor del nuevo sistema de justicia penal adversarial105. 
Aunque de esa forma el instituto cambió dentro de la administración pública estatal 
regresando a organismo público descentralizado y con el gobernador del estado pre-
sidiendo su Junta de Gobierno, situación última que regresó a su estado original, con 
la Secretaría General de Gobierno a la cabeza de este órgano interno, a través de las 
reformas que sufrió el IJCF entre 2018 y 2020 con la llegada del nuevo gobierno y la 
creación de la Coordinación General Estratégica de Seguridad, de la que ahora depen-
de orgánicamente el IJCF. Incluso a la fecha existe una iniciativa de reforma a la Ley 
Orgánica del IJCF para cambiar la presidencia a la CGES, pero sigue en estudio en el 

104	  Fátima Aguilar. “La ‘superfiscalía’, un proyecto fracasado“. El Diario NTR, 25 de septiembre de 2017, ht-
tps://www.ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=82237 (consultada el 29 de abril de 2021). 

105	  Sonia Serrano Íñiguez. “IJCF también dejará de depender de la Fiscalía”, Milenio Jalisco, 2 de septiembre 
de 2015, https://www.milenio.com/estados/ijcf-tambien-dejara-de-depender-de-la-fiscalia (consultada el 29 de 
abril de 2021).
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Congreso de Jalisco106.

A pesar de los cambios en el estatus jurídico del IJCF por los cambios legales propues-
tos, dentro de las instalaciones de esta autoridad siempre estuvo la agencia del Minis-
terio Público 33, tanto en el periodo de tiempo en el que se tuvo como domicilio la calle 
Belén, como cuando se mudaron los trabajos al actual domicilio en el Fraccionamiento 
Revolución, en Tlaquepaque. Sin embargo, en 2017 las autoridades de la Fiscalía Gene-
ral decidieron cerrar dicha agencia y dejar a cargo las Direcciones de las Unidades de 
Puestos de Socorro y Detenidos, Homicidios Intencionales y Hechos de Sangre, Delitos 
Culposos y Transporte Público, lo que ahora es analizado de manera oficial como algo 
que propició la carga de trabajos sobre esas áreas, al sumarles los procesos de identi-
ficación de personas fallecidas sin identificar107.

2.3 Estructura y organización interna

Como ya se mencionó, las instalaciones principales del IJCF se encuentran en su dele-
gación Región Centro y Centro Rural, cuya sede está en el municipio de Tlaquepaque, 
en un zona periférica del Área Metropolitana de Guadalajara y en la que se encuentran 
las instalaciones más grandes, el mayor número de espacios de resguardo, más áreas 
periciales en operación y la mayoría del personal administrativo y pericial que trabaja 
en esta institución. Esto muestra que la atención general de la dependencia a nivel 
interno se encuentra centralizada en términos administrativos, con una oficina central 
que atiende los servicios generales que se requieren para la operación de la institución.

Además de la oficina central, el IJCF tiene bajo operación 8 delegaciones regionales, 
aunque en su portal se proyectan otras tres que no operan de manera real y sus labo-
res son asumidas por otras regiones, como ocurre con la Región Costa Sur y Sureste, 
cuyas tareas son asumidas por las delegaciones de Sierra de Amula en –en El Grullo– y 
la delegación Sur, con sede en Zapotlán El Grande. La tercera delegación que no ope-
ra, de acuerdo a la información disponible, es la de la Región Sierra Occidental, cuya 
sede es Talpa de Allende, debería contar con un área de Medicina Legal y Forense y 

106	  Jessica Pilar Pérez. “Plantean cambio en junta del IHCF”, El Diario NTR, 28 de diciembre de 2020, https://
www.ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=160009 (consultada el 3 de mayo de 2021)

107	  Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco, “Informe especial sobre el proceso de inhumación de 
personas fallecidas no identificadas, realizado del 22 de septiembre al 07 de diciembre de 2018 en el contexto de la 
contingencia provocada por la acumulación de cadáveres en el IJCF”.
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sus labores abarcarían siete municipios de Jalisco, pero no se tiene información sobre 
sus instalaciones, capacidad de resguardo, descripción de las instalaciones, personal 
adscrito, dirección, teléfono, horario, su responsable o incluso notas respecto a qué 
delegación asume las tareas periciales de esta región.

Como ya se señaló, el IJCF está encabezado por una Junta de Gobierno, presidida por 
el titular de la Secretaría General de Gobierno, que también incluye a los titulares de 
la Secretaría de la Hacienda Pública, Procuraduría Social, Secretaría de Seguridad, un 
representante de alguna institución educativa superior privada y otro de una institución 
pública, un representante del sector privado, uno de asociaciones y colegios de abo-
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gados, así como un ciudadano con conocimiento en las ciencias y técnicas forenses 
y prestigio académico en las mismas, aunque los vocales ciudadanos son invitados 
directamente por el Gobernador del Estado, quien puede removerlos a su criterio.

Operativamente, el IJCF está bajo el mando de un director general, y la estructura or-
gánica de la institución se desprende en ocho direcciones que administran las labores, 
una contraloría y una tesorería; estas áreas a su vez están integradas por 41 departa-
mentos y las ocho unidades regionales, que se distribuyen los trabajos.

2.4 Áreas y pruebas de identificación

Para las labores de identificación humana de un cuerpo108 son cuatro las áreas que 
realizan estas funciones. De acuerdo a información proporcionada por el IJCF109, el La-
boratorio de Genética, Antropología Forense, el Laboratorio de Lofoscopia y el Servicio 
Médico Forense son las áreas internas que realizan las pruebas para lograr indicios 
identificativos de las personas fallecidas.

El Laboratorio de Genética y el de Lofoscopia están adscritos a la Dirección de Labo-
ratorios, el área de Antropología Forense depende de la Dirección de Dictaminación 
Pericial y el Servicio Médico Forense está orgánicamente integrado a la Dirección del 
Servicio Médico Forense, de la que también depende la Coordinación de Atención a 
Familiares de PFSI110.

Las labores de estas áreas están circunscritas a lo que establece el Protocolo para el 
Tratamiento e Identificación Forense (en adelante Protocolo Forense), elaborado por la 
entonces Procuraduría General de la República y aplicable desde el 2015. De acuerdo 
con el IJCF, las pruebas que se realizan para registrar indicios identificativos son la toma 
de fotografías forenses, toma de huellas decadactilares, toma de muestras genéticas 
de ADN, ficha odontológica, necropsia de ley, y en algunos casos se realiza un estudio 

108	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2019). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/632/2019

109	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2020). Respuesta  a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/724/2020 e Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2019). Respuesta a la solicitud de información. Oficio 
IJCF/UT/632/2019

110	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/226/2021
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histopatológico –a criterio del médico forense para completar la necropsia–, así como 
pruebas de alcohol, uso de drogas y toxicología. 

En la necropsia quedan registradas la filiación, se describen los tatuajes, se incluyen las 
fotografías de los restos humanos y las prendas de la persona fallecida, se registra la 
ficha odontológica y la ficha necrodactilar, cuando así lo permite el hallazgo, es decir, en 
caso de contar con cráneo para extraer los registros dentales y cuando existan extre-
midades de las cuales se puedan extraer las huellas dactilares; también en la necropsia 
se registran los resultados de las muestras que se enviaron a los laboratorios.

Algunas de estas pruebas quedan asentadas en lo que se denomina como el archivo 
básico de identificación, establecido en el Protocolo Forense, y del cual se menciona 
que “ningún cadáver no identificado o con identificación probable puede carecer del 
archivo básico de identificación”.111 En dicho protocolo se establece que este registro in-
cluye: fotografía con fines identificativos, muestras para análisis genéticos, descripción 
odontológica, pertenencias, prendas de vestir, descripción física y registro del destino 
final del cadáver. En el caso del IJCF no ha existido mención referente a la aplicación de 
radiografías con fines identificativos en la documentación analizada para este informe.

2.5 Personal y presupuesto

Los trabajos que se llevan a cabo en el instituto son realizados por 566 trabajadores 
que completan la plantilla total, de acuerdo con información hasta febrero de 2021. 
De ese total 177 se dedican a labores administrativas o directivas y 389 fungen como 
peritos de los departamentos dedicados a los servicios periciales. Solo 30% de esos 
peritos están adscritos a las áreas correspondientes para la identificación, las cuales se 
mencionaron en el apartado anterior, y en la siguiente gráfica se muestran el número 
de peritos por área y sus grados de estudio.

111	  Procuraduría General de la República (2015). Protocolo para el Tratamiento e Identificación Forense. 
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De acuerdo con el Equipo Argentino de Antropología Forense112, para las tareas de iden-
tificación se requieren de peritos especialistas en ramas como:

•	 Arqueología: buscar en terreno, recuperar restos y evidencia asociada
•	 Antropología física: análisis del esqueleto
•	 Antropología social: para entrevistas a familiares, comprender contexto y prácticas
•	 Medicina o patología: determinar causas de muerte
•	 Odontología: analizar la dentición del cuerpo
•	 Radiología: analizar imágenes de los restos

112	  Luis Fondebrider (2020). “Guía forense para la investigación, recuperación y análisis de restos óseos”. 
Equipo Argentino de Antropología Forense.
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•	 Genética: recuperar el perfil genético
•	 Criminalística: analizar las evidencias asociadas al cuerpo, registro y protección
•	 Tanatología: estudio de fenómenos cadavéricos tempranos
•	 Geología: explorar subsuelo y encontrar fosas clandestinas
•	 Tafonomía: estudiar procesos en restos que generaron agentes ambientales
•	 Entomología: estudio de insectos necrofágos para estimar intervalo postmortem, 

posibles traslados y características de las zonas de procedencia
•	 Química: estudiar interacciones entre compuestos orgánicos e inorgánicos en es-

cena del crimen

Estas especialidades pueden atender las labores forenses de restos óseos como es-
pecialidades básicas y algunas de manera excepcional. Este tipo de especialistas, de 
acuerdo a la recomendación del EAAF, se requieren para analizar principalmente cuer-
pos en procesos de esqueletización, pero algunas ramas también son básicas para 
analizar cuerpos o restos humanos con tejido blando, por lo cual una rama importante 
también es la Dactiloscopia, que se dedica al análisis de las huellas dactilares del cadá-
ver.

Sin embargo, en el IJCF no todas estas especialidades están cubiertas por el personal 
pericial. Hasta la fecha la mayoría de los especialistas son criminalistas, genetistas, 
médicos legales o forenses, antropólogos sociales o generales, dactiloscopistas, odon-
tólogos, patólogos y fotógrafos forenses. Estas especialidades se distribuyen acorde a 
sus tareas en las Dirección de Dictaminación Pericial, el Servicio Médico Forense y la 
Dirección de Laboratorios, para los casos de quienes trabajan en la oficina central de 
la ZMG. Para el caso de las delegaciones solo existen especialistas en medicina legal o 
forense y criminalistas113. 

Esto pone en evidencia una carencia importante de elementos especializados para 
llevar a cabo los procesos de identificación, toda vez que existe un amplio porcentaje 
de criminólogos y médicos, que si bien son fundamentales a lo largo del proceso, no se 
dedican o su campo de acción no está enfocado a contribuir de manera profunda en 
técnicas específicas que requieren estos procesos, como bien podrían ser los ge

113	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/0372/2021
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netistas, radiólogos, geólogos o antropólogos físicos o arqueólogos, estos dos últimos 
sobretodo para entender los patrones de enterramiento ante el contexto masivo fosas 
clandestinas y la relevancia del entendimiento de dicho contexto para la posterior iden-
tificación.

Preocupa de especial forma el abandono institucional en las unidades regionales de-
bido a que ahí solo se tiene personal capacitado en materia criminalística y médica, lo 
que dificulta o limita la capacidad de acción ante el aumento de los homicidios en todo 
el estado y ya que eso interrumpe la idea de descentralización de los servicios foren-
ses, pues estamos ante la necesidad de personal más capacitado para la identificación 
humana, tomando en cuenta especialidades requeridas derivado de la complejidad de 
la violencia que vivimos hoy en día.
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Un aspecto importante a entender también es la dinámica salarial del personal pericial 
y encargado del proceso de atención y entrega. De acuerdo a la información oficial, los 
salarios de los peritos se dividen en tres categorías de nombramiento: el perito A y el 
perito encargado de guardia que reciben una remuneración mensual de $19,672.00 y 
el perito B con una remuneración mensual de $17,350.00, cuyas remuneraciones inclu-
yen el sueldo, un porcentaje para transporte y otro para despensa. Para el proceso de 
la identificación también es importante tomar en cuenta otras remuneraciones como 
la del chofer y camillero ($12,933.00), del recepcionista de cadáveres ($13,663.90) y las 
trabajadoras sociales ($14,666.90). 
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El salario parece bajo si se le compara con mandos directivos, o hasta en el nivel de 
otros nombramientos de tipo más administrativo, aún cuando existe una alta demanda 
de estos servicios lo que supone un alto ritmo de trabajo en cortos periodos, por esa 
razón llaman la atención que este salario esté en el mismo nivel que otros, como el de 
Asistente del Director del Servicio Médico Forense, cuya remuneración mensual es de 
$19,539, cuyas tareas son de tipo más administrativo.

Estos sueldos son los vigentes a diciembre de 2020, de acuerdo a los tabuladores sa-
lariales del IJCF, pero han sufrido algunas diferencias desde 2019, luego de la crisis de 
las cámaras refrigerantes. Aunque llama la atención que a pesar de los cambios, estos 
hayan sido mínimos, ya que el sueldo de los peritos tuvo un incremento promedio de 
4%, si se compara lo que ganaban en agosto de 2018 con diciembre de 2020; cuando 
nombramientos superiores como los directores del SEMEFO o el de la Dirección de 
Dictaminación Pericial tuvieron un aumento en las remuneraciones superior al 6%, en 
términos monetarios el sueldo de los peritos incrementó solamente 750 pesos al mes, 
mientras el de los directivos sufrió un aumento de casi 4 mil pesos mensuales, como en 
el caso de los directores del SEMEFO y Dictaminación Pericial, que actualmente ganan 
60 mil 94 pesos y 66 mil 663, respectivamente.

Por otro lado, lo que también se detectó en la revisión de la información salarial es que 
pasaron al menos 11 meses para que hubiera un cambio en el tabulador. Fue hasta 
agosto de 2019 cuando se generó este cambio, de acuerdo con la documentación pu-
blicada en su portal de transparencia.

Finalmente, el IJCF tuvo un presupuesto aprobado por 247 millones 43 mil 800 pesos 
en 2020, mismo que representó un incremento de 15.48% en comparación con 2019, 
cuando se aprobaron 178 millones 806 mil 545 pesos, el mismo presupuesto que se 
tuvo en 2018. Durante los últimos años ha tenido un incremento acumulado en el mon-
to presupuestal que se aprueba para esta institución en el Presupuesto de Egresos del 
Estado de Jalisco. Durante un largo periodo el presupuesto de esta institución se estan-
có en 151 millones 508 mil pesos, entre 2013 y 2016. Fue hasta el 2017 cuando el pre-
supuesto incrementó a 191 millones de pesos, hasta ahora el incremento presupuestal 
más fuerte que se ha dado al IJCF, ya que fue de 20.68% comparado con el monto que 
se etiquetó durante los tres años previos. 
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Sin embargo, fue justamente en 2018, el año en que se dio a conocer a nivel nacional e 
internacional el estado de crisis que viven los servicios forenses en Jalisco, cuando el 
presupuesto aprobado tuvo una disminución de 6.82%. Desde entonces, con el cambio 
de gobierno en diciembre de 2018 y el periodo posterior al escándalo público de las 
cámaras refrigerantes, ha habido una incremento anual promedio de 14.59% entre 2019 
y hasta el presupuesto aprobado para el 2021, que asciende a 287 millones 43 mil 800 
pesos, es decir, en el presupuesto para este año el IJCF tendrá 40 millones de pesos 
más para realizar sus actividades.

La gran mayoría de los recursos (75%) se destinan para el capítulo de los servicios per-
sonales, es decir, el pago de los sueldos, prestaciones de ley y estímulos a los servido-
res públicos que trabajan en la institución. El segundo gasto a donde se destinan los re-
cursos es el de servicios generales, destinado al pago de servicios que se requieren de 
manera básica para realizar las acciones, por ejemplo el pago de la energía eléctrica, 
gas, agua y telecomunicaciones, entre otros. Apenas 8.25% del presupuesto se destina 
a materiales y suministros, que es la partida a partir de la cual se ejercen recursos para 
los materiales y la adquisición de herramientas básicas.

No obstante, a pesar del alto porcentaje que se destina para el pago de salarios, la rea-
lidad es que muchos de estos recursos cuyo gasto va en aumento parece no tener un 
impacto directo en las mejoras salariales para los peritos forenses. Esto tampoco ha 
representado un incremento en el personal pericial especializado en ramas cruciales 
para la identificación humana, bajo el entendido que los incrementos presupuestales 
de los últimos tres años han estado basados en un discurso público que se fundamenta 
en presuntas mejoras ante la crisis forense.

Durante 2018 el personal especializado, en las ramas que se mencionaron anterior-
mente, sumaba un total de 158 peritos; hasta 2021 ese personal asciende a 200 perso-
nas. Esto representa un incremento de alrededor de 20% en el personal especializado, 
pero el incremento más fuerte se dio en especialistas en criminalística, medicina y 
genética. Si bien esta última rama ha sido importante para mejorar los sistemas de 
procesamiento de confrontas de perfil genético entre las PFSI y las familias que dejan 
una muestra en los servicios forenses, las otras dos ramas, como ya se explicó, no pre-
cisamente tienen un enfoque prioritario y herramientas de conocimiento profundo que 
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ayuden a los procesos de identificación.

2.6 Fallas estructurales

El escándalo público nacional e internacional que significó la aparición pública de cadá-
veres y restos humanos, resguardados de manera indigna y sin protocolos en las cá-
maras refrigerantes, evidenció ante la opinión pública la existencia de una crisis forense 
en el estado de Jalisco.

Las autoridades reconocieron que había una saturación de los trabajos forenses, pero 
se limitaron a circunscribirlo a los hechos que evidenciaron la crisis y no cómo fallas 
estructurales profundas en las labores de procuración de justicia y los servicios peri-
ciales. Un análisis interno en el Plan Institucional del IJCF114 muestra cómo la sobrecarga 
laboral, la resistencia a la homologación de procesos, el trabajo paralelo de direcciones 
que podrían trabajar de manera conjunta y las restricciones administrativas han sido 
amenazas existentes en la operación óptima del IJCF.

Por tal razón, mientras la aparición de los tráileres refrigerantes fue utilizado en el dis-
curso público como una situación excepcional a lo largo de la historia del IJCF, lo que 
evidencia el análisis a poco más de dos años de los hechos ocurridos es que existen 
fallas estructurales que no han sido atendidas realmente y son las que han mantenido 
una saturación de los trabajos y la ascendente acumulación de personas fallecidas sin 
identificar en las instalaciones.

En el mencionado plan se señala cómo hay diferencias personales entre los servidores 
que trabajan ahí, existe un ambiente de inseguridad laboral, falta de continuidad en los 
proyectos por la carencia de recursos, no hay bases de datos estadísticas que ayuden 
a mejorar los procesos internos y no existe una visión transversal sobre las labores que 
realizan.

Un elemento crucial para entender la crisis que se vive es la falta de coordinación entre 
autoridades encargadas de los procesos de localización sin vida, resguardo, identifica-

114	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2019). “Plan Institucional del Instituto Jalisciense de Ciencias 

Forenses, Dr. Jesús Mario Rivas Souza”, Periódico Oficial El Estado de Jalisco, 29 de octubre de 2019
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ción y disposición final de los cuerpos de personas fallecidas sin identificar. Como se 
mencionó anteriormente, un punto de quiebre importante en las labores del IJCF fue 
la transición a un nuevo sistema de justicia penal, este nuevo sistema se basa en dar 
mayor relevancia a las pruebas periciales como elementos ante los órganos de justicia. 
Esto incrementó también las labores del personal pericial, pero no los recursos huma-
nos, económicos y materiales, como se reconoció en el plan institucional.

Sin embargo, desde los orígenes de los servicios periciales, quienes ejercen estas la-
bores lo han hecho como auxiliares del Ministerio Público, por lo cual ha existido una 
obligación para la coordinación entre estas autoridades para cumplir su papel, pero 
siempre con autorización del MP, quien tiene las atribuciones constitucionales para 
aquello que involucra el sistema penal. Aunque se ha documentado cómo ha habido 
una falta de comunicación institucional y seguimiento desde los agentes del MP para 
que se cumpliera en tiempo y forma con la realización de los dictámenes en el IJCF que 
conforman los expedientes básicos de identificación forense y se dejó con poca o nula 
atención los procesos relacionadas con las PFSI115. 

Fuentes internas refieren que hasta el 2017 se comenzó a implementar la conformación 
del archivo básico, pero fue un proceso complejo que requirió integrar todos los dictá-
menes bajo una ausencia marcada del MP. Tal era el punto en algunos casos que se 
refiere que el MP desconocía muchas veces que se había integrado el archivo básico. 
Ese mismo año se creó la entonces Fiscalía Especializada en Personas Desaparecidas, 
área con la que se reconoce que se crearon algunos canales para comunicación más 
directa, pero que se seguían de manera informal, a través de mensajes electrónicos 
por la aplicación móvil Whatsapp.

Las fallas y pocos avances en las investigaciones por parte del MP, por lo tanto, tuvo un 
impacto directo en la crisis. A la falta de recursos humanos, económicos, materiales e 
infraestructura, se sumó la poca coordinación entre los servicios forenses y el MP. Las 
fallas principales, se reconocen por parte de las fuentes internas consultadas, estaban 
en el área de Homicidios de la Fiscalía estatal, quien históricamente ha tenido una re-
lación más directa con el IJCF por la naturaleza de los delitos que se investigan ahí. En 

115	  Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco, “Informe especial sobre el proceso de inhumación de 
personas fallecidas no identificadas, realizado del 22 de septiembre al 07 de diciembre de 2018 en el contexto de la 
contingencia provocada por la acumulación de cadáveres en el IJCF”.
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el caso de la FEPD existía cierta sensibilidad por su reciente creación y el personal que 
ahí trabajaba.

Además, un profundo problema de los servicios forenses que se repite a lo largo del 
territorio nacional, es que no había una orientación pericial enfocada en los procesos de 
identificación de personas fallecidas. Durante muchos años imperó una visión distinta 
sobre el rol que podían jugar los servicios forenses en el entramado de la procuración 
de justicia y eso implicaba no dar prioridad a la identificación de los cadáveres que 
llegaban. Al respecto, las fuentes internas refieren que eso implicaba que al interior 
del IJCF se viera a estas personas fallecidas de manera insensible como “muertos que 
estorbaban”.

Las fallas profundas en la orientación de los servicios forenses se comparten con el 
enfoque que se busca también desde el MP, ya que esta autoridad es quien tiene el 
mando y conducción de la investigación. En ese sentido los peritos tienen poca capa-
cidad para la toma de decisiones y esta limitación se debe a la autorización que en 
muchos casos deben tener por parte del MP. Mientras, presuntamente, el enfoque de 
las autoridades de procuración de justicia se centra en la búsqueda de culpables y la 
acreditación de un delito; se deja de lado a cientos de personas fallecidas sin identificar.

Por otro lado, es poca la información que se ha proporcionado desde el IJCF referente 
a las certificaciones de su personal y áreas, un elemento clave y que puede dar certeza 
de la calidad en los procesos. De acuerdo con la información obtenida por transpa-
rencia116, solo se sabe de la certificación que hasta la fecha se tiene en los laboratorios 
de Genética, Lofoscopia, Antropología, Odontología, Químico-Toxicología y el Servicio 
Médico Forense, pero sin especificar el tipo de certificación y el número de personal 
certificado, incluso sin mencionar la materia certificada. Mientras que en el caso de las 
áreas se señaló que los laboratorios de Genética y Química-Toxicología cuentan con el 
certificado de Acreditación Internacional con número FT-0248 ante el Buró Nacional 
de Acreditación, bajo la norma ISO/IEC/17025/2017 y el FI-0018 bajo la norma ISO/
IEC/17020/2012, ante la misma instancia.

116	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/0367/2021
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La falta de información sobre la certificación es algo preocupante, debido a que nos 
habla de la persistencia en la poca relevancia que se le da a ciertos procesos que re-
sultan fundamentales para proporcionar un servicio de calidad y adecuado al contexto 
que se vive en cuanto a la saturación de los servicios forenses. Si bien es cierto que 
algunos peritos cuentan con un nivel de estudios básico, esta no resulta suficiente si no 
se enmarca en una certificación y especialización de las labores que se realizan, más 
en cuanto a la identificación de personas se refiere.

Otro factor relevante para tener en cuenta y que nos habla de la persistencia en las 
fallas estructurales es la poca o limitada capacitación del personal especializado en 
las tareas de identificación. De acuerdo con la información proporcionada por el IJCF 
en los informes trimestrales, la capacitación otorgada y que prioriza la especialización 
en la materia solo se dió a finales de 2018 y principios del 2019, sin que haya tenido 
una permanencia en otros campos o para dar mayores herramientas a más personal. 
Destaca por eso el taller de “Obtención de Datos Postmortem”, otorgado por el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR) y la Agencia de Cooperación Alemana a finales de 
octubre de 2018, otorgado a dos peritos del SEMEFO. Para el siguiente mes, en noviem-
bre de 2018, se capacitó a otros dos peritos del SEMEFO también desde CICR en una 
capacitación denominada “Taller Postmortem”. Finalmente otro de los talleres, otorga-
do por la Fundación de Antropología Forense de Guatemala y la Agencia de Coopera-
ción Alemana, fue en “Aplicación de las Ciencias Forenses en la Búsqueda de Personas 
Desaparecidas”, donde se capacitó a 15 funcionarios públicos de “distintas áreas” del 
IJCF, sobre la experiencia del caso guatemalteco, en febrero de 2019. Agregando a 
esto que dichas capacitaciones se realizaron en el marco de convenios posteriores al 
escándalo de las cámaras refrigerantes y como respuestas contingentes a la crisis por 
parte del Gobierno de Jalisco.

Por último, resulta crucial atender las fallas estructurales que han complejizado la crisis. 
Como se ha explicado en este apartado, existen fallas que refieren al personal, los re-
cursos económicos y materiales que impactan a otros procesos más profundos, como 
el enfoque en las labores y la sensibilización sobre la importante labor que se realiza 
para encontrar indicios identificativos. A esto se le suma la sobrecarga de trabajo y la 
insuficiencia presupuestal. De la primera, como ha mencionado el propio IJCF en su 
Plan Institucional, se ha tenido una disparidad de personal con respecto a los órganos 
de administración y procuración de justicia que debe atender en el día a día. Esto ha 
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provocado una situación en donde los trabajos se ven rebasados por el número de 
peritos, el tiempo y el análisis que se requiere para atender esa demanda. Un ejemplo 
de esto, reportado por IJCF en sus informes trimestrales, es que durante el 2020 se 
han tenido que realizar un promedio diario de 17 análisis a una muestra para obtener el 
perfil genético por parte del laboratorio dedicado a esa materia117, una carga diaria que 
ha ido en aumento si se le compara con los datos del año anterior, donde el promedio 
diario de análisis genéticos fue de alrededor de 14. Cifras similares registra el Laborato-
rio de Lofoscopia en cuanto al análisis de dictámenes sobre huellas dactilares. Mientras 
los dictámenes realizados para identificación de personas pasaron de un promedio de 
4 dictámenes al día en 2019, a casi 12 en 2020, es decir, creció un 200% la carga de 
trabajo en esa materia.

117	  Información sistematizada con base en los informes trimestrales del IJCF de 2018 a 2020,
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CAPÍTULO 3 
Crisis persistente

Como se refirió al final de capítulo sobre el contexto, históricamente desde el Gobierno 
de Jalisco ha habido una negativa a reconocer la existencia y persistencia de la crisis 
forense en la entidad. Aunque han existido discursos públicos y eventos en donde se 
anuncian planes de mejora, la realidad es que en las instalaciones del IJCF, tanto en la 
oficina central como las unidades regionales, se siguen acumulando cuerpos día con 
día.

3.1 Acumulación de personas fallecidas

La acumulación de cuerpos de personas fallecidas sin identificar y la saturación de las 
labores forenses han sido un escenario crítico ante la necesidad de mejoras. De acuer-
do con fuentes internas del IJCF, previo al escándalo mediático de las cámaras refri-
gerantes en el año 2018 ya se trabajaba con una enorme saturación en la capacidad 
instalada, esto suponía un promedio mensual de entre 70 y 90 personas fallecidas que 
quedaban sin identificar cada mes.

A partir de este dato se refieren las fuentes internas que una gran mayoría se iden-
tificaba hasta siete días después de su ingreso y algunos eran identificados hasta un 
mes después. Mientras aquellos cuerpos que permanecían más de tres meses sin ser 
identificados era más probable que ya quedarán como no identificados.

Medios de comunicación y periodistas han tratado de establecer o acercarse lo más 
posible al dato sobre las personas que actualmente se acumulan y están sin identificar 
en el IJCF. De acuerdo al sistema de monitoreo mensual que estableció el CEPAD para 
la construcción de este informe118, se sabe que al 31 de diciembre de 2020 se habían 
acumulado un total de 6 mil 249 personas fallecidas que no estaban identificadas en 
todo el estado de Jalisco

118	  Sistematización basada en el registro de información proporcionada mensualmente a través de solici-

tudes de acceso a la información, ingresadas al Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses desde noviembre de 
2020 y que se sigue alimentando, a través de los oficios IJCF/UT/0206/2020, 0010/2021, 0091/2021, 0094/2021, 
237/2021, 296/2021 y 411/2021.
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Esta cifra es cambiante, debido a que nuevos cadáveres ingresan diariamente a los 
servicios forenses. Por ejemplo, en los últimos 4 años ha habido un ingreso diario de 
12 cuerpos en promedio, tan solo en la Delegación Tlaquepaque del IJCF, la que mayor 
número de cuerpos recibe, procesa y resguarda.

Sin embargo, la acumulación de cuerpos ha tenido un crecimiento sostenido. En 2020 
el Movimiento por Nuestros Desaparecidos México hablaba de una cifra acumulada de 
50 mil PFSI en todo el país119. Cifras proporcionadas por el CEPAD para dicho posicio-
namiento público reflejaban un total de 5 mil 738 cuerpos acumulados, hasta agosto 
de 2020 en todo Jalisco. Cuatro meses después, al 31 de diciembre de 2020, esta cifra 
incrementó casi 9%. Lo que estos datos muestran también es cómo la acumulación ha 
persistido a las administraciones y no se ha reflejado en una disminución de la satu-
ración previa al escándalo de las cámaras refrigerantes, toda vez que casi 40% de los 
cuerpos que se acumulaban con corte al 31 de diciembre de 2020, es decir 2 mil 478, 
ingresaron entre 2019 y 2020.

Estas cifras reflejan información proporcionada por todas las delegaciones que inte-
gran el IJCF y en algunos casos datan de 2006 a la fecha, otros datos de las delegacio-
nes se reportaron solo a partir del año 2010. Como se puede observar en la siguiente 
gráfica, 84% de las personas fallecidas sin identificar hasta la fecha de análisis estaban 
bajo el registro de la Delegación Tlaquepaque, pero también ha quedado claro que 
siguen cientos de cuerpos olvidados en las regiones del interior del estado, donde in-
cluso algunos cuerpos están en fosas comunes120 pues data de al menos una década la 
determinación que se tomó de resguardarlos ahí, lo que ya no ocurre en la delegación 
central, aunque sin referencias a cuándo se dejó de hacer, pero que sí pone en eviden-
cia la complejidad cuando se mira a otras regiones.

119	  Movimiento por Nuestros Desaparecidos en México. “MNDM: más de 50,000 personas fallecidas 
sin identificar en los servicios forenses del país”, 10 de diciembre de 2020, https://movndmx.org/implemen-
tar-meif-2020/ (consultado el 3 de mayo de 2021)

120	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021), Respuesta a la solicitud de información, Oficio IJCF/
UT/258/2021
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También es importante considerar que aquí se contabilizan los datos que el IJCF pro-
porcionó sobre cadáveres, restos óseos u osamentas, y restos humanos, es decir, frag-
mentos del cuerpo aún con tejido blando. Todo esos restos óseos y humanos se consi-
deraron como una PFSI, ya que así lo estableció el propio IJCF en sus respuestas. 78% 
de esos datos son cadáveres y casi 15% son restos humanos, que además están en su 
mayoría en la Delegación Tlaquepaque. Se trata de 893 indicios de restos humanos, 
de los cuales 857 ingresaron al SEMEFO entre 2019 y 2020, razón que también ha di-
ficultado los trabajos de identificación y entrega de cuerpos, tal como se expuso en el 
primer capítulo de este informe.

En contraste con los datos sistematizados y analizados por el CEPAD, el SEMEFO de 
Tlaquepaque solo reconoce la existencia de 4 mil 449 personas fallecidas sin identificar 
en la oficina central, a través de una solicitud de información diferente a todas las que 
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construyeron el monitoreo mensual, una cifra 17% menor a la que ha registrado esta 
organización, si se consideran los 5 mil 251 cuerpos que se sistematizaron como PFSI al 
31 diciembre de 2020 en el mencionado monitoreo de CEPAD. Sin embargo, por dichas 
respuestas se pudo identificar que existe un importante número de personas no identi-
ficadas y de los que el SEMEFO tampoco tiene registros probables sobre el sexo, edad, 
mecanismo de muerte, municipio de procedencia o información sobre su disposición 
final.121 Son un promedio de 125 cuerpos, de acuerdo a los registros del IJCF.

Es difícil medir o precisar realmente el nivel de retraso en los trabajos de identificación. 
Existe poca información a través de medios públicos y también una reticencia a abrir la 
información y entregarla como datos abiertos, al menos por la información peticionada 
en solicitudes de acceso a la información. Hasta la fecha podemos conocer el número 
de cuerpos de PFSI a lo largo de los últimos años, pero no así la saturación mensual. 
Ahora los datos refieren, por ejemplo, que hay 443 cuerpos de personas fallecidas sin 
identificar que ingresaron al SEMEFO en 2017, esto sería un promedio mensual de 36 
cuerpos. Sin embargo, esto no nos muestra la acumulación de PFSI al mes durante ese 
año sino el promedio mensual de los cuerpos que ya quedaron no identificados a la 
fecha. 

Por otro lado, el Gobierno de Jalisco se ha negado a publicar todos los datos sobre las 
personas fallecidas sin identificar. Periódicamente, a través del Instituto de Información 
Estadística y Geográfica de Jalisco (IIEG)122, se han realizado fichas estadísticas sobre 
lo que en cada cierto periodo hay en el micrositio del Registro de Personas Fallecidas 
sin Identificar. El problema es que esta plataforma solo contempla y registra a las PFSI 
a partir de septiembre de 2018, cuando sucedió el escándalo de las cámaras refrige-
rantes. Las autoridades, ante el reclamo de colectivos de familiares de personas des-
aparecidas123, prometieron124 que la información previa a este periodo sería procesada 
y publicada, pero hasta la fecha no está en el micrositio del registro y los medios de 

121	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/258/2021.

122	  Instituto de Información Estadística y Geográfica, “Derechos humanos. Personas fallecidas sin identificar”.

123	  Darío Pereira, “Lanza plataforma para identificación de cadáveres”, El Diario NTR, 28 de octubre de 2019, 
https://www.ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=137475 (consultada el 3 de mayo de 2021)

124	  Multimedios Digital, “Registro de PFSI evitará saturación en morgues”, Telediario Guadalajara, 28 de oc-
tubre de 2019, https://gdl.telediario.mx/local/registro-pfsi-evitara-saturacion-en-morgues (consultada el 3 de mayo 
de 2021)
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comunicación retoman esta cifra como las PFSI que se han acumulado en las delega-
ciones del IJCF, pero sin contemplar que se trata de datos limitados.

Una de las principales preocupaciones respecto a la saturación de los trabajos de iden-
tificación tiene que ver con las malas prácticas periciales que se han identificado en el 
IJCF, ya que se ha evidenciado que muchos cuerpos no pasan por las pruebas nece-
sarias para su posterior identificación y entrega, lo que también quedó evidenciado en 
los testimonios internos que se recogieron para este informe. 

A pesar de que se ha conformado ya un área específica en SEMEFO para la integración 
del archivo básico, y que se puso en evidencia que muchas de las PFSI durante y previo 
al escándalo de las cámaras refrigerantes no tenían estos datos identificativos, el IJCF 
solo tiene registro de mil 496 personas fallecidas que cuentan con archivo básico, lo 
que representa 2% de todos los cuerpos ingresados desde 2006 al 2020. Lo mismo 
sucede con otro tipo de dictámenes que, a solicitud del CEPAD, se pidió conocer. Por 
ejemplo, el desglose estadístico de los dictámenes realizados en áreas como antropo-
logía, medicina, odontología, criminalística, genética y dactiloscopia a cada una de las 
PFSI que se encuentran bajo resguardo del IJCF, pero lo respondido por la autoridad 
muestra un bajo porcentaje de estos dictámenes de identificación que resultan claves
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Estas cifras puede preocupar por tres razones: por la ausencia de registros claros en 
caso de que sí haya una cantidad mayor de archivos básicos generados por la autori-
dad, que se haya proporcionado información errónea de manera dolosa para confundir 
a quienes solicitan este tipo de información, o que realmente sea esta la cantidad real 
de pruebas periciales que se realizan a los cuerpos que llegan al IJCF.
Por estas razones es importante que las autoridades forenses abran sus bases, pro-
porcionen de manera pública los datos y con esto se haga eco de las características de 
los cuerpos de PFSI para que así las familias tengan acceso y les sea posible identificar 
a los suyos. Por el contrario, las autoridades han asumido una postura secretista125, 
incluso aludiendo la imposibilidad de proporcionar información referente a las caracte-
rísticas de los cuerpos de PFSI en tanto que eso violaría los datos personales y les haría 
“identificables”, lo que en el contexto de la crisis que vive Jalisco resulta irónico.

3.2 Disposición final de restos

Otra de las grandes preocupaciones respecto a la crisis forense, junto a una acumu-
lación excesiva de cuerpos en contraste con su capacidad instalada, es la disposición 
final de aquellas personas fallecidas sin identificar que ya no se encuentran resguar-
dadas en las instalaciones del SEMEFO de la oficina central y las unidades regionales.

Como se mencionó antes, CEPAD ha descubierto por registros en las unidades regio-
nales, que algunos de los cuerpos han quedado en fosas comunes municipales. Sin 
embargo, no todos los registros al respecto se han proporcionado. 

Como ya se expuso en la parte inicial sobre la estructura del IJCF, se sabe que existen 
alrededor de 15 lugares en instalaciones, como cámaras refrigerantes o refrigeradores, 
que cuentan con al menos 750 espacios para el resguardo de cadáveres o restos. Pero 
estos espacios han resultado insuficientes para la alta demanda de los servicios peri-
ciales y la acumulación de los trabajos.

Con el paso del tiempo, conforme se han saturado los servicios metropolitanos y regio-

125	  Sonia Serrano Íñiguez, “SEMEFO esconde al menos mil cuerpos”, El Diario NTR, 14 de diciembre de 2020, 
https://ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=159373 (consultada el 3 de mayo de 2021), y “‘Cumple’ SEMEFO, 
pero oculta datos”, El Diario NTR, 22 de marzo de 2021, https://www.ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=163969 
(consultada el 3 de mayo de 2021)



73

nales, los espacios para el resguardo fueron insuficientes. Esto fue de suma relevancia 
en el caso de las cámaras refrigerantes, ya que la saturación de los espacios disponi-
bles, el incremento en las muertes y la prohibición de incinerar plantearon un escenario 
difícil para la disposición final de los cuerpos.

En Jalisco han existido al menos cuatro formas de disponer de los cuerpos de las per-
sonas fallecidas sin identificar. Una de estas fueron las incineraciones, pero las mismas 
se prohibieron a nivel nacional desde 2013, como se mencionó al inicio del informe. No 
obstante la prohibición, ante la imposibilidad de su entrega por la falta de pruebas con 
indicios identificativos, el IJCF ha tenido que resguardar estas cenizas en urnas y al-
macenarlas en un espacio específico. Sin embargo, aunque se reconocen actualmente 
mil 381 PFSI que fueron incineradas entre 2006 y 2015, la institución tiene únicamente 
registro del almacenamiento de 713 urnas con cenizas126, que se encuentran las insta-
laciones del antiguo SEMEFO, en la calle Belén, del centro de Guadalajara.

Otra de las formas fue la donación a instituciones educativas, misma que según el 
IJCF se prohibió desde 2018127. Entre 1997 y hasta 2017, según la evidencia documental 
localizada en los archivos de la dependencia, se donaron 928 cadáveres con fines de 
docencia e investigación en dicho periodo128.

De acuerdo con la información proporcionada, estas personas fallecidas estaban bajo 
un estatus de “desconocidas”, a criterio del artículo 347 de la Ley General de Salud. Por 
tal razón el IJCF es enfático en señalar que la totalidad de los cadáveres donados a ins-
tancias educativas eran “personas desconocidas”. Sin embargo, en el capítulo final se 
explicará a detalle cómo esto no ha sido precisamente cierto y se han donado cuerpos 
de personas identificadas, aunque presuntamente todas estas donaciones tuvieron el 
consentimiento del Ministerio Público129, tal como lo señala también la disposición 32 del 
documento de Políticas Generales para el Servicio Médico Forense del IJCF. Aunque re

126	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/394/2019

127	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/294/2021

128	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/294/2021

129	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/413/2021
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sulta importante señalar que ante cualquier escenario esto resulta injustificable, sobre 
todo por el contexto actual. Toda vez que la disposición sobre la donación de cuerpos 
parece referir más a un proceso de desechamiento de la persona fallecida que a una 
disposición digna de sus restos en un lugar adecuado.

La tercera forma de disposición final en Jalisco es la inhumación de cuerpos, misma 
que anteriormente se hacía en fosas comunes y posteriormente se realizó en panteo-
nes municipales, tanto en las regiones como en la ZMG. Los registros entregados por 
la autoridad y sistematizados por CEPAD solo hablan de un total de mil 454 personas 
fallecidas sin identificar inhumadas hasta el 31 de diciembre de 2020 en todo el estado.

De acuerdo con una investigación de ZonaDocs130, las primeras inhumaciones se rea-
lizaron en 2006 y durante los años que van de 2018 a 2019 se inhumaron la mayor 
cantidad de personas fallecidas sin identificar, pero sin contar con registros fiables para 
su posterior identificación y bajo una lógica que busca “dar una solución rápida a los 
constantes ciclos de saturación forense”.

La inhumación se acentuó a partir del escándalo mediático de las cámaras refrige-
rantes. Como una respuesta inmediata a la coyuntura que puso en evidencia la crisis 
forense de acumulación de personas fallecidas sin identificar, el Gobierno de Jalisco 
decretó la creación de una comisión especial que le diera resguardo digno a los cientos 
de cuerpos y restos que se habían apilado de manera indigna en las cámaras refrige-
rantes.

En ese sentido se creó la Comisión para el Acompañamiento y Observación del Proceso 
de Identificación que permita la Inhumación de Cadáveres, que tiene bajo su resguardo 
la Fiscalía General del Estado como disponente secundario, cuyo decreto se publicó en 
el Periódico Oficial El Estado de Jalisco el 21 de septiembre de 2018, apenas unos días 
después de darse a conocer las cámaras refrigerantes. Como comisión de trabajo 

130	  Darwin Franco, Fara González, Fernanda Tapia, Aranza Gallardo y Samantha Vargas. “Jalisco: Inhumacio-
nes irregulares y masivas, el destino incierto de las personas fallecidas no identificadas”. ZonaDocs. 15 de febrero 
de 2020, https://www.zonadocs.mx/2020/02/15/jalisco-inhumaciones-irregulares-y-masivas-el-destino-incier-
to-de-las-personas-fallecidas-no-identificadas/ (consultada el 4 de mayo de 2021)
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estuvo presidida por la Procuraduría Social del Estado y conformada por la Fiscalía de 
Derechos Humanos (FDH), la entonces Fiscalía Especializada en Personas Desapareci-
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das, el IJCF, Secretaría de Salud, COBUPEJ, CEEAVJ, CEAV, CEDHJ y las representantes 
del colectivo Por Amor a Ellxs y FUNDEJ.

El 15 de octubre de 2018, un mes después de haber sido decretada, la Comisión de In-
humaciones presentó un informe donde se señaló que se habían realizado 25 sesiones 
para el análisis de 228 expedientes, de los cuales 189 fueron PFSI inhumadas, mientras 
que las 39 restantes fueron identificadas y entregadas a sus familiares131.
Con el cambio de gobierno estatal, en febrero de 2019 se propusieron cambios en la 
integración de la Comisión de Inhumaciones, la presidencia de dicha comisión de tra-
bajo estaría ahora bajo la FEPD, donde también seguiría la FDH, el IJCF, Secretaría de 
Salud, COBUPEJ, la Dirección General del Registro Civil y la CEAAVJ, dejando fuera a la 
CEAV e integrando a la Secretaría de Planeación y Participación Ciudadana, así como 
un representante por cada uno de los dos colectivos en la materia más representativos 
en la entidad132. Aunque esta última posición fue reformulada un año después para in-
corporar a “tres integrantes de familiares de personas desaparecidas, quienes durarán 
un año en el cargo, con posibilidad de repetir hasta por un periodo consecutivo”133.

Estas sesiones de trabajo se realizan cada martes y jueves, el primer día para validar 
las inhumaciones y el segundo para realizarlas. Los martes, en mesa de trabajo, se re-
visan a través de proyector los datos referentes a las PFSI que podrían ser inhumadas y 
finalmente se valida el proceso con la firma de los integrantes. Los registros que se re-
visan de la persona fallecida contienen un número ID, posible nombre, fecha de ingreso, 
carpeta de investigación, número de necropsia, lugar de hallazgo, señas particulares 
como tatuajes, prendas, nombre probable y edad aproximada.

131	  Secretaria General de Gobierno. “La Comisión para el Acompañamiento y Observación del Proceso 
de Identificación que permita la Inhumación de Cadáveres, presentó un informe sobre la situación del Instituto 
Jalisciense de Ciencias Forenses”. Gobierno de Jalisco. 15 de octubre de 2018,https://sgg.jalisco.gob.mx/prensa/
noticia/1174 (consultada el 30 de julio de 2020)

132	  Gobierno de Jalisco. “ACUERDO DIELAG ACU 020/2019 del Gobernador Constitucional del Estado de 
Jalisco, mediante el cual se conforma la comisión para el acompañamiento y observación del proceso de identifi-
cación que permita la inhumación de cadáveres que tiene bajo su resguardo la Fiscalía del Estado como disponen-
te secundario de los mismos”. Periódico Oficial El Estado de Jalisco. 8 de febrero de 2019,https://periodicooficial.
jalisco.gob.mx/sites/periodicooficial.jalisco.gob.mx/files/02-08-19-bis.pdf (consultada el 30 de agosto de 2020)

133	  Gobierno de Jalisco. “ACUERDO del Ciudadano Gobernador Constitucional del Estado de Jalisco, por el 
que se modifica el artículo segundo, fracción II y se adicionan los artículos cuarto, quinto, sexto y séptimo al acuer-
do mediante el cual se conforma la Comisión para el acompañamiento y observación del proceso de identificación 
que permita la inhumación de cadáveres que tiene bajo su resguardo la fiscalía del estado como disponente se-
cundario de los mismos”, Periódico Oficial El Estado de Jalisco, 7 de marzo de 2020, https://periodicooficial.jalisco.
gob.mx/sites/periodicooficial.jalisco.gob.mx/files/03-07-20-iii.pdf (consultada el 30 de agosto de 2020)
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De acuerdo con la información oficial del IJCF analizada por CEPAD134, hasta el 31 de 
diciembre de 2020 se habían analizado mil 300 personas fallecidas sin identificar en 
la Comisión de Inhumaciones, de los cuales mil 281 eran cadáveres completos, 8 osa-
mentas y 11 restos humanos. Sin embargo, solo 967 cadáveres, las 8 osamentas y los 11 
restos habían sido inhumados en panteones municipales, de las 314 personas restantes 
el instituto no proporcionó ninguna información.

A pesar de la falla en el seguimiento, estos parecen ser los registros más fiables, ya 
que difieren ampliamente de lo reportado por la Fiscalía del Estado respecto a la misma 
Comisión135. En principio se señala que únicamente han sido analizadas por esa comi-
sión 585 PFSI entre 2019 y abril de 2021, de las cuales 559 fueron inhumadas, lo cual 
muestra un registro menor. Ciñéndonos a estos últimos datos, la Fiscalía señala que los 
26 cadáveres restantes refieren a 11 PFSI que estaban a la espera de inhumación, ya 
que se debía formalizar el convenio con la asociación que daría resguardo a los mis-
mos, 14 fueron identificadas por sus familiares entre la aprobación y la ejecución de la 
inhumación, mientras una sufrió un fenómeno de reducción cadavérica y se trasladó al 
área de Antropología Forense del IJCF. 

Para que pasen por estos trabajos, todas las PFSI deben contar con el archivo básico de 
identificación y se les genera un acta de defunción, pero esto resulta dudoso, toda vez 
que el mismo IJCF con información a marzo de 2021 han señalado que se tienen mil 
403 expedientes de archivo básico relacionados con cuerpos inhumados por autoriza-
ción de la Comisión136, aunque los registros de esta misma instancia a febrero de 2021 
dan cuenta de mil 422 PFSI analizadas por esta órgano colegiado137. Sin embargo, han 
habido irregularidades a lo largo de los procesos. Tal como se señaló antes respecto 
al reportaje de ZonaDocs, existe una visión ahora por inhumar la máxima cantidad de 
personas ante la acumulación de los cuerpos en las instalaciones, pero esto ha llevado 

134	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/0094/2021

135	  Fiscalía del Estado de Jalisco (2021). Respuesta a la solicitud de información. Expediente LTAIPJ/
FE/546/2021

136	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/293/2021

137	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/296/2021
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a que no se realicen las diligencias pertinentes para localizar a personas familiares de 
las PFSI que reconozcan los restos y les sean entregados.

Las respuestas respecto a la realización de estas diligencias en el marco de la Comisión 
de Inhumaciones han sido negadas, tanto por el IJCF como la Fiscalía del Estado, ya 
que se argumenta que la finalidad de este órgano no es realizar la identificación sino 
validar el debido proceso de la inhumación138. Esto a pesar de que en los decretos de 
creación la exposición de motivos estaba sumamente centrada en la relevancia de la 
identificación.

No obstante, la Fiscalía del Estado argumenta que antes de la aprobación de la inhuma-
ción ya “se han agotado diligencias básicas tendientes a la identificación de la persona 
y, con ello, la posterior localización de familiares”, haciendo constar “la exhaustividad de 
las actuaciones practicadas y verificado durante las sesiones”139.

Aunque esto resulta inconsistente con los testimonios recogidos por CEPAD, que han 
señalado que una de las fallas detectadas en las sesiones de la Comisión de Inhuma-
ciones son las fallas en los actos de investigación por parte de la Fiscalía para lograr la 
identificación, mismos que no se realizan de forma exhaustiva y que deben ser veri-
ficados al momento de llevarse la reunión, donde las propias familias son las que han 
contrastado los datos a través de medios digitales localizando a familiares y facilitando 
la entrega.

Un caso que ilustró estos hechos fue el reciente intento de inhumación de Susana 
Silvestre, mujer trans que estuvo durante cuatro meses en las instalaciones del IJCF 
y fue propuesta para ser inhumada como persona fallecida sin identificar, a pesar de 
que sus familiares y amigos ya habían señalado que se encontraba bajo resguardo de 
esta autoridad140. Ella fue localizada sin vida el 10 de octubre de 2020, pero fue hasta 

138	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/
UT/0091/2021

139	  Fiscalía del Estado de Jalisco (2021). Respuesta a la solicitud de información. Expediente LTAIPJ/
FE/546/2021

140	  Darwin Franco y Dalia Souza. “Susana siempre estuvo ahí, pero autoridades de Jalisco querían inhumarla 
como persona no identificada”. ZonaDocs. 14 de febrero de 2021. https://www.zonadocs.mx/2021/02/14/susa-
na-siempre-estuvo-ahi-pero-autoridades-de-jalisco-querian-inhumarla-como-persona-no-identificada/ (consultada 
el 4 de mayo de 2021)
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el 4 de febrero –por la labor de mujeres del colectivo Por Amor a Ellxs– que se dieron 
a conocer sus características en su página como información analizada desde la Co-
misión de Inhumación, que reclamaron que los datos concordaban con los de Susana 
aún cuando esto se negaba por Fiscalía y el IJCF, y así se logró que no fuera inhumada 
junto a otras 35 personas.

Finalmente, la forma más básica de resguardo es en las propias instalaciones del IJCF, 
tanto en las unidades regionales como en la oficina central, pero ya mucho se ha evi-
denciado que la capacidad que esta dependencia tiene es baja en contraste con el alto 
número de cuerpos que ingresan al SEMEFO y se quedan como PFSI.

De la información sistematizada por CEPAD sabemos que existen mil 801 personas fa-
llecidas sin identificar hasta el 31 de diciembre de 2021, como cadáveres, restos óseos y 
restos humanos, dentro de las instalaciones forenses. Mil 753 están en las instalaciones 
de cada oficina regional o la central y 48, a decir de las regiones, son restos que fueron 
enviado a Tlaquepaque para su análisis, por lo que se desconoce si están contempla-
das en las mil 494 PFSI que registra bajo su resguardo la Delegación Tlaquepaque, 
instalación que alberga 82% de aquellas personas no identificadas.

Estos datos ponen en evidencia problemas graves de trazabilidad141 en las labores pe-
riciales, algo que resulta básico para las investigaciones y el proceso identificativo. Los 
datos muestran inconsistencias y se registran de manera diferenciada en cada oficina, 
por ello no se tiene un registro fiable sobre el destino final de las personas fallecidas sin 
identificar o existen fuertes dudas de que estos datos sobre la disposición final sean 
rigurosos.

3.3 Respuestas a lo forense en la Ley de Personas Desaparecidas

Frente al aumento en la saturación de cuerpos y las fallas en los registros sobre la 
disposición final, que evidenció la gravedad y persistencia de la crisis más allá del es-
cándalo mediático de las cámaras refrigerantes; en Jalisco era importante contar con 
marco normativo adecuado al contexto estatal y que pudiera dar respuesta a la com-
plejidad que viven las instituciones locales. Por eso fue clave crear un proceso conjunto 

141	  La trazabilidad refiere a la posibilidad para identificar el origen y las diferentes etapas del proceso foren-
se hasta la disposición final del cuerpo en algún lugar de resguardo.
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en las mesas técnicas que analizaron la ley, mismo que se describe en este apartado.

El 12 de noviembre, al concluir el proceso de diálogo sobre la propuesta de Ley de De-
claración Especial de Ausencia por Desaparición de Personas, en el marco de la Subco-
misión Legislativa142,  iniciaron las mesas técnicas para debatir sobre la iniciativa de Ley 
de Personas Desaparecidas. En este proceso se realizaron más de 10 mesas de trabajo 
amplias, así como 2 mesas de diálogo específicas en materia forense convocadas por 
el IJCF y el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en las fechas de 15 de diciembre 
de 2020 y 25 de enero de 2021.

Durante las reuniones forenses se analizaron las definiciones de depósito ilegal y legal 
de los cuerpos, fosa clandestina y fosa común, mismas que fueron propuestas por el 
CICR y el IJCF. Lo anterior se consideró relevante ante la existencia de diversos patro-
nes de inhumación y depósito de los cuerpos en México y en Jalisco, así como la ne-
cesidad de contar con información adecuada y transparente relacionada con las fosas 
clandestinas en el estado. 

De acuerdo con lo compartido durante el proceso legislativo, en la Ley General en Ma-
teria de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares 
y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas (LGMDFP) no se lograron incorpo-
rar los conceptos técnico-jurídicos y forenses en relación con las definiciones de fosa 
clandestina y fosa común. Tanto los conceptos de las fosas, como el alcance actual del 
Registro Nacional de Fosas Comunes y de Fosas Clandestinas, no resultan suficientes 
para incluir todos los posibles escenarios de hallazgo y depósito de los cuerpos. Por 
esta razón se trataron de incorporar en la ley estatal las definiciones más amplias e in-
cluyentes que podrían abarcar todo tipo de posibles lugares de hallazgo y de depósito, 
considerando que las fosas no constituyen los únicos sitios donde se inhuma o depo-
sita las personas fallecidas. En este sentido una definición con enfoque más amplio 
comprendería mayor cantidad de posibilidades y formas de superficies o cavidades, 
tales como los cuerpos de agua, cavidades naturales o artificiales, o los basureros, en-
tre otras, respondiendo de manera más adaptada a la realidad jalisciense. 

142	  Subcomisión Legislativa de Derechos Humanos en Materia de Desaparición de Personas y 
Declaración Especial de Ausencia creada el 4 de septiembre de 2020 por parte de la Comisión de De-
rechos Humanos y Pueblos Originarios del Congreso del Estado de Jalisco.
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Asimismo, aunado al objetivo de incluir el mayor número de escenarios de hallazgo 
y deposición de cuerpos, con la incorporación en la Ley de Personas Desaparecidas 
de los conceptos más amplios de fosas se pretendía contribuir en los procesos de 
búsqueda, identificación e investigación de los delitos establecidos por la Ley General, 
contemplando que definiciones más amplias pudieran abonar a la comprobación de 
los elementos de los tipos penales de desaparición forzada de personas o desaparición 
cometida por particulares.

En lo que concierne a otros aspectos de los procesos de identificación analizados du-
rante las mesas técnicas, se realizó un amplio debate sobre los registros estatales fo-
renses, particularmente, el Registro Estatal de Personas Fallecidas y No Identificadas y 
el Banco Estatal de Datos Forenses. En este sentido, se consideró relevante incorporar 
artículos adicionales a la ley que pudieran abonar a la regulación más específica de la 
operación de dichos registros, las responsabilidades mínimas para su manejo, así como 
definir las autoridades a cargo de su coordinación y actualización. Lo anterior resultaba 
clave ante la importancia de estas herramientas y su contribución en la búsqueda, in-
vestigación e identificación de personas fallecidas.
Cabe señalar que el punto que implicó más debate fue definir qué autoridades se-
rían responsables de gestionar los registros forenses. Inicialmente, se planteaba que la 
coordinación de ambos registros quedaría a cargo de la Fiscalía del Estado de Jalisco, 
y posteriormente que se compartiría dicha coordinación entre el IJCF y la Fiscalía. Ante 
esta situación, y tomando en cuenta el contexto de la entidad y su andamiaje insti-
tucional, por parte de los colectivos de familias, organizaciones de la sociedad civil y 
organismos internacionales, se solicitó que el Registro Estatal de Personas Fallecidas y 
No Identificadas y el Banco Estatal de Datos Forenses quedaran a cargo del IJCF. 

A continuación se comparten algunos argumentos presentados durante las mesas 
técnicas para respaldar dicha propuesta:

(1)	 La naturaleza jurídica del IJCF al ser un Organismo Público Descentralizado, lo 
coloca en una situación especial y distinta sobre el resto de entidades federati-
vas del país y la Federación, en cuanto a sus atribuciones y el grado de autono-
mía, al contar con personalidad jurídica y patrimonio propios.

(2)	 El rol particular del IJCF en los procesos de identificación forense y el resguardo 
de datos correspondientes a las personas fallecidas no identificadas. Debido a las 
actividades cotidianas del resguardo físico de los cuerpos y elaboración de los 
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peritajes y exámenes, el IJCF recaba y sistematiza los datos que corresponden 
a los registros forenses, y su coordinación podría abonar a más transparencia, 
eficiencia y rapidez en cuanto a los procesos de identificación de las personas.

(3)	Antecedente de la gestión y coordinación por parte del IJCF del micrositio deno-
minado “REGISTRO PFSI” que corresponde a las Personas Fallecidas Sin Identi-
ficar (PFSI). Varios componentes de dicho micrositio corresponden a la informa-
ción que deben contener los registros forenses.

(4)	 En caso de que las bases de datos forenses hubieran quedado a cargo de la 
Fiscalía del Estado, el acceso a las mismas podría resultar limitado para las per-
sonas que acuden al IJCF sin contar con una denuncia ante la Fiscalía. 

(5)	Preocupaba que el colocar a dos autoridades a cargo de los registros forenses 
podría generar una falta de claridad en cuanto a roles de ambas instituciones, 
deslinde de responsabilidades y poca operatividad, tomando en cuenta las de-
ficiencias en coordinación existentes entre el IJCF y la Fiscalía del Estado, así 
como la situación del hallazgo en el estado de las cámaras refrigerantes con los 
cuerpos sin identificar del septiembre de 2018. 

Finalmente, uno de los avances relevantes del contenido del dictamen en atención a las 
observaciones y experiencias de familiares de personas desaparecidas, fue incorporar 
en el mismo varios aspectos que refuerzan las obligaciones de autoridades estatales y 
municipales, así como instituciones públicas y privadas, de informar en tiempo sobre 
restos humanos y cadáveres de personas no identificadas o de las cuales no se tenga 
certeza sobre su identidad, a fin de generar cruces e intercambio de información, for-
talecer la comunicación interinstitucional permanente y contribuir a la mejora y eficacia 
de los procesos de identificación, evitando inhumaciones de cuerpos innecesarias y 
coordinando el funcionamiento adecuado de los registros forenses establecidos en la 
ley. Lo anterior se relaciona también con lo fundamental que es garantizar el registro 
adecuado de la trazabilidad y de información más exhaustiva posible sobre  las perso-
nas fallecidas sin identificar. 

En este sentido, también se logró reforzar la obligación de agentes del Ministerio Público 
de solicitar de inmediato todas las pruebas que sean necesarias para la identificación 
de la persona fallecida, mediante las acciones, diligencias y procedimientos idóneos 
que conduzcan a la plena identificación. Asimismo, la Ley de Personas Desaparecidas 
establece que ninguna autoridad podrá ordenar la inhumación, en fosa individualizada, 
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de cadáveres o restos humanos antes de cumplir obligatoriamente con la integración 
de las periciales y actos de investigación necesarios para su identificación.

Las nuevas disposiciones legales resultan importantes ante el contexto que vive Jalis-
co y por las posibilidades que se abren para el trabajo ordenado y con vigilancia del 
Consejo Estatal Ciudadano, aunque valdrá la pena cuidar los procesos de implemen-
tación de la ley en esta materia, ya que es en este proceso donde se verán los retos 
concernientes a las posibilidades para poder encontrar un destino digno para las miles 
de personas fallecidas sin identificar.
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CAPÍTULO 4 
Familias ante la Crisis

La crisis forense se ha cristalizado a partir de la lucha de familiares de personas des-
aparecidas que todos los días enfrentan el entramado burocrático y administrativo de 
los servicios forenses. Las fallas en la atención, en los procesos de reconocimiento y la 
entrega de cuerpos, han hecho que las familias hagan eco de sus casos en el espacio 
público y posicionando el tema en medios de comunicación, foros y manifestaciones.

Este capítulo está construido con las reflexiones de personas familiares que han tenido 
que vivir las dificultades y retos de la búsqueda en el SEMEFO de Jalisco, participantes 
que se describen de manera más amplia en el apartado sobre la Nota Metodológica 
que ayudó en la construcción de este informe. Por lo tanto, en los siguientes apartados 
se podrán leer algunas reflexiones de las familias, con el análisis del CEPAD a partir 
de sus testimonios que compartimos de manera anónima, tal como se estableció en 
acuerdo con las familias.

4.1 Primer acercamiento, atención e impacto 

La crisis forense está atravesada por la atención a los familiares de personas desapa-
recidas y personas localizadas sin vida. El primer acercamiento que las familias tienen 
con el IJCF está enmarcado en dolor, angustia y negación al acercamiento con este 
tipo de autoridad, en tanto que la búsqueda en el SEMEFO implica romper con la idea 
de la presunción de vida durante un momento clave del proceso de búsqueda, al inicio 
y dentro de las primeras horas o días posteriores a la desaparición.

“Da mucha tristeza y dolor, porque sí era pensar que mi hijo ya estaba muerto”143. Para 
las familias, en el marco de la búsqueda y la esperanza de localizar a su ser querido 
con vida, ser enviadas al SEMEFO es algo que “baja mucho la moral”144 y también se 
confronta con el sentido de su búsqueda. “Cuando me dan una hoja para que vaya a 
SEMEFO mi reacción fue, ‘pues ir para qué ¿verdad?’, pero desgraciadamente tiene 

143	  Entrevista CD010.

144	  Entrevista CD010.
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que ir uno, con la esperanza de que no esté ahí”145. 
Aunque saben que es una institución a la que deben de acudir en tanto que ahí po-
dría haber información, hay un marcado entendimiento respecto a cómo nadie quiere 
terminar haciendo su búsqueda en un lugar donde se albergan personas fallecidas, y 
donde las posibilidades de localizar a su ser querido con vida son proporcionales a la 
localización sin vida. “Cuando llegué la primera vez yo no quería entrar, yo de hecho 
no quería ni preguntar (...) entonces llegué y me paré ahí en la banqueta y empecé a 
llorar porque yo no quería entrar”146. La búsqueda incansable de las familias les lleva 
por terrenos de dolor como el que simboliza entrar a un SEMEFO, pero esto también 
se percibe como un lugar imprescindible del proceso de búsqueda. “No lo queríamos 
encontrar ahí, pero teníamos que buscarlo”147.

Muchos de estos sentimientos emergieron a raíz de que el Ministerio Público les propor-
cionó un oficio para dejar su muestra o comenzar la búsqueda en el SEMEFO. “Fuimos 
a poner la denuncia a la Fiscalía (...), me dieron el oficio para ir al instituto de Ciencias 
Forenses a hacer la prueba de ADN”148. También surgieron testimonios que evidencia-
ron que en algunos casos el MP no informó sobre este procedimiento y se realizó una 
búsqueda por cuenta propia. “Realmente lo hice por mi cuenta, porque ya lo habíamos 
buscado en hospitales, dependencias de gobierno, cárcel, todo eso, y no estaba”.149

Este contexto de dolor y negación se enmarca también en un trato que no es el más 
adecuado y refleja las malas prácticas que han persistido a lo largo de años. “No son 
nada empáticos con el dolor de las dolientes”150. En las entrevistas realizadas existen 
casos que van desde 2010 y hasta 2019, pero en todas se repite el trato poco empático, 
frío y distante. “Muy poco empática, muy poco amable, te hacen sentir mal, la verdad. 
Tú llevas una pena, un dolor, y yo pienso que sí tienen que ser más empáticos con las 
familias que van buscando a su familiar”151. 

145	  Entrevista CD013.

146	  Entrevista CD002.

147	  Entrevista CD005.

148	  Entrevista CD014.

149	  Entrevista CD005.

150	  Entrevista CD005.

151	  Entrevista CD004.
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Es importante destacar que, por la relación directa con el personal que debe atender, 
las familias han reflexionado sobre cómo existe apertura por la nueva dirección del 
IJCF, pero eso no se ha reflejado en otros funcionarios de menor nivel y que deberían 
atender mejor. “Yo al ingeniero Gustavo le he dicho ‘pues usted es la cabeza y tiene 
buenas ideas, buena disposición, pero no le responde su pierna, no le responde su bra-
zo’. No le responde su personal, y en sí hay mucho personal que no hace lo que debe, 
lo que le corresponde”152.

Las reflexiones en torno a la atención hablan de insensibilidad y un trato diferenciado 
a las personas que llegan de manera independiente o por cuenta propia, mientras 
existe apertura y buen trato a personas que dicen pertenecer a algún colectivo, que 
son llevadas por quienes lideran colectivos o que van por contacto directo con quienes 
dirigen la institución. Incluso esto se observa de manera crítica por quienes pertenecen 
a los colectivos. “No tenemos que estarles tocando la puerta para que hagan lo que ya 
saben que tienen que hacer, no necesitan recibir una llamada de atención o que se les 
esté recomendando a alguien para que la atiendan”153.

Por esa razón se debe reconocer que quienes lideran los procesos colectivos perciben 
una buena atención directa de quienes realizan los trabajos con familias, pero diferen-
cian ese trato del resto, ya que son ellas quienes también intervienen para que otras 
puedan tener acceso. De tal modo que quienes tienen contacto directo y buena rela-
ción con el personal también destacan la parte positiva de estos procesos.

“Ahí (en el instituto de Puerto Vallarta) no hay opción, fuimos nosotros y de mala ma-
nera nos atendieron, y nos dijeron que ahí no tenían cuerpos y que no tenían nada que 
mostrarnos”154. Estos malos tratos se repiten experiencias regionales, donde incluso no 
existe la infraestructura adecuada para la atención de familiares de PFSI y no se per-
mite el ingreso. “Es un trato donde no hay sensibilidad, no me permitieron ingresar. Me 
pidieron la foto de mi hijo y me dejaron como en una ventanilla, como si estuviera en 
el banco”155.

152	  Entrevista CD009.

153	  Entrevista CD009.

154	  Entrevista CD007.

155	  Entrevista CD009.
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Cabe resaltar que, debido a los procesos asumidos por los colectivos para guiar de una 
mejor manera a quienes tienen casos más recientes, familiares de los últimos años han 
expresado una buena atención. Aunque también se descubrió que la buena atención 
no está en las áreas específicas del IJCF sino en el Módulo 9, que pertenece al enlace 
de la COBUPEJ dentro de las instalaciones de esta institución. Por lo cual sería clave 
replicar el método y la modalidad de atención que se da en dicha oficina.

4.2 Procesos de búsqueda en SEMEFO

“De ahí para acá no sabes cómo más feo me siento, de otra vez haber revivido la situa-
ción, de ahí para acá me siento más feo”156. Atravesar este primer obstáculo es apenas 
el inicio. “Al final están ahí los cuerpos, sea la forma que hayan muerto, pero ahí están, 
y pues tienes que ver todo”157. La búsqueda, sobre todo en las instalaciones forenses, 
supone otros retos para las familias que se suman al dolor del proceso. En principio 
porque la actividad más frecuente, que se prolonga a lo largo del tiempo junto a los 
meses y años de desaparición de la persona desaparecida, es observar personas fa-
llecidas sin identificar en una computadora, donde deben identificar características de 
los mismos. “Al principio nosotros ingresamos y buscando en las bases conforme a su 
edad y a sus características, que si no tenía tatuajes, la edad y pues ellas buscaban (las 
trabajadoras sociales). Yo pensaba que era como antes de estar checando cuerpos en 
físico y no, por la pantalla”158.

Sin embargo, algunas familias detectaron que no les mostraban toda la información 
o las fotografías de todos los hallazgos. Incluso su búsqueda les llevó a exigir toda la 
información, pues descubrieron que, a pesar del tiempo transcurrido, en las bases de 
datos se subían fotografías o características de años anteriores. Esto implicaba que al 
hacer una nueva búsqueda días después ya no revisaran la información en la que se 
habían quedado, pero no había un aviso por parte del personal del IJCF de que se había 
subido nueva información. “Cuando yo empecé a buscar a mi esposo, (me di cuenta) 
que nada más me estaban enseñando a las personas en situación de calle, yo sentí que 
me estaban ocultando algo más”159.

156	  Entrevista CD012.

157	  Entrevista CD012.

158	  Entrevista CD004.

159	  Entrevista CD004.
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Este trabajo de búsqueda representaba horas, muchas veces individuales. Dicho tra-
bajo significa altos costos y emociones para las familias, implica inversión de tiempo en 
traslados y descuidar o dejar de lado otras actividades, incluso laborales. “Sí he tenido 
mucha complicación porque la necesidad nos llega a todos, y trabajas o pones a tu hijo 
en prioridad. Entonces pongo a mi hijo en prioridad, pero también me hace falta traba-
jar”160. Los costos no solo eran inmateriales sino económicos, pues para muchas ha im-
plicado trasladarse a la Delegación Tlaquepaque, ya sea desde lugares alejados dentro 
de la ZMG, en municipios cercanos o desde regiones lejanas, por lo que han tenido que 
invertir sus recursos en el pago de uber (para los casos cercanos) o transporte foráneo, 
además de los gastos en alimentación.

Por ese motivo se han tomado decisiones desde colectivos para abrir la información a 
la que se tiene acceso y proporcionar las características de los cuerpos, como lo hace 
el colectivo Por Amor a Ellxs en sus redes sociales. “Tenemos revisión en SEMEFO, 
somo un grupo de doce personas asignadas y llevamos un control de qué vemos, qué 
ya vimos y qué no”161. En principio se han creado estrategias de búsqueda en SEMEFO 
que ayuden a agilizar la participación de todas las integrantes al momento de recibir 
información y reducir el impacto emocional de ver una alta cantidad de cuerpos o res-
tos. De tal modo que se han tenido que organizar por año de ocurrencia de sus casos 
para que las de mayor data entren primero, revisen la información y así vayan pasando 
hasta que se llegue a los hallazgos más recientes y entren quienes buscan a sus seres 
queridos de meses recientes. “Enseñamos a las familias del colectivo a buscar, íbamos 
en grupo como de 20, entonces primero entrábamos las fechas más antiguas”162. 

Para estos procesos, al menos en la Delegación Tlaquepaque, se había realizado una 
presentación con proyector en una sala. Este proceso ya no se ha llevado a cabo, por 
las medidas sanitarias en el contexto de la pandemia, justo de esa forma también se 
ha impactado en la búsqueda forense de las familias. Este tipo de búsqueda resulta 
más difícil en las regiones, pues al menos en Lagos de Moreno se han hecho reuniones 
con grupos de familias, pero todo lo muestran en una computadora pequeña donde es 

160	  Entrevista CD003.

161	  Entrevista CD009

162	  Entrevista CD011.
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imposible detectar las características de una fotografía. “Nos sientan en una computa-
dora y ponen sillas, y ya todas sentadas mirando la computadora y nos dicen ‘cuando 
reconozcan algo me dicen y ya me detengo y los amplifico’ y ya es todo”.

Finalmente, como se dijo antes, familias del colectivo Por Amor a Ellxs tomaron como 
medida tomar nota de las características en sus búsquedas colectivas en SEMEFO 
y compartir la información en sus redes sociales, con la finalidad de que así tengan 
acceso quienes no tienen los recursos y el tiempo necesario para hacer su búsqueda 
en SEMEFO. “Al ir al SEMEFO a ver las características físicas de los cuerpos que están 
ahí hacemos público lo que vemos, porque al buscar a uno pues obviamente buscas a 
todos”163. 
A pesar de la relevancia de esta labor, a las familias se les ha negado la posibilidad de 
tomar o compartir fotografías, de modo que se han organizado para anotar las carac-
terísticas en un cuaderno o realizar esquemas con recortes, como ocurrió durante la 
etapa posterior al escándalo de las cámaras refrigerantes.

También han existido dificultades durante el proceso de confronta genética ante la 
posibilidad de localizar un cuerpo e incluso cuando ya se tiene información de que se 
trata de los restos de una persona desaparecida. “Tienes que pedir que te levanten 
el dictamen de las piezas que ya dieron positivas, porque sino son puras palabras al 
viento”164. La confronta positiva evidencia la localización de una persona sin vida y una 
familia que le buscaba, pero esto se ha convertido en un proceso tortuoso ya que mu-
chos de los cuerpos están en secciones, debido a que fueron localizados como restos, 
y han existido dilemas entre las propias familias respecto a si se reciben solo los restos 
localizados o si se espera que puedan localizar la mayor cantidad posible para tener un 
cuerpo completo. 

4.3 Búsqueda desde familias

“A través del caminar es como te vas dando cuenta de las cosas que se tienen que 
hacer”165. Muchas familias al no encontrar las respuestas suficientes en las institucio-

163	  Entrevista CD011.

164	  Entrevista CD005.

165	  Entrevista CD006.
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nes obligadas, han realizado estrategias de búsqueda independientes y colectivas. Un 
punto de inflexión generalizado fue la problemática evidenciada por las cámaras refri-
gerantes, porque eso llevó a que muchas familias buscaran la forma de reconocer esas 
personas fallecidas sin identificar. “Cuando ocurrió lo de los tráileres fue un desastre, fue 
un descontrol. Fueron exigencias, plantones exigiendo y en repudio a esa actividad”166.

Desde la búsqueda en campo,  a través de procesos individuales y bajo el camuflaje de 
otras actividades para no llamar la atención, hasta la visita a municipios y otros estados 
en busca de información y datos de registro. Uno de los casos refirió hacer búsqueda 
en registros municipales ante la duda de si su ser querido desaparecido estaba en una 
fosa común, por lo que pidió un oficio a su MP y fue a revisar actas de defunción y cua-
dernos en algunos municipios, aunque tuvo que abandonar la búsqueda por mantener 
su seguridad. “Aparte de que vas con la tensión de lo que vas a ver, ahora el miedo de 
que vas al pleno campo”167.

Otro proceso más conocido, por las experiencias de búsqueda en otros estados, ha 
sido la búsqueda en campo. “Eso fue lo que nos movió, si vamos a encontrar, a lo mejor 
no encontramos al nuestro, podemos encontrar al de alguien”168. A través de procesos 
colectivos las familias intentaron realizar búsquedas en campo, verificando los cam-
bios en el terreno para la posible localización de fosas. “En la tierra si hay, por ejemplo, 
flores nuevas, pasto nuevo, árboles nuevos, el desnivel de la tierra, si está removida, si 
hay gusanos, moscas o prendas, bachichas de cigarro, rastros de comida, como tipo 
campamento, y ver los desniveles de la tierra, si está oscura, si está más mojada”169. La 
revisión se hacía de esa forma porque las familias sabían que un cuerpo contiene mine-
rales y eso modifica el área, produciendo que crezca mucho la naturaleza. Esto refleja 
un nivel de experiencia y conocimiento adquirido por las familias, que supera la imagen 
común de la víctima, ya que han sido ellas quienes impulsan sus procesos y buscan 
nuevas formas de aprender para encontrar a los suyos. “Empezamos diciendo ‘si tengo 
que mover hasta el último grano de tierra, lo voy a rascar con mis propias manos’”170.

166	  Entrevista CD009.

167	  Entrevista CD012.

168	  Entrevista CD011.

169	  Entrevista CD011.

170	  Entrevista CD011.
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Un problema que complejizó este tipo de búsqueda fue la seguridad y la falta de con-
fianza entre autoridades y familiares. Se buscaba avisar en caso de hallazgo hasta que 
esto sucediera y desde autoridades ministeriales ha habido una negativa para asumir 
la participación de las familias en estos actos. Esto último destaca ante el nivel de inse-
guridad, ya que las familias tuvieron que parar los procesos debido a la vigilancia por 
parte de los grupos del crimen organizado en sus visitas a campo dentro de la ZMG. 
“Anduvimos yendo a buscar en fosas, queriendo buscar en fosas, pero desgraciada-
mente las veces que fuimos el crimen organizado nos cazó. Te das cuenta que ellos 
están ahí y que tienes que cuidarte”171. No obstante el peligro, hay familias que siguen 
pugnando por la búsqueda en campo y han logrado ser invitadas a excavaciones de 
fosa posteriores a su localización, vigilando el proceso en Jalisco y por el apoyo de fa-
milias en otros estados. En ese sentido una advertencia para quienes buscan es que al 
encontrar algo se haga la trazabilidad de la fosa, pero no se meta la pala o se saque lo 
localizado al interior, debido a la complejidad emocional de este esfuerzo y las dificul-
tades de la excavación, inhumación del cadáver y el proceso para embalar, como se 
advirtió en algunas de las entrevistas.

A partir de esto las propias familias han buscado formarse de manera independiente, 
para tener las especializaciones necesarias y poder entrar a campo una vez que se 
permita, ya que el buscar a los suyos hace que toda labor que ayude se vuelva relevan-
te. “Teníamos certificación para estar al pie de fosas, algunas de las que pertenecíamos 
entonces (al colectivo)172. De esta forma colectiva es como muchas reconocen que han 
podido aprender y compartir conocimientos. “Gracias a ese proceso donde encontré 
el colectivo y nos fuimos empapando, me fueron asesorando qué es lo que tenía que 
exigir, a donde tenía que ir, entonces empecé a caminar e ir”.

De este modo, quienes han aprendido a lo largo de años de búsqueda, han creado 
redes de apoyo e incidencia, para que otras familias y casos recientes no atraviesen 
las dificultades ya vividas y la angustia de no tener información. Esto se ha vuelto una 
experiencia que ayuda e impacta de manera positiva ante un proceso complejo, lo cual 
pone en evidencia lo clave que resulta la participación de las familias no solo en los pro-
cesos de investigación y búsqueda en vida, sino también en los procesos forenses en 

171	  Entrevista CD006.

172	  Entrevista CD006.
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campo y para el diseño de políticas públicas de atención a familiares en estos servicios 
cuya labor es difícil debido a que confronta a las familias con la esperanza de localiza-
ción en vida, como se explicó en el inicio de este capítulo.
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CAPÍTULO 5
Impunidad de la Crisis

5.1 Incineraciones sin justicia

La práctica de incineración de cuerpos ha transgredido decenas de derechos humanos 
correspondientes a la persona fallecida incinerada, sus familiares, familiares de perso-
nas desaparecidas y la sociedad en conjunto. “El no respetar parámetros mínimos que 
facilitaran la posterior identificación de los cuerpos, así como la falta de entrega de los 
cuerpos a los familiares puede constituir un trato denigrante, en perjuicio de la persona 
fallecida”173, y por otro lado, la constante incertidumbre y angustia provocados por no 
saber si los cuerpos de las personas que fueron reducidas a cenizas no correspon-
derían a sus seres queridos, además de no tener posibilidad de recuperar y decidir 
sobre la disposición del cuerpo o poder realizar la sepultura digna y personalizada, ha 
provocado una afectación considerable a la dignidad humana, ocasionado la segunda 
desaparición de personas ante el contexto de más de 12,700 personas desaparecidas 
en el estado de Jalisco. Además, al cremar un cuerpo de una persona fallecida sin que 
antes se le practicaran las pruebas para su identificación, no sólo se reduce la posibi-
lidad de su identificación, sino que también se dificulta la posibilidad de esclarecer los 
hechos sobre su muerte, contribuyendo en la impunidad y objetivización de las vícti-
mas de violencia. 

Ante la lamentable práctica de incineración, el CEPAD el 30 de enero de 2019 presentó 
un informe titulado “Incineraciones de cuerpos no identificados. Crímenes sin justicia”, 
dando a conocer el contexto de cremación de cuerpos en Jalisco y abonando a que 
se acrediten las responsabilidades del Estado frente a las violaciones de los derechos 
humanos cometidas. 

El mismo día de presentación del informe, el CEPAD solicitó ante el Representante de la 
Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en 
México (OACNUDH), Jan Jarab, la intervención internacional que pudiera detonar en su 
efecto los procesos de verdad y justicia. En lo particular se buscaba que se compartie-

173	  Corte Interamericana de Derechos Humanos (2014). Caso Rodríguez Vera y Otros (Desaparecidos del 

Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Párr. 327.
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ra la información relacionada con la práctica de cremación de cuerpos en Jalisco me-
diante los mecanismos de comunicación con organismos de protección de derechos 
humanos del Sistema Universal.

Posteriormente, el 6 de abril de 2019, el CEPAD solicitó la intervención internacional ante 
la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Ba-
chelet, pidiendo que se construyera un mecanismo que podría contribuir a garantizar 
los derechos a la verdad, justicia y no repetición, con la participación de familiares de 
personas desaparecidas y personas expertas, y con supervisión de su implementa-
ción por parte de la OACNUDH. En este sentido, se propusieron dos ejes principales de 
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trabajo de dicho mecanismo: (1) Proceso de revisión exhaustiva de cada averiguación 
previa y carpeta de investigación relacionadas con las muertes de las personas falle-
cidas no identificadas incineradas y (2) Plena revisión técnica y científica de todos los 
cuerpos cremados, los cuales se encuentran en las instalaciones del IJCF y en las fosas 
comunes de los panteones municipales de Guadalajara. Igualmente, se pidió compartir 
la información relativa a la práctica de los cuerpos incinerados en Jalisco entre diversos 
mecanismos de protección de derechos humanos de las Naciones Unidas en función 
de su mandato.

Por otro lado, se dio a conocer la situación de incineración de cuerpos sin identificar en 
Jalisco a través de la participación en los informes alternativos elaborados en conjunto 
por  organizaciones de la sociedad civil mexicanas ante distintos comités internaciona-
les, compartiendo el contexto de la cremación de cuerpos en la entidad, y sugiriendo 
las propuestas de recomendaciones a emitir, incluyendo la investigación de los hechos, 
tal como la creación de un mecanismo participativo de seguimiento174. 

En lo que concierne a la respuesta de las autoridades federales y estatales, el subse-
cretario de Derechos Humanos, Migración y Población, Alejandro Encinas, señaló que 
ante la práctica de incineración de los cuerpos “sin haberse apegado a todo el proceso 
legal”, la institución competente para presentar una denuncia en contra las personas 
responsables de los hechos de oficio sería la Comisión Ejecutiva de Atención a Vícti-
mas, puesto que “son los denunciantes y pueden hacer la denuncia sin necesidad de 
que les dé información un tercero”. No obstante, El Universal informa que la Comisión 
había respondido que no era su competencia realizar esa denuncia y que la misma 

174	  Para el  66° período de sesiones del Comité Contra la Tortura de las Naciones Unidas (23 de abril y el 17 de mayo de 
2019) y realización del 7° examen periódico de México, se elaboró el informe colectivo que constituyó un esfuerzo colectivo de 
organizaciones y redes de la sociedad civil mexicana e internacional, presentando el amplio panorama de diferentes situaciones 
que a menudo resultan ser invisibilizadas al hablar de tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Una de 
las recomendaciones propuestas para atender la problemática de incineraciones fue que “se investiguen las incineraciones de 
cuerpos no identificados por autoridades del Estado y se sancione a las personas responsables”. Asimismo, en septiembre de 
2019 se presentó otro informe alternativo conjunto de las organizaciones de la sociedad civil para el 6° examen de México ante 
el Comité de Derechos Humanos (16 y 17 de octubre de 2019), abordando las temáticas y problemáticas de carácter estructural 
y prioritario que atraviesan la crisis de derechos humanos en México. En lo referente a la práctica de incineraciones, en el docu-
mento se describió la propuesta de recomendación de investigar las incineraciones de cuerpos no identificados por autoridades 
del Estado y sancionar a las personas responsables, tal como de generar un mecanismo que contribuya a garantizar los dere-
chos a la verdad, justicia y no repetición, con participación de personas especialistas independientes, nacionales e internaciona-
les, colectivos de familiares de personas desaparecidas y organizaciones de la sociedad civil, en seguimiento a lo planteado ante 
Michelle Bachelet en la carta. Consulta más: Informe alternativo de las organizaciones de la sociedad civil de México al Comité 
Contra la Tortura de la ONU. 2012–2019: 47, 51-52, https://redtdt.org.mx/wp-content/uploads/2019/04/informesombra-V2carta.
pdf (consultada el 3 de abril de 2021) y Informe alternativo conjunto de las organizaciones de la sociedad civil para el VI exámen 
de México ante el CCPR (septiembre 2019): 7-8, 18, https://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CCPR/Shared%20Documents/MEX/
INT_CCPR_CSS_MEX_37093_S.pdf (consultada el 3 de abril de 2021).
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debe corresponder en todo caso a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas 
Jalisco (CEEAVJ)175. En seguimiento, en una de las sesiones ordinarias de la CEEAVJ se 
realizó alusión respecto al tema, y se acordó en el pleno la viabilidad de pedir a la Fisca-
lía del Estado de Jalisco y el IJCF que “den los antecedentes de lo sucedido y se informe 
sobre las medidas que han tomado en el tema”176.

A nivel del estado de Jalisco, el titular de la FEJ, Gerardo Octavio Solís, informó que se 
haría la revisión minuciosa de todos los expedientes del IJCF en un plazo de dos se-
manas para “determinar bajo qué circunstancias se autorizó quemar los cadáveres” 
y verificar en cuantos casos se cuenta con expedientes incompletos, asumiendo que 
seguramente existen los archivos que no quedan completamente integrados177.  

Asimismo, el ex coordinador del gabinete de Seguridad, Macedonio Tamez Guajardo, 
señaló de manera desmesurada, que los cuerpos incinerados “nunca podrán ser iden-
tificados, debido al mal manejo que se dio a estos cadáveres”, ante la ausencia de los 
perfiles adecuados del personal contratado y la falta de seguir los protocolos. Además, 
advirtió que por la imposibilidad de identificar a los cuerpos cremados, “se está ago-
tando un procedimiento legal para disponer de ellos” y recogerlos por parte de sus 
familiares178. 
En lo que respecta a las autoridades de Jalisco, también cabe mencionar que el 8 de 
febrero de 2019, se publicó un acuerdo del Gobernador, mediante el cual se conformó 
la comisión para el acompañamiento y observación del proceso de identificación que 
permita la inhumación de cadáveres179, misma que formaba parte del proceso de se-
guimiento institucional tras el hallazgo de las cámaras refrigerantes. Es relevante desta-
car que en su exposición de motivos se mencionó de manera directa la prohibición de 

175	  Raul Torres, “Llama Encinas a investigar casos de incineraciones de cuerpos en Jalisco”, El Universal, 24 de marzo de 
2019,https://www.eluniversal.com.mx/estados/llama-encinas-investigar-casos-de-incineraciones-de-cuerpos-en-jalisco (consul-
tada el 4 de abril de 2021)

176	  Secretaría Técnica de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas Jalisco (2019), Convocatoria a la Quincua-
gésima Sexta sesión ordinaria de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas Jalisco y Tercera del 2019
https://transparencia.info.jalisco.gob.mx/sites/default/files/ACTA%20SESION%2056.pdf (consultada el 10 de abril de 2021)

177	  Milenio, “Investigan incineración de cuerpos no identificados en Jalisco”, 5 de febrero de 2019, https://www.milenio.
com/policia/investigan-incineracion-de-cuerpos-no-identificados-en-jalisco  (consultada el 4 de abril de 2021)

178	  Raul Torres, “Reconocen mal manejo de cuerpos en SEMEFO”, El Universal, 14 de enero de 2019, https://www.eluniver-
sal.com.mx/estados/reconocen-mal-manejo-de-cuerpos-en-SEMEFO-de-jalisco, (consultada el 4 de abril de 2021)

179	 Periódico Oficial el Estado de Jalisco (2019) ACUERDO DIELAG ACU 020/2019 del Gobernador Constitucional del Estado 
de Jalisco, mediante el cual se conforma la comisión para el acompañamiento y observación del proceso de identificación que 
permita la inhumación de cadáveres que tiene bajo su resguardo la Fiscalía del Estado como disponente secundario de los mis-
mos, https://periodicooficial.jalisco.gob.mx/content/viernes-8-de-febrero-de-2019 (consultada el 5 de abril de 2021)



102

incineración de los cuerpos de personas cuya identidad se desconozca.

Tal como se ha señalado, las incineraciones de cuerpos sin identificar afectaron de 
manera irreversible múltiples derechos humanos y generaron diversos impactos, sin 
embargo, por parte de las autoridades estatales y federales no se han emprendido 
acciones reales para esclarecer los hechos y determinar y sancionar a las personas 
responsables. Si bien, en febrero de 2019 el Fiscal del Estado afirmó que tras el análisis 
de la información correspondiente a las personas fallecidas incineradas sin identificar, 
“si existe una responsabilidad se tendría que iniciar la carpeta y citar a los servidores 
públicos”180, a la fecha no hay claridad de cuántas carpetas de investigación y procesos 
de responsabilidad administrativa se han aperturado en contra de las personas que 
han actuado de manera omisa y negligente. 

Al preguntar a la FEJ sobre la existencia y los detalles de los procesos penales o de 
responsabilidad administrativa en la materia, se derivó la competencia para responder 
a la Contraloría del Estado, al IJCF y a la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrup-
ción (FECC)181, y posteriormente la FEJ respondió que esta información tiene carácter 
de reservada y confidencial debido a que “encuadra en los supuestos de restricción”182. 

Asimismo, la FECC negó la existencia de alguna investigación al respecto y remitió la 
solicitud a la Unidad de Transparencia e Información del IJCF183, y conforme a la infor-
mación proporcionada por la Contraloría Interna del IJCF se advirtió que existe una 
investigación administrativa en la etapa de investigación184. De igual manera, la Contro-
laría del Estado respondió que derivado de la Recomendación 40/2019 de la CEDHJ, en 
la que hay mínimas referencias a la práctica de incineración, se ordenó por cuestión de 
competencia remitir a Titulares de los Órganos Internos de Control del IJCF y de la FEJ, 
copia certificada de la recomendación, solicitandoles el inicio de los procedimientos de 

180	   Milenio, “Investigan incineración de cuerpos no identificados en Jalisco”, 5 de febrero de 2019, https://www.milenio.
com/policia/investigan-incineracion-de-cuerpos-no-identificados-en-jalisco  (consultada el 4 de abril de 2021)

181	   Fiscalía del Estado de Jalisco (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio FE/UT/1335/2021.

182	  Fiscalía del Estado de Jalisco (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio FE/UT/2279/2021.

183	   Fiscalía Especializada de Combate a la Corrupción (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio FECC/
UT/086/2021.

184  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCF/UT/191/2021. investiga-
ción se realiza bajo el número de expediente IJCF/CONTRALORIA/02/2020-PRA.
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investigación administrativa, mismos que fueron iniciados por ambas instituciones185. 
Aunque se detectan actuaciones en el año 2020, a más de 5 años del cese de la prác-
tica de incineración de cuerpos en Jalisco, los hechos quedan en plena impunidad y 
olvido, y existe opacidad para proporcionar la información sobre los procedimientos.

Tampoco se conocen los resultados de revisión de las cajas y de los expedientes co-
rrespondientes a las personas cuyos cuerpos fueron incinerados que iban a ser rea-
lizados a fin de verificar la posibilidad de identificar dichos cadáveres. Ante esto, de 
acuerdo con la información proporcionada por la Coordinación General de Servicios 
Periciales de la entonces Procuraduría General de la República “no es posible saber el 
perfil genético de muestras cremadas (cenizas) de una persona, por lo que es mate-
rialmente imposible brindar auxilio o señalar alguna institución que lo pudiera hacer”186. 
Asimismo, conforme al Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición, “las cenizas 
no son “muestra biológica” adecuada que permita realizar cualquier tipo de estudio ge-
nético con resultados confiables, sin olvidar la contaminación cruzada entre las cenizas 
de las personas que fueron cremadas en el mismo horno”, señalando que debido a las 
temperaturas de los hornos crematorios, “es muy improbable que el material genético 
no se haya degradado”. Sin embargo, el Instituto también destacó que podría caber “la 
posibilidad que al final de la cremación queden rostros pequeños de huesos o dientes 
para obtener médula ósea y extraer ADN para la prueba genética”, aunque esto de-
pende si las cenizas fueron pasadas por un pulverizador y un cernidor, mismos que 
limitan la probabilidad de contar con un material genético187. Considerando lo anterior, 
la Dirección del SEMEFO respondió que debido a que no cuenta con personal especiali-
zado ni procedimientos o manuales técnicos en relación a la cremación de cuerpos, no 
es posible responder de manera oficial si en la incineración se utilizaron los métodos de 
pulverización, que tipo de procedimientos sanitarios fueron aplicados posteriormente a 
la cremación188, o si existe posibilidad de identificar a los cadáveres incinerados189. 

Por otro lado, especialistas en materia forense señalan que ante los casos de incinera-

185	   Contraloría del Estado de Jalisco (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio DC/UT/094/2021. Se refiere a 
las investigaciones iniciadas bajo lossiguientes números de expedientes: IJCF/CONTRALORIA/02/2020-PRA y P.R.A.061/2020.

186	  Procuraduría General de la República (2017). Respuesta a solicitud de información. Oficio PGR/UTAG/DG/002057/2017.

187	  Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición (2017). Respuesta a solicitud de información. Oficio UT/1163/2017.

188	   Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2021). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/UT/390/2021

189	   Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. (2021). Respuesta a solicitud de información. Oficio IJCF/UT/398/2021
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ción de cuerpos existe el riesgo de contaminación cruzada tras la pulverización sobre 
la misma superficie y con el mismo rodillo, y además, existe baja probabilidad de ex-
traer ADN. 

En este caso, en algunas situaciones “el único recurso disponible para el proceso de 
identificación” podrían ser los dientes ante su alta resistencia al fuego. Si bien en los 
procesos de cremación no se conservan las estructuras dentales, dependiendo de la 
temperatura de cocción, materiales metálicos o cerámicos empleados en los trata-
mientos odontológicos rescatados de las cenizas pueden preservar su integridad y 
facilitar la identificación mediante su comparación y superposición con documentación 
ante mortem, incluidas las radiografías dentales190. Aunque el proceso de identifica-
ción del cadáver incinerado constituye un desafío ante deterioro o destrucción de sus 
características identificatorias, resulta clave generar todas las acciones posibles para 
abonar al acceso a los derechos a la identidad, verdad y justicia, y se espera que las 
acciones realizadas con esta finalidad y los avances de métodos científicos de identifi-
cación permitan garantizarlos.

5.2 Tráileres en la impunidad

Dos días después de darse a conocer la noticia de la caja frigorifica abandonada 
en un predio de Tlajomulco de Zúñiga, el 17 de septiembre del 2018, El Director Ge-
neral del IJCF fue el primer funcionario público sancionado con la remoción de su 
cargo y por su responsabilidad en acciones que “fuera de todo protocolo, permitie-
ron que un contenedor refrigerante para la disposición de personas fallecidas que 
no han sido reclamadas haya tenido el mal manejo que tuvo”. Además señaló que 
“estos hechos son totalmente inadmisibles y serán sancionados con todo rigor.”191  
Dos días después, el 19 de septiembre, se toma la determinación de separar de 
su cargo al entonces Fiscal General del Estado, Raúl Sánchez Jiménez, para se-
guir con las indagatorias. Lo anterior en un evento realizado en Casa Jalisco, donde 
también se precisó sobre el número de cuerpos habidos en el contenedor que fue 
ya no de 157, sino de 273, más 79 en un segundo contenedor localizado en el es-

190	  Picapedra A., Sassi C.,  ,Bengochea Montero M., Rodríguez Almada H., “Identificación a partir de cenizas crematorias 
por métodos odontológicos”, Gaceta Internacional de Ciencia Forense (enero-marzo 2019): 34-40. https://www.uv.es/gicf/5C1_Pi-
capedra_GICF_30.pdf (consultada el 30 de abril de 2021)

191	  Redacción AN, “Remueven a titular de Ciencias Forenses de Jalisco por tráiler con cadáveres”, Aristegui 
Noticias, 17 de septiembre del 2018, https://aristeguinoticias.com/1809/mexico/remueven-de-su-cargo-a-titu-
lar-de-ciencias-forenses-de-jalisco-por-trailer-con-cadaveres/, (consultado el 3 de mayo del 2021).  
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tacionamiento del IJCF que, sumado a los 122 dentro de las instalaciones del IJCF, 
sumaban 444 cuerpos bajo su resguardo. Como respuesta, Sánchez Jiménez ma-
nifestó estar tranquilo puesto que se deslindaba de toda responsabilidad de los he-
chos, aunque, dijo estar enterado de la situación del contenedor refrigerante, tan-
to como Secretario  General de Gobierno y como el Gobernador del Estado.192  
En su recomendación 10/2019 la CEDHJ determinó al menos nueve presuntos responsa-
bles de los hechos que derivaron en el mal manejo de los cuerpos y la caja refrigerante, 
entre ellos figuran Raúl Sánchez Jiménez como fiscal general; Marisela Gómez Cobos 
como fiscal central; Fausto Mancilla Martínez como fiscal regional; José Morales Estra-
da como subdelegado adscrito a la Dirección de Investigación y Persecución del Delito; 
Salvador Marco Antonio Cruz Flores, como director de Recursos Materiales y Bernardo 
Arzate Rábago como coordinador general de Administración y Profesionalización por 
parte de la FGE, mientras que por parte del IJCF señaló a Luis Octavio Cotero Bernal como 
Director General; Eduardo Mota Fonseca como Director del SEMEFO y a Francisco Javier 
Ortega Vázquez como Coordinador de Recursos Materiales y Servicios Generales193. 
Después de esos eventos se dio seguimiento a la atención que recibieron los cuerpos 
de PFSI y las capacidades tanto de resguardo como de realización de trabajos pericia-
les, aunque no se comunicó mayor información sobre el seguimiento de las investiga-
ciones que darían con las personas responsables de tan indignante y lastimoso evento. 
Fue casi dos años después cuando, el 20 de julio del 2020, a raíz de las pocas noticias en 
los avances de las investigaciones realizadas al respecto, el Congreso de Jalisco aprobó 
un acuerdo legislativo para llamar a rendir cuentas a la Lic. María Teresa Brito Serrano, 
titular de la Contraloría del Estado y al Mtro. Gerardo Ignacio De La Cruz Tovar, titular 
de la Fiscalía Especial en el Combate a la Corrupción. Esto a fin de que “informen si hay 
investigaciones de las irregularidades detectadas en el Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses, [...] en especial la falta de aplicación de protocolos de identificación de perso-
nas y el resguardo de personas fallecidas sin identificar en cámaras frigoríficas, durante 
el ejercicio del C. Luis Octavio Cotero Bernal, como Director General de dicho Instituto.”194 
Como respuesta, el titular de la FECC mediante el informe con oficio FECC/2018/2020 

192	  Rosario Bareño, “Estoy tranquilo, confío en no ser un “chivo expiatorio”: Raúl Sánchez”, El Occidental, 23 
de noviembre de 2018, https://www.eloccidental.com.mx/local/estoy-tranquilo-confio-en-no-ser-un-chivo-expiato-
rio-raul-sanchez-2703827.html, (consultado el 3 de mayo de 2021). 

193	  Luis Herrera, “La impunidad del Tráiler de la Muerte en Jalisco”, Reporte Índigo, 28 de julio de 2020, 
https://www.reporteindigo.com/reporte/la-impunidad-del-trailer-de-la-muerte-en-jalisco-responsabilidad-funciona-
rios-corrupcion/, (consultado el 3 de mayo del 2021). 

194	  Acuerdo Legislativo de la Junta de coordinación Política, INFOLEJ 5128-LXII 
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dirigida al Congreso señaló que “actualmente se encuentran en trámite 6 inves-
tigaciones relacionadas con las irregularidades detectadas en el Instituto Jalis-
ciense de Ciencias Forenses, relacionadas con la falta de aplicación de proto-
colos de identificación de personas y el resguardo de personas fallecidas sin 
identificar en cámaras frigoríficas, durante el ejercicio del Lic. Luis Octavio Cotero 
Bernal, como Director General del Instituto en cita [...] dichas investigaciones se tra-
mitan con los números de Carpeta de Investigación 34/2019, 37/2019, 43/2019, 
148/2019 y 390/2019. Todas se encuentran en etapa de Investigación Inicial”195 
De las mismas, tan solo una, marcada con el número de Carpeta de Investigación 
184/2019, corresponde a los hechos relacionados con el traslado de la cámara frigorífica 
sin cumplir con las condiciones de conservación de cadáveres, reconociendo a su vez, la 
participación de diversos servidores públicos y dirigentes tanto del IJCF como de la FEG. 
Las líneas de investigación planteadas en la indagatoria están encaminadas a acreditar los 
delitos previstos en los numerales 151 fracción I y 154 fracción XV del Código Penal para el 
Estado de Jalisco. Para ello se afirma hasta el momento la recabación de “más de 28 entre-
vistas en torno a los hechos que se investigan”. Sin embargo, se sostiene que para que sea 
factible para el Ministerio Público determinar si ejerce acción penal se necesita “obtener 
información documental que corrobore lo manifestado por los testigos en entrevistas.”196 
Las Carpetas de Investigación restantes de las que da cuenta la FECC se relacionan con 
irregularidades al interior del IJCF que derivan en la no identificación y la imposibilidad de 
vinculación a una carpeta de investigación a por lo menos 69 PFSI, debido a que la etiqueta 
en la que se registran los datos relacionados con el cuerpo se borraron por efecto de flui-
dos de descomposición de cada uno de los cuerpos. Sumándose a ello el caso de que se 
localizaron varias bolsas con indumentaria perteneciente a PFSI sin que existiera un re-
gistro, inventario o documento que avalara su existencia, entre otras irregularidades más. 
Recientemente, mediante una solicitud de información, a la misma FECC informó que 
había una persona imputada por los hechos relacionados, misma que anteriormente 
ocuparía el cargo de Coordinador General de Administración y Profesionalización de 
la Fiscalía General del Estado de Jalisco, por el delito de “uso ilícito de atribuciones y 
facultades contemplado en el artículo 152 fracción VIII.”197

195	  Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción (2020) Oficio FECC/2018/2020

196	  Ibidem.
197	  Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción (2021), respuesta a solicitud de información, oficio 
FECC/UT/106/2021.
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Por su parte, la Dirección de Áreas de Denuncias de la Contraloría del Estado infor-
mó mediante una respuesta a una solicitud de transparencia marcada con el núme-
ro de oficio DC/UT/083/2021 que “dentro del expediente 473-DGJ/OIC-DQ/2018-C, 
con fecha diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, se inició una investigación 
administrativa, con objeto de “deslindar cualquier responsabilidad que pudiese sur-
gir con motivo de los servidores públicos que solicitaron y autorizaron que la unidad 
(tráiler) que alojaba cuerpos de personas no identificadas, transitara por la zona me-
tropolitana de Guadalajara”; misma, en la que con fecha de tres de agosto de dos mil 
veinte, se dictó la correspondiente determinación y calificación de la falta, determi-
nandose el probable actuar irregular de cuatro servidores públicos”.198 Allí mismo se 
considera la clasificación de las faltas que son tres como no graves y una como grave. 
Allí mismo la Dirección de Área de Responsabilidades y de lo Contencioso tuvo 
a bien informar que del mismo expediente derivaron los procedimientos de res-
ponsabilidad administrativa bajo los números de expediente 43/2020-A, 46/2020-
A, 47/2020-A y 48/202-A iniciados por esta Dirección en fecha 03 de agosto del 
2020, para su debida sustanciación, en contra de cuatro servidores públicos que 
en su momento ocuparon los cargos de Director del Servicio Médico Forense, Di-
rector General y Coordinador de Recursos Materiales y Servicios Generales, del 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, así como en contra de quien en su mo-
mento ocupó el cargo de Director de Recursos Materiales. Sustanciación que se 
encuentra pendiente de resolver y por ende no ha caído sanción alguna, pero que 
fueron calificados, tres de ellos como faltas no graves y uno como falta grave.”199 
Por su parte, la Contraloría Interna del IJCF mediante una respuesta a una solicitud de 
información indica que tiene “dos investigaciones administrativas las cuales se encuen-
tran en etapa de investigación y se encuentran registradas bajo los números de expe-
dientes IJCF/CONTRALORIA/21/2019-CD e IJCF/CONTRALORIA/02/2020-PRA”.	

Sin  embargo, pese al número de investigaciones y a más de dos años y medio de darse a 
conocer los deplorables sucesos que destaparon la crisis forense del Estado, solo se ha 
vinculado a proceso a una persona: se trata de una ex funcionaria señalada de omitir el 
contrato con la empresa propietaria de los tráileres con caja frigorífica que resguarda-
ron 352 cuerpos durante la crisis del IJCF por los que habría ordenado pagos de “fondo 

198	  Contraloría del Estado (2021), respuesta a solicitud de información, oficio: DC/UT/083/2021.

199	  Contraloría del Estado (2021), respuesta a solicitud de información, oficio: DC/UT/083/2021.
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revolvente”,200 misma que ocupara el cargo de Coordinador General de Administración 
y Profesionalización de la FGE, como se señala arriba sobre una persona imputada en 
una respuesta de la FECC. Mientras tanto, el ex Director General del IJCF se encuentra a 
la espera para la audiencia de imputación por el mal manejo de los cuerpos de PFSI201.  
Sobre el desahogo de las investigaciones que relacionen a otras personas y deslinden 
responsabilidades nada se sabe; no ha habido pues, hasta ahora, ninguna sentencia y, 
por lo tanto, ninguna ejecución de sanción, quedando hasta el momento dichos críme-
nes en completa impunidad.

5.3. Donaciones sin control

Por mucho tiempo ha imperado en los servicios forenses de Jalisco una objetivación de 
las personas fallecidas sin identificar, por lo cual su resguardo final se ha llevado a cabo 
más como un desechamiento de “cadáveres que estorban”202 que de una persona que 
podría ser buscada por sus seres queridos.

En ese sentido, una de las fallas respecto a la disposición final de los cuerpos resultó 
ser la donación de los mismos a instituciones educativas para fines de docencia e in-
vestigación. Ya que principalmente estaba permitido, bajo la autorización del Ministerio 
Público, en personas desconocidas, pero también aquellas no reclamadas luego de 72 
horas de resguardo en las instalaciones del IJCF, aún cuando ya hubieran sido identifi-
cadas mediante las pruebas periciales203.

El IJCF ha señalado que se donaron 928 personas entre 1997 y 2017204, aludiendo que 
las mismas fueron prohibidas a partir del año 2018. Sin embargo, la misma autoridad 
señala que existen donaciones de las cuales no hay evidencia documental sobre el año 

200	  Elizabeth Ibal, “Procesan a exfuncionaria de Jalisco por el Tráiler de la Muerte”, El Occidental, 8 de sep-
tiembre de 2019, https://www.elsoldemexico.com.mx/republica/sociedad/procesan-a-exfuncionaria-de-jalisco-por-
el-trailer-de-la-muerte-4151532.html, (consultado el 4 de mayo de 2021). 

201	  Román Ortega, “En casi dos semanas terminará investigación complementaria por “tráileres de la muer-
te”, El Occidental, 13 de febrero de 2021, https://www.eloccidental.com.mx/policiaca/en-casi-dos-semanas-termi-
nara-investigacion-complementaria-por-traileres-de-la-muerte-6358090.html, (consultado el 5 de mayo de 2021). 

202	  Frase utilizada por las fuentes internas del SEMEFO consultadas para la realización de este informe.

203	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. Políticas Generales para el Servicio Médico Forense del Institu-

to Jalisciense de Ciencias Forenses.

204	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCT/
UT413/2021
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en el que fueron donados a las instituciones educativas, pero sí respecto al año en el 
que ingresaron, es decir, se trata de 185 cuerpos donados a universidades y que ingre-
saron a SEMEFO en 2008, 2009, 2010, 2011, 2012 y 2018.

Lo que se ha evidenciado en años recientes respecto a esta práctica a nivel nacional, es 
que los servicios forenses no han sido rigurosos en la generación de documentación y 
el registro sobre la disposición y destino final de muchos de los cuerpos que han sido 
donados a las universidades205.

De la donación el IJCF solo ha respondido sobre datos estadísticos de los mismos: a 

205	  Luis Alonso Pérez. “Donación de cadáveres, una desaparición silenciosa”, Emeequis, 27 de septiembre de 
2020, https://www.connectas.org/especiales/donacion-de-cadaveres/ (consultada el 3 de mayo de 2021)
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qué universidad se donaron, sexo y edad, pero no brinda información sobre el destino 
final que hayan tenido los mismos, es decir, si algunos fueron devueltos a la misma 
autoridad o qué disposición final tuvieron una vez que ya no se utilizaron para los fines 
de docencia e investigación, argumentando que “las instituciones educativas son res-
ponsables de la disposición final de los cadáveres206.

Aunque existen protocolos y normativas en distintos niveles respecto al registro de la 
trazabilidad de las personas fallecidas que ingresan a los servicios forenses, así como 
el control de la cadena de custodia para verificar todos los procedimientos y los encar-
gados de los mismos a la hora de tener bajo su poder un cuerpo. Las donaciones de 
cadáveres, órganos, tejidos o productos son una incógnita.

En el documento sobre Políticas Generales del SEMEFO, el IJCF solo hace mención de 
que habrá un encargado administrativo de llevar un registro en particular de los cadá-
veres donados a instituciones educativas, que debía ser informada semestralmente al 
director del SEMEFO y al Director General del IJCF. A pesar de esto, normas que regulan 
específicamente la donación, como la Ley General de Salud o el Reglamento de la Ley 
General de Salud  en materia de control sanitario de la disposición de órganos, tejidos 
y cadáveres de seres humanos, solo hablan de la responsabilidad de las instituciones 
educativas para generar la documentación oficial sobre el resguardo, principalmente 
previendo escenarios en los que posteriormente se reclame el cuerpo.

Lo anterior resulta fundamental porque en Jalisco no solo han habido registros insufi-
cientes sobre la donación para docencia e investigación, sino que se han documentado 
malas prácticas por parte de instituciones educativas que tuvieron bajo se resguardo 
personas fallecidas donadas por el IJCF. 
Tal es el caso de la Universidad de Guadalajara, que entre 1997 y 2018 recibió 454 per-
sonas fallecidas donadas, según los datos del IJCF207. Aunque la institución educativa 
solo reconoce 409 donaciones en la actualidad208. Esto no fue lo más grave, sino que 
la institución cremó y ha conservado las cenizas en el Panteón de Mezquitán de 344 

206	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCT/
UT413/2021

207	  Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (2021). Respuesta a la solicitud de información. Oficio IJCT/
UT413/2021

208	  Universidad de Guadalajara (2019). Respuesta a la solicitud de información. Oficio CTAG/UAS/3098/2019
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cuerpos que le fueron donados entre los años 2000 y 2016, estos cuerpos correspon-
den a 389 donaciones que llegaron específicamente al Centro Universitario de Ciencias 
de la Salud, en la ZMG. Destacando que 91 de esos cuerpos, 26% del total de incinera-
dos, fueron entre 2013 y 2016, cuando la Ley General de Víctimas ya contemplaba una 
prohibición legal expresa a la incineración de cuerpos, además de que 198 eran cuer-
pos clasificados por la autoridad como desconocidos o NN, siendo los 146 restantes 
cuerpos que la UdeG reconoce como cuerpos ya identificados, lo que contraviene lo 
establecido entonces en el Reglamento de la Ley General de Salud en materia de con-
trol sanitario de la disposición de órganos, tejidos y cadáveres de seres humanos, que 
en su fracción I, artículo 82, señala claramente que las instituciones educativas “solo 
podrán recibir cadáveres de personas desconocidas”.

Esta información se hizo pública en una cantidad menor, ya que en una pieza periodís-
tica de Luis Herrera209 se hablaba únicamente de 118 cremaciones entre 2006 y 2016, 
con 55 cuerpos incinerados luego de 2013, cuando entró en vigor la Ley General de 
Víctimas. Al respecto se posicionó el rector general de la casa de estudios, Ricardo Vi-
llanueva Lomelí, y señaló que la institución había actuado conforme a la norma vigente 
y no fueron notificados del cambio en la normativa hasta 2016210.

Como seguimiento al tema, CEPAD solicitó a través de transparencia los documentos 
que avalan los dichos de la institución y si a partir de la investigación periodística se 
había abierto alguna investigación interna para esclarecer los hechos relacionados con 
la cremación de cuerpos en la UdeG. Aunque solo se evidenció que, a pesar de las 
disposiciones legales y ante la negativa pública del rector general para asumir las res-
ponsabilidades, se señaló que no existe ninguna investigación interna211, además de que 
se descubrió que la UdeG no fue notificada por el IJCF en 2016 sino hasta el siguiente 
año, no expresando directamente la prohibición de las cremaciones sino alegando un 
cambio en la normativa general respecto al tratamiento de cuerpos en la Ley General 
de Víctimas y señalando que por tal razón se debía terminar con el convenio de cola-

209	  Luis Herrera. “Cremación de cuerpos no identificados en la UdeG”, Reporte Índigo, 15 de octubre de 2019, 
https://www.reporteindigo.com/reporte/cremacion-de-cuerpos-no-identificados-en-la-udeg-registros-ley-gene-
ral-victimas/ (consultada el 7 de mayo de 2021)

210	  Karia Diéguez, “Niega UdeG cremación ilegal de cuerpos”, Mural,17 de octubre de 2019 https://www.

reforma.com/niega-udeg-cremacion-ilegal-de-cuerpos/ar1793544 (consultada el 7 de mayo de 2021)

211	  Universidad de Guadalajara. Respuesta a la solicitud de transparencia. Oficio SG/III/4/195/2021
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boración 31/2013/DJ/IJCF/CONV212.

En el contexto actual de desaparición y ante la crisis forense, la donación de personas 
desconocidas resulta preocupante, pues la perspectiva en torno al desechamiento de 
las PFSI ha tenido como consecuencia que no se generara la documentación requerida 
para su posterior identificación.

La Ley General de Salud, en su artículo 350 Bis 3, ha obligado que solo podrán ser 
donados para docencia e investigación los cadáveres o restos de personas conocidas, 
siempre y cuando se tenga el consentimiento del disponente, que podría ser la familia 
o la autoridad competente que lo tenga bajo su responsabilidad. Mientras que, en ese 
mismo artículo pero hasta 2017, se señaló que para los casos de personas desconoci-
das o no identificadas se regiría el procedimiento bajo lo dispuesto por la Ley General 
de Desaparición, aunque ésta última no contempla expresamente la donación para 
fines de docencia e investigación en su sección cuarta, que habla sobre la Disposición 
de Cadáveres de Personas. 

212	  Universidad de Guadalajara. Respuesta a la solicitud de transparencia. Oficio RG/SPR/135/2021
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CONCLUSIONES

El caso Jalisco representa un reto importante en materia forense, pues son múltiples 
y complejas las fallas respecto al tratamiento, trazabilidad, identificación, notificación y 
entrega de los cuerpos o restos óseos de personas fallecidas. 

La objetivación de las personas fallecidas sin identificar y el tratamiento deshumaniza-
do a través de la donación sin seguimiento, la incineración sin pruebas fundamentales 
para la posterior identificación y la inhumación con procedimientos poco rigurosos 
para dar con la identidad de la persona fallecida y el paradero de su familia, son apenas 
algunos de los ejemplos más tangibles de la forma en que las personas fallecidas han 
sido tratadas desde el ámbito forense en Jalisco.

Familiares de personas desaparecidas, quienes en su búsqueda han tenido que en-
frentar a la autoridad forense y ministerial para localizar a los suyos, han empujado una 
narrativa de humanización, colocando en el centro a las víctimas, impulsando nuevos 
procesos y dando un giro importante para cambiar las prácticas forenses, resignifican-
do y dignificando la memoria de las personas fallecidas sin identificar.

Atender y caminar rumbo a la mejora en las labores forenses sólo podría ser posible a 
través de la coordinación interinstitucional y de distintos niveles de gobierno, voluntad 
política, transparencia y rendición de cuentas, autonomía real y procesos exhaustivos, 
entre otros, para que se generen políticas públicas que atiendan de fondo esta crisis 
persistente. 

Iniciativas por el esfuerzo de las familias, como el Mecanismo Extraordinario de Iden-
tificación Forense resultan claves para este proceso, porque su operación para tratar 
de resolver la dinámica acumulativa de los trabajos forenses en México se enfocará 
directamente en lo que ahora requiere Jalisco y otras entidades del país, algo que debe 
ser paralelo al fortalecimiento de los servicios ya existentes, ya que el carácter del MEIF 
es extraordinario y, por lo tanto, temporal.

Ante esto, desde el CEPAD hemos elaborado recomendaciones, basadas en el análisis 
general de este informe, la voz de las familias que nos compartieron su experiencia, 
disposiciones jurídicas aplicables y contexto general e institucional de Jalisco. Estas 
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recomendaciones nos resultan claves para empezar a abordar la crisis forense y contribuir en 
los procesos de mejora para poder acceder a la justicia, verdad, reparación integral, incluyendo 
las garantías de no repetición de estos hechos lamentables, como el hallazgo de las cámaras 
refrigerantes, para que no vuelvan a suceder nunca más. 
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RECOMENDACIONES

RECOMENDACIONES GENERALES

Asegurar la efectiva implementación de la Ley de Personas Desaparecidas del Estado de Jalisco y la Ley General en Mate-
ria de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de 
Personas en todo el territorio del estado de Jalisco.

Realizar los ajustes presupuestarios necesarios a fin de garantizar los recursos materiales, humanos y tecnológicos sufi-
cientes para la efectiva implementación y aplicación de la Ley de Personas Desaparecidas del Estado de Jalisco. Garantizar 
los recursos suficientes que permitan el cumplimiento de sus objetivos de manera adecuada por todas las autoridades 
encargadas de la búsqueda, identificación, investigación y atención a víctimas.

Reconocer por parte del Gobierno del Estado de Jalisco las características que evidencian la situación de la crisis huma-
nitaria forense en Jalisco, buscando acciones para mantener la memoria y dignificar a las víctimas, así como generar las 
medidas de no repetición.

INSTITUTO JALISCIENSE DE CIENCIAS FORENSES

Realizar reformas legislativas en materia forense y pericial con la finalidad de garantizar la autonomía técnica, operativa y 
presupuestaria del IJCF. Establecer que las personas perito y especialistas forenses realicen su trabajo con base en criterios 
técnicos y científicos, sin influencias o injerencias innecesarias para la toma de decisiones.

Garantizar que el IJCF cuente con el personal multidisciplinario necesario, así como la capacidad técnica, humana y de 
distintas especialidades forenses (arqueología, antropología física, antropología social y cultural, medicina, odontología, ra-
diología, genética, criminalística, geología, entomología, biología, balística o química, entre otras) para realizar las acciones 
de identificación humana. Se deben crear las áreas especializadas o grupos de trabajo multidisciplinarios para los fines de 
identificación humana y el acceso a la justicia, incorporados por personas con ética profesional, competencia técnica, cono-
cimiento del contexto y del marco legal relativo a su función.

Garantizar la debida infraestructura institucional a fin de desarrollar de manera oportuna los procesos de resguardo, preser-
vación, trazabilidad, identificación humana, análisis multidisciplinario, procesamiento de información y atención a víctimas. 
Reforzar la infraestructura y fortalecer las capacidades del personal de las delegaciones regionales del IJCF.

Elaborar un diagnóstico institucional sobre la situación forense en el estado de Jalisco. El cual debe ser público e incluir 
información estadística y cualitativa sobre los cuerpos bajo resguardo del IJCF, los procesos de identificación humana e 
inhumación,  la operatividad, estructura, personal e infraestructura del IJCF, así como la información referente a las fosas 
clandestinas y comunes y los cuerpos, osamentas y restos humanos exhumados de las mismas. Con base en la informa-
ción detallada en el diagnóstico, en el marco del Comité Coordinador del Sistema Estatal de Búsqueda del Estado de Jalisco 
se debe diseñar y planear las acciones, estrategias y políticas públicas que resulten más oportunas ante el contexto, con-
templando los recursos necesarios para su efectiva implementación.

Garantizar los recursos materiales, humanos y técnicos necesarios a fin de asegurar la realización de las actividades de 
resguardo, trazabilidad e identificación forense con capacidad técnica, seguridad, prontitud, efectividad y apego a los más 
altos estándares en la materia y de derechos humanos. Otorgar presupuesto necesario para asegurar el acceso a la alta 
tecnología y equipamiento necesario para la identificación humana.

Adoptar todas las medidas que sean necesarias a fin de desarrollar y fortalecer una unidad enfocada en la identificación 
humana en Jalisco, integrada por un equipo multidisciplinario de especialistas forenses y laboratorio de genética, dotado 
con un marco de operación adaptado al contexto y necesidades de víctimas, técnicas y métodos de actuación científicos 
y analíticos especializados y las condiciones institucionales, presupuestarias y de seguridad necesarias para su adecuada 
operación, retomando las buenas prácticas internacionales y nacionales..

El proceso de identificación humana debe realizarse bajo las condiciones mínimas que aseguren respeto a la dignidad, 
máxima calidad, prontitud, eficiencia y transparencia del proceso, así como confiabilidad de resultados. Debe basarse en un 
análisis multidisciplinario e integral, incluidas la completa realización de las pruebas forenses y agotamiento de las acciones 
y diligencias necesarias para la identificación, abonando a la determinación de la identidad de la persona, la manera y causa 
de su muerte y contribuyendo a la reconstrucción de los hechos y acceso a la justicia.
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Garantizar los recursos necesarios para fortalecer la operación y capacidad del Laboratorio de Genética Forense del IJCF, 
fomentando la transparencia y desarrollando las capacidades internas y de alta especialidad en el procesamiento de mues-
tras a fin de recuperar la confianza y credibilidad de servicios forenses. Ante la sobrecarga del Laboratorio de Genética Fo-
rense del IJCF y las necesidades de procesar muestras para la obtención de perfiles genéticos en las regiones en el interior 
del estado de Jalisco, se debe considerar la creación de laboratorios de genética regionales o contratación de laboratorios 
especializados ajenos a los servicios periciales públicos a fin de realizar el procesamiento de muestras y análisis genéticos 
de manera más oportuna en todo el territorio estatal, adaptados a las necesidades del contexto de la crisis forense.

Fortalecer la capacidad del área de Atención a Familiares de PFSI del SEMEFO a fin de reforzar la coordinación, y atención a 
víctimas enfocada en los procesos y técnicas de identificación forense, y que su actuación se realice en condiciones dignas 
y adaptadas a las necesidades de víctimas, con base en empatía, sensibilidad y accesibilidad de servicios sin discriminación 
alguna.

Realizar las campañas orientadas a socializar los servicios médicos forenses y recabar las muestras de ADN y datos Ante 
Mortem a familiares de personas desaparecidas de todo el territorio del estado de Jalisco quienes no han presentado 
denuncia ante la FEPD o reporte ante la COBUPEJ. Para esta actividad se requiere contemplar recursos referentes a los 
reactivos y los costos de procesamiento de muestras.

Implementar acciones para asegurar espacios dignos, amplios y seguros para la disposición de cadáveres, restos humanos 
y osamentas en las instalaciones del IJCF, garantizando mayor capacidad de resguardo y los sistemas de refrigeración 
necesarios.

Ante la demanda de servicios forenses se deben garantizar las condiciones que prevengan las situaciones de maltrato 
laboral y explotación física y emocional del personal del IJCF.

REGISTROS Y BASES DE DATOS FORENSES:

Generar infraestructura tecnológica necesaria para el inicio de operaciones del Registro Estatal de Personas Fallecidas No 
Identificadas y No Reclamadas, Banco Estatal de Datos, Registro Estatal de Fosas y Registro Estatal de Personas Desapare-
cidas, de conformidad con la Ley de Personas Desaparecidas del Estado de Jalisco. Estos Registros Estatales forman parte 
de los Registros Nacionales correspondientes y deberán estar diseñados de tal forma que la información contenida deberá 
ser actualizada en tiempo real y de manera permanente y recabada de conformidad con los protocolos y lineamientos 
correspondientes. Los Registros Estatales deben contar con las herramientas tecnológicas y de gestión necesarias para 
permitir la interconexión con otros registros en tiempo real, con posibilidad para realizar cruces de información de manera 
permanente y continua, cumpliendo con la normativa de privacidad y protección de datos personales. 

Contemplar recursos para el desarrollo de sistemas informáticos y contratación del personal permanente capacitado, en-
cargado de operación y actualización de los registros, así como prever mecanismos de recopilación de información, incor-
poración de datos ya existentes, y participación de familiares de personas desaparecidas para alimentar y consultar los 
contenidos de los Registros Estatales, sin importar si presentaron denuncia o reporte sobre la desaparición.

Actualizar el micrositio denominado REGISTRO PFSI correspondiente a las Personas Fallecidas Sin Identificar (PFSI) a fin de 
alimentar dicha base de datos con la información previa al mes de septiembre de 2018. Al momento de incorporar infor-
mación nueva al REGISTRO PFSI se debe realizar una indicación en un lugar visible y accesible para familiares de personas 
desaparecidas sobre la fecha de actualización del registro, así como la fecha del hallazgo del cuerpo, restos humanos u 
osamentas. Se sugiere también incorporar el desglose de datos por causas de muerte y señalar si personas corresponden 
a los hallazgos de fosas clandestinas a fin de facilitar la búsqueda de personas desaparecidas.

Fomentar y fortalecer las acciones del intercambio de información biométrica con el padrón electoral del Instituto Nacional 
Electoral con fines de identificación forense y mejorar los sistemas de gestión e información internos que faciliten el proceso.

Desarrollar y actualizar por parte de la FEPD los cuestionarios de manera exhaustiva e integral para recolección y sistemati-
zación de los datos Ante Mortem a fin de que se puedan establecer congruencias con los formatos Post Mortem, Expedien-
tes Básicos de Identificación llenados y la información que contendrá el Registro Estatal y Nacional de Personas Fallecidas 
No Identificadas y No Reclamadas
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DERECHOS DE VÍCTIMAS

Brindar medidas oportunas y adecuadas de atención integral a las víctimas, incluyendo las medidas de ayuda y asistencia, 
tratamientos especializados, atención psicosocial y asesoría jurídica, considerando sus necesidades y las afectaciones en 
todos los ámbitos de sus vidas a raíz de las violaciones a los derechos humanos ocasionados por la desaparición, así como 
ante las omisiones y negligencias en la búsqueda, investigación e identificación forense. 

Facilitar la participación y garantizar el acceso de familiares de personas desaparecidas en los sitios de hallazgo de cuerpos, 
restos humanos u osamentas y en las actividades de la búsqueda en campo, otorgándoles las medidas de protección y 
seguridad y capacitando sobre el manejo de lugares de exhumación a fin de no alterar las evidencias.

Respetar el derecho de familiares de personas desaparecidas para designar peritos independientes nacionales e interna-
cionales para la realización de dictámenes correspondientes y garantizar que los peritajes elaborados por personas parti-
culares sean reconocidos con el mismo valor que los peritajes oficiales.

Los agentes del Ministerio Público correspondientes deben mantener informadas a familiares de manera periódica sobre los 
avances y las medidas adoptadas en materia de investigación y búsqueda de personas desaparecidas. Se debe garantizar 
el acceso y copia del expediente de investigación y toda la documentación que se requiera para la identificación forense, 
facilitando su participación activa en el proceso. 

No abonar a la criminalización, prácticas discriminatorias y estigmatización hacia personas desaparecidas, personas locali-
zadas en fosas clandestinas y sus familiares, para evitar que con los discursos públicos y la atención se revictimice y afecte 
la dignidad, integridad, buen nombre y reputación de las personas. 

A fin de descentralizar y mejorar la calidad de la atención a víctimas en el estado de Jalisco, se deben crear oficinas regio-
nales de la CEEAVJ, conforme a los criterios establecidos de manera previa basados en el contexto de la entidad. Dichas ofi-
cinas deben coordinarse con las delegaciones regionales del IJCF y contar con recursos necesarios y personal capacitado 
para atender a las víctimas. Asimismo, se debe considerar la creación de módulos de atención a víctimas en los municipios

Realizar el diagnóstico de impactos y afectaciones ante la crisis forense en el estado de Jalisco y con base en el mismo, 
diseñar e implementar estrategias y acciones que atiendan las necesidades de víctimas.

Garantizar el derecho a la reparación integral que atienda las necesidades individuales y colectivas de víctimas, supere 
sus vulnerabilidades y contribuya al restablecimiento de su proyecto de vida. En el marco del proceso de aprobación de la 
iniciativa de Ley de Víctimas del Estado de Jalisco se recomienda ampliar el catálogo de resoluciones que permitan el ac-
ceso al derecho a la reparación integral por parte de víctimas. Se sugiere también agregar el supuesto de la localización de 
persona desaparecida con vida o sin vida, sin que esto influya en el desarrollo del proceso penal y la sanción a las personas 
responsables de los hechos victimizantes.

MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

Impulsar y garantizar el derecho de las víctimas a participar de manera activa y sustantiva en la búsqueda de personas des-
aparecidas y los procesos de recuperación e identificación forense. Se requiere desarrollar mecanismos de comunicación y 
vinculación permanente y efectiva, así como elaboración de lineamientos a fin de garantizar la evaluación, mecanismos de 
toma de decisión y consulta previa en atención a las necesidades de víctimas.

Establecer, en conjunto con familiares de personas desaparecidas, representantes de las organizaciones de la sociedad civil 
y personas especialistas, mecanismos participativos y transparentes de monitoreo, evaluación y seguimiento a los procesos 
de identificación, trazabilidad y resguardo de cuerpos, restos humanos y osamentas y el cumplimiento de los protocolos. 
En el marco de esta actividad se debe diseñar indicadores de gestión, proceso y de resultados de carácter cuantitativo y 
cualitativo para evaluar la eficiencia y la eficacia de las prácticas institucionales y políticas públicas en materia forense.

Generar mesas de trabajo con participación activa y permanente de familiares de personas desaparecidas, personas es-
pecialistas nacionales e internacionales, representantes de las organizaciones de la sociedad civil, y con observación de de 
organismos internacionales, a fin de fortalecer la capacidad técnica, mejorar las prácticas institucionales y lograr mayor cre-
dibilidad de los servicios forenses con enfoque masivo en el estado de Jalisco, considerando las necesidades de familiares 
de personas desaparecidas y la situación de la crisis forense en la entidad. Dicho mecanismo debe contar con los recursos 
suficientes y lineamientos para su operación, prever líneas de acción y un esquema de reuniones periódicas, así como los 
mecanismos de comunicación y acceso a toda la información sobre las acciones realizadas, los avances y resultados.
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A fin de actuar con transparencia y abonar a la rendición de cuentas, el Gobierno del Estado de Jalisco debe elaborar un 
informe anual público sobre las actividades y resultados de evaluación de las prácticas institucionales y políticas públicas 
en materia forense.

Garantizar el acceso a la información pública sobre los datos estadísticos actualizados de número de cadáveres, restos 
humanos y osamentas, así como los resultados de los procesos de identificación.

Garantizar los mecanismos permanentes de control de calidad de servicios forenses externo e interno, incluyendo los 
procesos de auditorías, certificación de peritos y estándares mínimos de calidad de servicios previamente establecidos.

 INVESTIGACIÓN

Garantizar que la búsqueda e investigación de delitos en materia de desaparición se realice de manera integral, exhaustiva 
e independiente, apegada a los estándares internacionales y el marco jurídico aplicable, con debida diligencia, incorporando 
el enfoque diferenciado, perspectiva de género y tomando en cuenta el análisis de las diversas modalidades contextuales 
y patrones criminales.

El Agente del Ministerio Público debe actuar de manera proactiva y exhaustiva para garantizar la identificación de la persona 
fallecida y el esclarecimiento de los hechos. Esto incluye solicitar de inmediato todas las pruebas que sean necesarias para 
la identificación, mediante las acciones, diligencias y procedimientos idóneos, que conduzcan a la plena identificación, y 
trabajar de manera interdisciplinaria y coordinada, abonando al desarrollo de hipótesis de identidad.

Ante hallazgos de fosas clandestinas se debe llevar a cabo la investigación imparcial, exhaustiva y diligente, asegurando la 
cadena de custodia, garantizando el derecho a participar por parte de las víctimas y aplicando en la investigación los están-
dares establecidos en el Protocolo de Minnesota. 

Que se investiguen de manera exhaustiva, eficaz, independiente y con debida diligencia las omisiones e irregularidades de 
las y los servidores públicos quienes fueron involucrados en los hechos de incineración de cuerpos sin identificar, hallazgo 
de las cajas de refrigeración de los tráileres o la actuación negligente en los procesos de investigación e identificación foren-
se. Que se inicien, desarrollen y resuelvan a la brevedad los procesos de responsabilidad administrativa y los procedimientos 
penales de los delitos que resulten en contra de las y los funcionarios responsables del IJCF, FEPD y la Dirección de Unidad 
de Investigación de Homicidios Dolosos de la FEJ.

El proceso de identificación humana debe realizarse bajo  condiciones mínimas que aseguren respeto a la dignidad, máxima 
calidad, prontitud, eficiencia y transparencia del proceso, así como confiabilidad de resultados. Debe basarse en un análisis 
multidisciplinario e integral, incluidas la completa realización de las pruebas forenses y agotamiento de las acciones y dili-
gencias necesarias para la identificación, abonando a la determinación de la identidad de la persona, la manera y causa de 
su muerte y contribuyendo a la reconstrucción de los hechos y acceso a la justicia.

ENTREGA Y NOTIFICACIÓN

La entrega de los cuerpos, restos humanos u osamentas de las víctimas a sus familiares debe realizarse en condiciones 
dignas, respetando su cosmovisión, tradiciones religiosas, normas y costumbres culturales. El proceso debe basarse en las 
necesidades, tiempos y disponibilidad de familiares, garantizando su derecho de participar en la toma de decisiones sobre la 
restitución y sepultura y respetando el enfoque psicosocial. El acto de la entrega del cadáver, restos humanos u osamentas 
debe realizarse sin dilación tras la acción de notificación. 

La CEEAVJ debe cubrir los gastos funerarios y de traslado de cadáver, restos humanos u osamentas al lugar del destino final, 
determinado por familiares.

Al momento de concluir el proceso de identificación e investigación forense y obtener los resultados, se deben agilizar los 
trámites y notificar sin dilación a familiares de víctimas. La notificación y explicación sobre los resultados obtenidos debe 
realizarse con un lenguaje accesible, no técnico y claro, considerando las características y necesidades de familiares, con el 
enfoque psicosocial y diferenciado. Durante el acto de notificación debe informarse sobre el proceso de restitución de cuer-
po y la autoridad responsable debe apoyar a familiares y gestionar la documentación relativa a la entrega

Antes de informar sobre los resultados de identificación forense a los medios de comunicación, debe de realizarse el acto 
de notificación sobre los resultados de manera directa a familiares de víctimas.
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PROCESOS DE INHUMACIÓN

Cada inhumación autorizada de un cadáver, osamentas o restos humanos no identificados debe realizarse en las condi-
ciones dignas, de forma individualizada, con las medidas que garanticen el registro adecuado de trazabilidad, así como 
la captura, sistematización y registro de toda la información requerida y en un lugar claramente identificado que permita 
su posterior localización, utilizando las técnicas de adecuado etiquetado de cuerpos y marcación del sitio de inhumación. 
Ninguna autoridad deberá ordenar la inhumación antes de cumplir obligatoriamente con la integración de los dictámenes 
periciales y actos de investigación necesarios para su identificación.

Construir por parte del Gobierno del Estado de Jalisco un panteón forense ministerial para que las personas fallecidas no 
identificadas y no reclamadas por sus familiares tengan un lugar digno e individualizado para su destino final. Además, se 
debe considerar la creación de sitios de resguardo especiales para cadáveres, restos humanos y osamentas provenientes 
de las exhumaciones clandestinas.

EXHUMACIÓN DE CUERPOS, RESTOS HUMANOS Y OSAMENTAS

Realizar y hacer público el diagnóstico conjunto de las autoridades estatales, municipales, colectivos de familiares de per-
sonas desaparecidas, organizaciones de la sociedad civil y las instituciones académicas del estado de Jalisco sobre la 
situación de los panteones municipales y cadáveres, restos humanos y osamentas exhumadas en las fosas comunes de 
los mismos. Con base en esta información, generar insumos  estatales para el Programa Nacional de Exhumaciones e Iden-
tificación Forense, así como desarrollar e implementar las estrategias estatales para los procesos de exhumación e identi-
ficación forense respectivos, garantizando la participación de familiares de personas desaparecidas y personas expertas 
forenses estatales, nacionales e internacionales independientes.

Realizar y hacer público el diagnóstico conjunto de las autoridades estatales, municipales, colectivos de familiares de perso-
nas desaparecidas, organizaciones de la sociedad civil y las instituciones académicas sobre los lugares de depósito ilegal de 
cadáveres, restos humanos y osamentas en el estado de Jalisco. Con base en esta información, generar los insumos locales 
para el Programa Nacional de Exhumaciones e Identificación Forense, así como desarrollar e implementar las estrategias 
estatales para los procesos de exhumación e identificación forense respectivos, garantizando la participación de familiares 
de personas desaparecidas y personas expertas forenses estatales, nacionales e internacionales independientes. 

Resguardar y mantener con custodia hasta que no se realicen todas las diligencias necesarias en cualquier lugar de hallaz-
go de cuerpos o donde puedan encontrarse cadáveres, restos humanos u osamentas. 

INCINERACIONES DE CUERPOS SIN IDENTIFICAR

Generar un mecanismo que contribuya a garantizar los derechos a la verdad, justicia y reparación integral en caso complejo 
de incineración de cuerpos de personas fallecidas sin identificar, con participación sustantiva de las personas especialistas 
independientes, nacionales e internacionales, familiares de personas desaparecidas y organizaciones de la sociedad civil. 
Dicho mecanismo debe contar con una asignación presupuestaria necesaria para su funcionamiento y debe incluir los si-
guientes ejes de acción: (1) Revisión exhaustiva de cada averiguación previa y carpeta de investigación relacionadas con las 
muertes de las personas fallecidas no identificadas incineradas, (2) Revisión exhaustiva de la documentación y dictámenes 
periciales correspondiente las personas fallecidas no identificadas incineradas bajo resguardo del IJCF, (3) Análisis técnico y 
científico realizado por un equipo pericial multidisciplinario de todos los cuerpos cremados, los cuales se encuentran en las 
instalaciones del Servicio Médico Forense del IJCF y en las fosas comunes de los panteones municipales de Guadalajara.

COORDINACIÓN Y MEJORA DE LAS PRÁCTICAS INSTITUCIONALES

Establecer los mecanismos y medidas para garantizar la efectiva coordinación a nivel estatal y nacional a fin de fortalecer 
las acciones y procesos de búsqueda e identificación de personas. Esto implica el establecimiento de los procedimientos y 
esquemas de actuación de todas las autoridades y dependencias estatales y municipales involucradas, generación de los 
espacios interinstitucionales para atender los procesos de identificación humana, reforzamiento de los procesos de comu-
nicación e intercambio de información permanente a fin de garantizar el registro, la trazabilidad y la localización de las per-
sonas fallecidas no identificadas, proponer y adoptar los convenios de colaboración y acuerdos con instituciones públicas y 
privadas, así como buscar asistencia técnica de las personas expertas forenses.

Generar la vinculación con instituciones académicas a fin de establecer herramientas, métodos y técnicas necesarias para 
los procesos en materia de identificación humana.
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Establecer los mecanismos de coordinación, comunicación continua y transferencia de información y conocimiento a fin de 
colaborar y contribuir con los insumos del estado de Jalisco en el marco de la consolidación e implementación del Mecanis-
mo Extraordinario de Identificación Forense, de conformidad con lo previsto en el acuerdo de su creación.

Colaborar e intercambiar la información que pudiera contribuir a los procesos de identificación forense con las instituciones 
encargadas de seguimiento a los casos que tratan de las personas desaparecidas migrantes y extranjeras.

Desarrollar e implementar los procedimientos y protocolos de actuación  estandarizados y necesarios para los fortalecer y 
eficientar procesos de análisis e identificación, exhumación, inhumación, trazabilidad, manejo y disposición, notificación y en-
trega de cuerpos, restos humanos y osamentas, adoptando las mejores prácticas institucionales, experiencias de familiares 
de personas desaparecidas y estándares internacionales. Estos protocolos deben abonar a la transparencia, supervisión, 
seguridad y efectividad de las acciones, así como reforzar la coordinación interinstitucional e intercambio de información.

Informar por parte de las autoridades estatales y municipales, así como instituciones públicas y privadas, sobre restos 
humanos y cadáveres de personas no identificadas o de las cuales no se tenga certeza sobre su identidad.

PROCESOS DE CAPACITACIÓN

A fin de fortalecer las capacidades profesionales para desarrollar las labores de identificación forense con base en los 
estándares en las diferentes materias, se debe establecer programas de capacitación técnica y humana a las y los servi-
dores públicos de la FEPD, COBUPEJ, Dirección de la Unidad de Investigación de Homicidios Dolosos de la FEJ, CEEAVJ y el 
IJCF, considerando todas sus delegaciones. Dichos programas deben incluir las técnicas de investigación, análisis forenses, 
formación psicosocial, atención y comunicación con sensibilidad y empatía hacia las víctimas, derechos humanos, cadena 
de custodia, enfoque diferenciado y perspectiva de género. Asimismo, se debe impartir los cursos de formación relativos a 
los contenidos y la aplicación del Protocolo Homologado para la Búsqueda de Personas Desaparecidas y Protocolo Homo-
logado de Investigación para los Delitos de Desaparición Forzada de Personas y Desaparición Cometida por Particulares. 
Los programas de capacitación deben contemplar los mecanismos de seguimiento y evaluación mediante los indicadores 
previamente establecidos. 

Impulsar el proceso de profesionalización de servicios periciales y la incorporación de distintas especialidades y experticias 
para el análisis de cadáveres, restos humanos y osamentas, incluyendo nuevas técnicas y métodos de identificación. Lo 
anterior debido a una gran variedad de los contextos de hallazgo y estado de cuerpos exhumados y su avanzada fase de 
descomposición, cuerpos calcinados o incinerados o cuerpos desmembrados o descuartizados, entre otras características.

Crear una escuela de formación continua y multidisciplinaria en conjunto con las instituciones académicas a fin de profe-
sionalizar el personal del IJCF y asegurar que las y los peritos cuenten con las competencias necesarias para realizar los 
procesos de identificación forense. Mediante el convenio con universidades se puede fortalecer la vinculación y garantizar el 
apoyo de estudiantes en diversas áreas en materia forense y de manera conjunta desarrollar herramientas, procedimientos, 
métodos o protocolos a fin de mejorar las prácticas institucionales.

Implementar un programa de capacitación para familiares de personas desaparecidas.

 
DONACIONES DE LOS CUERPOS SIN IDENTIFICAR A LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS

Realizar de manera coordinada, tanto por parte del IJCF como las instituciones educativas del estado de Jalisco, la revisión 
exhaustiva de toda la documentación y registros relacionados con las características de cuerpos de personas fallecidas 
donados a las universidades y la información sobre su destino final. Asimismo se recomienda que un equipo pericial mul-
tidisciplinario lleve a cabo la revisión y análisis científico y técnico de todos los cuerpos incinerados por la Universidad de 
Guadalajara, conservados en el Panteón de Mezquitán.

OTROS ASPECTOS

➔	 Generar e implementar de manera coordinada programas integrales y herramientas necesarias para prevenir los 
delitos de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares.

➔	 Asegurar el pleno cumplimiento del derecho a la información y libertad de prensa, reconociendo el papel funda-
mental de los medios de comunicación en la visibilización de la problemática de la crisis forense y generación de 
una conciencia colectiva.




